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1. INTRODUCCIÓN 

Debido a los constantes cambios normativos que se han producido a lo largo de la historia de 

vigencia del Decreto Ley 2158 de 1948, conocido como el Código Procesal del Trabajo y de 

la Seguridad Social, además de la referencia expresa que esta normativa hace al artículo 145 

del Código Judicial (Ley 105 de 1931), actualmente existe confusión entre diversos tratadistas, 

abogados e incluso despachos judiciales, en cuanto a si es procedente la aplicación del 

artículo 292 del Código General del Proceso en el procedimiento laboral. 

Esta confusión se ha reflejado en pronunciamientos emitidos por la Sala Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia, entidad que, como órgano de última instancia, ha establecido de manera 

categórica que mientras esté vigente el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y la 

Seguridad Social con las modificaciones introducidas por la Ley 712 de 2001, no es posible 

aplicar la notificación por aviso en los procedimientos laborales. 

A través de esta minuciosa investigación y un análisis exhaustivo de la Teoría General del 

Proceso laboral en el contexto del derecho comparado, específicamente en el ordenamiento 

jurídico argentino, llegaremos a una conclusión de gran relevancia para el ordenamiento 

jurídico laboral colombiano. Tras un riguroso examen, se ha demostrado que la falta de 

aplicación en la práctica del artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social 

en un contexto jurídico comparado, como el ordenamiento laboral argentino, resulta 

inadecuada y, en ciertos escenarios específicos, menoscaba los pilares de los derechos 

fundamentales constitucionales colombianos. 

Dentro del amplio espectro del derecho laboral colombiano, se ha identificado una brecha que 

necesita ser cerrada. La necesidad de implementar la notificación por aviso en los 

procedimientos laborales colombianos es evidente y se presenta como una alternativa viable 

y equitativa.  

Esta propuesta de modificación, basada en un análisis sólido respaldado por la experiencia y 

los precedentes de otros sistemas jurídicos, promete introducir un equilibrio esencial en la 

administración de justicia en el ámbito laboral colombiano. 

 

1.2 PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

La redacción del artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social no 

resulta ser afortunada, ya que su tenor literal ha generado una variedad de interpretaciones, 
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dando lugar a diferentes prácticas judiciales, algunas de ellas, incluso, carecen de 

fundamentación jurídica sólida. 

En efecto, doctrinantes reconocidos en la materia como el maestro Moreno Pérez, Vallejo 

Cabrera consideran que, en el contexto del procedimiento laboral, no es aplicable la 

notificación por aviso contenida en el artículo 292 del Código General del Proceso (CGP), a 

pesar de que el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, por el 

artículo 16 de la Ley 712 de 2001, hace una remisión explícita al artículo 292 del CGP. 

Lo doctrinantes anteriormente citados argumentan que el aviso en el procedimiento laboral, 

según lo establecido en el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, modificado por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, tiene más bien el carácter de una 

comunicación o, como algunos afirman, de un simple requerimiento o apremio. Su utilidad 

práctica es informar al demandado que debe presentarse en el despacho para notificarse 

personalmente en un plazo de diez (10) días, con la advertencia de que, en caso de no 

hacerlo, se designará un curador ad litem, con quien continuará el proceso. 

Otro argumento que utilizan los partidarios de esta teoría es que existe una enumeración 

taxativa de los medios de notificación, considerándose como tales únicamente los 

establecidos en el artículo 41 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. En 

esta disposición, no se menciona la notificación por aviso. 

Sin embargo, otros autores tienen dudas al respecto, ya que, a partir de la redacción literal 

del artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 

artículo 16 de la Ley 712 de 2001, se podría inferir que la advertencia sobre el nombramiento 

del curador ad litem solo aplica cuando el demandado no se encuentra o se impide su 

notificación, de manera similar a lo que ocurre en el procedimiento civil. 

Ahora bien, debido a la ambigüedad de la norma, actualmente se está aplicando la advertencia 

sobre el nombramiento del curador ad litem, en contraposición a lo que sucede en el 

procedimiento civil, incluso cuando el demandado tiene certeza de la existencia del proceso, 

conocimiento que proviene de haber recibido efectivamente la citación para notificación 

personal según el artículo 291 del Código General del Proceso y el aviso judicial contemplado 

en el artículo 292 del CGP, en concordancia con el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo 

y de la Seguridad Social. 

Esta interpretación desvirtúa el derecho a la contradicción, ya que lo hace prevalecer incluso 

cuando el demandado desea asumir una posición pasiva, volviendo obligatoria la notificación 

de la demanda al demandado, incluso en casos de contumacia. 
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Asimismo, existe otra disposición en el mismo artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y 

de la Seguridad Social, cuya aplicación torna inútil el emplazamiento del demandado, y se 

encuentra en el párrafo 2, donde se dispone lo siguiente: "El emplazamiento se efectuará de 

acuerdo con lo establecido en el inciso segundo del artículo 318 del Código del Procedimiento 

Civil y no se dictará sentencia hasta que se haya cumplido" (Ley 712, 2001, artículo 29). 

Debido a lo anterior, actualmente existen juzgados que consideran válido el emplazamiento, 

incluso si se realiza días antes de la audiencia de juzgamiento, como si fuera una formalidad 

insignificante que puede cumplirse en cualquier momento antes de emitir la sentencia. 

 

1.3 PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 

  ¿Es necesario implementar la notificación por aviso en el procedimiento laboral colombiano 

para garantizar un debido proceso y evitar situaciones que obstaculizan el acceso a la 

administración de justicia? 

Con la repuesta de este interrogante se aclara el sentido que tiene nombrar a un curador ad 

litem para un demandado que ha recibido la citación para notificación personal y el aviso 

judicial. Es decir, un demandado que, estando al tanto de la existencia del proceso, decide 

asumir una posición contumaz, la cual es una actitud válida para ejercer el derecho de 

contradicción. 

También nos permitirá entender el por qué realizar un emplazamiento antes de emitir la 

sentencia, cuando la finalidad de la publicación de un edicto es informar al demandado sobre 

la existencia del proceso para que pueda intervenir desde una etapa inicial, en lugar de 

intervenir cuando hay poco que hacer para garantizar una debida defensa.  

 

1.4 HIPÓTESIS  

Es imperativo aplicar la figura de la notificación por aviso en el procedimiento laboral, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 292 del Código General del Proceso (C.G.P.), con el fin de 

optimizar la gestión de los casos laborales y prevenir posibles maniobras dilatorias por parte 

de la parte demandada. En la actualidad, la parte demandada tiene la capacidad de retrasar 

su notificación hasta que se haya designado un curador.  
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En este sentido, también es fundamental establecer que el emplazamiento se realice antes 

de la designación de un curador ad litem, siguiendo un procedimiento similar al que se lleva a 

cabo en el ámbito del procedimiento civil. Esto garantizará el pleno ejercicio del derecho a la 

contradicción y la defensa del demandado, en línea con las prácticas del ordenamiento laboral 

argentino. 

 

1.5 JUSTIFICACIÓN 

Es imperativo concientizar a la comunidad jurídica acerca de la importancia de implementar 

la notificación por aviso en el procedimiento laboral colombiano, siguiendo las pautas 

establecidas en el Código General del Proceso.  

Asimismo, es crucial considerar la conveniencia de requerir el emplazamiento antes de la 

designación del curador ad litem y no en cualquier etapa previa a la emisión de la sentencia, 

tal como se realiza en el ordenamiento laboral argentino. 

 

1.6 OBJETIVOS 

 

1.6.1 OBJETIVO GENERAL 

Evaluar los inconvenientes en la aplicación del artículo 29 del C.P.T. y de la S.S. en la 

actuación procesal de la notificación por aviso en los juicios laborales del procedimiento 

colombiano, así como el emplazamiento antes de la designación del curador ad litem, y 

comparar los beneficios procesales y del debido proceso que genera la respectiva notificación 

en la jurisdicción laboral argentina. 

 

1.6.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS. 

Analizar la necesidad de modificar el artículo 29 del C.P.T. y de la S.S. con el fin de resolver 

las incertidumbres existentes al implementar la notificación por aviso en los juicios laborales, 

conforme al artículo 292 del C.G.P. 

Identificar y demostrar la pertinencia de la modificación del artículo 29 del C.P.T. y de la S.S. 

para que se establezca que el emplazamiento debe realizarse antes de la designación del 

curador ad litem, tal como ocurre en el procedimiento civil. 
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Proponer una regulación del derecho procesal laboral en Colombia que sea clara, coherente 

y de fácil aplicación, tomando como ejemplo las prácticas existentes en el ordenamiento 

laboral argentino. 

 

1.7 RESULTADOS ESPERADOS 

Presentar el presente trabajo de investigación a la comunidad académica con el objetivo de 

crear conciencia sobre la necesidad de implementar la notificación por aviso en el 

procedimiento laboral, y de establecer que el emplazamiento debe ocurrir antes de la 

designación del curador ad litem, en línea con el procedimiento civil colombiano, tomando 

como referencia el sistema laboral argentino. 

 

2. MARCO REFERENCIAL 

 

2.1 . ESTADO DEL ARTE  

Para esta investigación en concreto, no se ha encontrado ningún autor específico que se haya 

dedicado a analizar la problemática derivada de la aplicación práctica del artículo 16 de la Ley 

712 de 2001, que modificó el artículo 29 del C.P.T y de la S.S.  En cuanto a la aplicación de 

la notificación por aviso dentro del procedimiento laboral, no se encontró uniformidad entre los 

autores para abordar el aviso en materia laboral.  

Algunos autores, como el doctor Gerardo Botero Zuluaga, sostienen enfáticamente que no 

existe la notificación por aviso en el procedimiento de trabajo. (Botero Zuluaga, G, 2013, pág. 

288-293)   

La mayoría de los autores consultados se limitan a realizar una transcripción literal del 

contenido de los artículos que regulan la notificación en el procedimiento laboral, como son el 

artículo 29 y 41 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, tocando 

tangencialmente el artículo 292 del Código General del Proceso, sin tomar posición con 

respecto a la aplicación de la notificación por aviso en el procedimiento laboral.  
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En este contexto, el maestro GERARDO BOTERO ZULUAGA,1 en su obra titulada 'Guía 

Teórica y Práctica del Derecho Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social', simplemente 

omite pronunciarse con respecto a la notificación por aviso, partiendo del supuesto de que las 

formas de notificación en el procedimiento laboral se limitan únicamente a las enunciadas en 

el artículo 20 de la Ley 712 del 2001, que modificó el artículo 41 del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, como si esta disposición normativa contuviera una lista 

taxativa de los medios de notificación y no simplemente enunciativa. 

Aplicarse en estricto sentido dentro del procedimiento laboral, que es precisamente la teoría 

que pretendemos sustentar en este trabajo de investigación. Al respecto, el doctor HUGO 

ALEXANDER BEDOYA DÍAZ2, en su obra 'Derecho Procesal Laboral y de la Seguridad 

Social', incluye la notificación por aviso dentro del capítulo de la demanda en el proceso 

laboral, específicamente en la parte que trata de la notificación del auto admisorio.  

Bedoya Diaz3, expresa lo siguiente: 

 “Cuando el citado no comparezca dentro de la oportunidad señalada, el interesado procederá 

a practicar la notificación por aviso, conforme el artículo 292, la misma que expresará la 

providencia que se notifica el juzgado, el nombre de las partes y la advertencia de que la 

notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el 

lugar de destino. El aviso será elaborado por la parte interesada, quien es la que debe enviarlo 

al servicio postal a la misma dirección que haya sido enviada la comunicación que 

primeramente se hizo. El servicio postal expedirá constancia de entrega del aviso”  

Este autor, al abordar el tema dentro del capítulo de las notificaciones en el proceso laboral, 

no menciona la notificación por aviso.  

Sin embargo, en el capítulo que trata de la demanda en el proceso laboral, se limita a 

parafrasear lo que establece el artículo 292 del Código General del Proceso, lo que da a 

entender que dicha norma se aplica en el procedimiento laboral. 

El doctor EDUARDO URIBE QUIÑONES4, en un artículo publicado en el libro 'Derecho 

Procesal del Trabajo y la Seguridad Social', un compendio teórico-práctico publicado por el 

 
1 Gerardo Botero Zuluaga. (2023). Guía Teórica y Práctica de Derecho Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social. Editorial Ibáñez, p. 377.  

2 Hugo Alexander Bedoya Díaz (2018). Derecho Procesal Laboral y de la Seguridad Social. Ed Leyer,. p. 148 

3 Ibid., p. 148 

4 Eduardo Uribe Quiñones. (2013). Derecho Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Colegio de Abogados 

del Trabajo y Legis. p.124. 
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Colegio de Abogados del Trabajo, no menciona expresamente la notificación por aviso. Sin 

embargo, la incluye dentro de un apartado denominado 'notificación personal', y se adhiere a 

la teoría de que la notificación por aviso en todos los casos requiere la designación de un 

curador y su emplazamiento. 

Además, este autor hace referencia a la sentencia de tutela T 21172 de 1° de septiembre de 

2009, emitida por la Corte Suprema de Justicia, que contiene la interpretación judicial que 

prevalece en la práctica judicial. En este contexto, Uribe expone lo siguiente: 

“Ahora, si la notificación del auto admisorio de la demanda se efectúa por aviso (art. 320 CPC) 

y vence el término común de 10 días de traslado (art. 74 CPTS) sin que la persona citada 

comparezca a contestar la demanda o allanarse, etc., también procederá la designación de 

curador y su emplazamiento por edicto (CSJ, T-21172, de sep. 1. 2009).” 

Respecto a este tema, el doctor FABIÁN VALLEJO CABRERA5, quien se pronuncia de 

manera contundente en contra de esta interpretación que también ha prevalecido en los 

despachos judiciales, argumentando que es abiertamente inconstitucional. En efecto, Vallejo 

en su libro 'La Oralidad Laboral - Derecho Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social', 

señala lo siguiente:  

 “ En cuanto a la constitucionalidad del artículo 29 del CPT y de la SS, hemos sido y seguimos 

siendo del criterio según el cual el artículo 29 del CPT y de la ss enfrenta de manera grave las 

garantías constitucionales del derecho de defensa e igualdad por cuanto el legislador, a fin de 

salvaguardar algunos principios de rango legal (celeridad, economía, etc.), estableció que en 

el mismo auto en que se ordene el emplazamiento del demandado se le debe nombrar curador 

para la litis permitiendo que la publicación del edicto se haga durante el curso del proceso 

incluso inmediatamente antes de dictar sentencia, la que no se pronuncia hasta que se haya 

cumplido con aquella exigencia. 

Con tal proceder resulta lo siguiente: si bien al demandado se le nombra curador, este por 

regla general ignora en absoluto, por obvias razones, la verdad de lo que se discute en el 

proceso, luego, la defensa que puede presentar aquel de su representado es inútil. Esa es la 

realidad, lo demás son puros enfoques teóricos basados en supuestos sin fundamento.  

Permitir que se adelante el proceso y, al mismo tiempo, llevar a cabo la publicación del edicto 

emplazatorio equivale a condenar primero al demandado, representado por alguien que 

 
5 Fabian Vallejo Cabrera. (2023). La Oralidad Laboral. Editorial Jurídica Sánchez .p.205.  



11 
 

desconoce su situación jurídica, y luego citarlo mediante el emplazamiento para que se haga 

parte del proceso. 

Además, esto constituye una afrenta al derecho de igualdad, ya que, si en un proceso civil se 

emplaza primero al demandado y, transcurrido un plazo, si no se presenta se le nombra un 

curador ad litem con quien se avanza en el proceso, el mismo tratamiento debe recibir el 

demandado en un proceso laboral. Sin embargo, en este último caso, se le somete a una 

situación mucho más desventajosa, como se demostró previamente. 

Por estos motivos se acusó de inconstitucionalidad la referida norma, pero la Corte 

Constitucional, al optar por su constitucionalidad, así se pronunció: 

“El artículo 29 acusado prevé dos hipótesis que, con sus contenidos, aseguran el 

establecimiento de la litis procesal. La una, cuando se desconoce la residencia del 

demandado, caso en el cual, el demandante al presentar la demanda jurará ante el juez que 

la ignora, y, otra, cuando el demandado se oculta, lo cual debe comprobarse por lo menos 

sumariamente. En uno y otro caso, la norma prevé, a fin de garantizar la defensa de los 

intereses del demandado, justificada más en la primera hipótesis que en la segunda, sin 

perjuicio de que también exista justificación de menor grado en el caso del denominado 

ocultamiento del demandado, el nombramiento de un curador para la litis y el emplazamiento 

del demandado de conformidad con lo dispuesto, en la época, por el artículo 317 del Código 

judicial, hoy reemplazado en el Código de Procedimiento Civil por los artículos 318, 319 y 320. 

En estas normas, se regula el procedimiento para emplazar a quien se le desconoce el lugar 

de habitación o de trabajo y éste, además, no figura en la guía telefónica (art. 318); las 

sanciones para el caso de falso juramento sobre el desconocimiento de la residencia del 

demandado (art. 319); y el trámite para la notificación por emplazamiento de quien no es 

hallado o impide su notificación personal (art. 320)  

En desarrollo del principio de celeridad procesal, en el proceso laboral, el trámite del 

emplazamiento no suspende su curso, es decir, que se adelanta de manera paralela a la 

sustanciación del proceso. “  

 

3. MARCO TEÓRICO 

El procedimiento de notificación en el ámbito laboral es un aspecto crítico de la administración 

de justicia. La notificación adecuada garantiza el debido proceso y la protección de los 

derechos de todas las partes involucradas en un caso. En este marco teórico, exploramos la 
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interpretación y la problemática relacionada con la notificación por aviso en el procedimiento 

laboral, considerando las perspectivas de expertos en derecho, como el doctor Fabián Vallejo 

Cabrera6.  

 

2. Antecedentes y normativas pertinentes. 

Para comprender la discusión en torno a la notificación por aviso en el procedimiento laboral, 

es esencial revisar las normativas y antecedentes relevantes. El artículo 29 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (CPT y de la SS) establece una regla específica 

en cuanto a la notificación en el ámbito laboral. Esta normativa ha sido interpretada de 

diversas maneras a lo largo del tiempo, lo que ha dado lugar a una serie de problemas y 

desafíos en su aplicación. 

 

4. La posición de Fabián Vallejo Cabrera. 7  

El doctor Fabián Vallejo Cabrera, en su obra "La oralidad Laboral - Derecho Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social," argumenta que la notificación por aviso no es aplicable 

mientras subsista el artículo 29 del CPT y de la SS. Él señala que, a pesar de la entrada en 

vigencia del Código General del Proceso (CGP) y la notificación por aviso en otros ámbitos 

jurídicos, el artículo 29 del CPT y de la SS sigue siendo una norma especial en el 

procedimiento laboral y prevalece sobre otras disposiciones similares del Código de 

Procedimiento Civil. 

 

5.Interpretación judicial y sus implicaciones. 

La interpretación de la Corte Suprema de Justicia respecto al artículo 29 del CPT y de la SS 

ha generado una serie de problemas en la práctica. Entre las implicaciones más relevantes 

se incluyen: 

 

 
6 Ibid., p.204-208 

7 Ibid., p. 204-208 
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a. Perjuicio a la parte más débil. 

La interpretación de la Corte Suprema ha resultado perjudicial para la parte más débil de la 

relación procesal laboral, que generalmente es el trabajador o afiliado. Estos individuos se 

ven obligados a asumir la carga de realizar la notificación por aviso y esperar la designación 

del curador ad-litem, lo que se convierte en una dificultad y desestimulo para acceder a los 

servicios de justicia laboral. 

 

b. Abuso de la demora. 

Los demandados a menudo utilizan la demora como una táctica para retrasar la notificación 

personal, sabiendo que la intervención de un curador es necesaria antes de que comience a 

correr el término del traslado de la demanda. Esto les permite intervenir en cualquier momento 

antes de que el curador asuma su función, lo que complica el proceso. 

 

c. Carga procesal duplicada. 

En ocasiones, tanto el curador ad-litem como la parte demandada asumen simultáneamente 

la misma carga procesal, como contestar la demanda, lo que plantea desafíos para el juez al 

determinar la prioridad en el tiempo y en el derecho. 

 

d. Falta de incentivo para los curadores. 

La falta de remuneración para el cargo de curador ad-litem, como se establece en el Código 

General del Proceso, ha llevado a la renuencia de los abogados a desempeñar este papel, lo 

que resulta en retrasos y posibles contumacias de los demandados. 

 

5. La necesidad de revisar la interpretación. 

Dada la evolución de la normativa procesal en Colombia, en particular con la entrada en vigor 

del Código General del Proceso, se plantea la necesidad de revisar la interpretación de la 

Corte Suprema de Justicia respecto al artículo 29 del CPT y de la SS. La notificación por aviso 

se ha consolidado en otros ámbitos legales y podría ser beneficioso traer esta figura al 



14 
 

procedimiento laboral, siguiendo los términos establecidos en el procedimiento civil, lo que 

permitiría un proceso más eficiente y equitativo. 

 

5. MARCO JURIDICO 

Artículo 2, 13, 29 y 228 de la Constitución Política de Colombia  

Artículo 16 de la Ley 712 de 08 de diciembre de 2001. 

Artículo 29 del Decreto-Ley 2158 de 24 de junio de 1948. 

Artículo 29 Ley 794 de 08 de enero de 2003. 

Artículo 144 Decreto 2282 de 07 de octubre de 1989. 

Corte Constitucional, Sentencia C-1038-03 de 5 de noviembre de 2003, Magistrado Ponente 

Dr. Rodrigo Escobar Gil. 

Corte Constitucional, Sentencia C-429-93 del 7 de octubre de 1993, Magistrado Ponente, Dr. 

Fabio Morón Díaz. 

Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. 1 de septiembre de 2009. Sentencia T 

21172. M.P. Eduardo Adolfo López Villegas. 

Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. 17 de abril de 2012. Sentencia Rad 

43579. M.P. Luis Gabriel Miranda Buelvas. 

 

6. METODOLOGÍA  

El estudio se enmarca en un enfoque deductivo y analítico, centrando su atención en la 

dogmática jurídica, con el propósito de arrojar luz sobre conceptos, definiciones y aspectos 

relacionados con la validez legal en el proceso de notificación por aviso en el marco del Código 

de Procedimiento Laboral colombiano. Asimismo, se lleva a cabo una perspectiva comparativa 

con el derecho argentino en el mismo contexto.  

El objetivo del primer capítulo es proporcionar una visión detallada de los aspectos históricos 

y constitucionales vinculados a la notificación por aviso en el en el derecho laboral en 

colombiano.  
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En el segundo capítulo, se efectúa un examen minucioso de los actos de comunicación judicial 

en el derecho procesal laboral contemporáneo en Colombia. 

Finalmente, el tercer capítulo se enfoca en un análisis de la dogmática jurídica y el derecho 

comparado con respecto a los actos de comunicación en el ámbito del derecho laboral 

argentino como solución al caso concreto colombiano.  
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1. CAPITULO UNO:  ANTECEDENTES HISTORICOS DE LOS ACTOS DE 

COMUNICACIÒN.   

 

Actos de comunicación.  

Un conflicto laboral es entendido como aquella controversia que se suscita entre una parte 

denominada empleador y otra parte el trabajor , estos conflictos son categorizados como 

laborales, comúnmente su solución se realiza a través mecanismos de resoluciones de 

controversias clasificados por la doctrina como de procedimientos autónomos y 

procedimientos heterónomos; una solución puede ser autónoma cuando las partes en 

conflicto alcanzan una composición de esta a través de un acuerdo que es producto de la 

negociación directa entre las partes en discordia, es decir la comunicación para alcanzar el 

objetivo de solución es interpartes. (Monereo Pérez, J. L, 2020, p. 29).  

Este tipo de solución interpartes es denominada por algunos doctrinastes como una – 

Solución Autónoma Pura – es decir, fueron las partes las que en definitiva denegaron la 

posibilidad de la búsqueda de una solución al conflicto con la asistencia de una tercero, porque 

existe la posibilidad de que dicha solución sea de características autónomas, pero 

presentándose la posibilidad de la asistencia de un tercero no dirimente que actúa dentro del 

marco de un mecanismo de resolución de conflicto – M.S.C – autocompositivo como lo son la 

conciliación o la mediación, en estos casos la comunicación ya no es entre las partes 

propiamente, sino que media un tercera en la cadena de comunicación. (Criollo Mayorga, G, 

2016, p. 6 - 8).   

Este mecanismo de Solución Pura se puede aplicar tanto a conflictos individuales como 

colectivos, por ser una mecanismo natural y adecuado que permiten la comunicación entre 

las partes de manera directa.  

Los procedimientos de resolución de conflictos denominados heterónomos se caracterizan 

porque se dirimen en instancias distintas a las partes, donde interviene un actor facultado para 

la composición del conflicto a través de una decisión.8  

Estos procedimientos heterónomos pueden ser judiciales, extrajudiciales, institucionalizados 

o ad hoc, en materia laboral establecidos por ley o convenio colectivo. En materia laboral es 

muy característico entre los empleadores y trabajadores recurrir a procedimientos 

 
8 Ibid., p.28. 
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heterónomos para buscar celeridad en la resolución de conflictos y evitar siempre judicializar 

los problemas existentes entre ellos.9  

La naturaleza y tipologías de estos procedimientos heterónomos donde no solo está presente 

una comunicación interpartes, sino de un designado por ellas para la resolución de este, con 

lleva una dinámica mas activa entre las formas de comunicación de las partes intervinientes 

en todo el proceso.  

Los medios de comunicación y conocimiento de las providencias judiciales se deben realizar 

de manera efectiva que permita surtir las exigencias preceptuadas por la ley procesal del 

trabajo y principios constitucionales de un debido proceso.  (Obando Garrido, José María, 

2019, p. 179).  

Es importante resaltar que los actos de comunicación dentro de un proceso de resolución de 

controversias heterónomo como lo es el caracterizado como propiamente Judicial donde las 

partes acuden a un órgano integrado en el Poder Judicial del Estado, se encuentra investido 

por una potestad jurisdiccional para resolver un conflicto que comúnmente versan sobre la 

aplicación de una norma laboral a una situación fáctica entre empleador y trabajador o sobre 

una interpretación de dicha norma, son conductos especiales que dan a conocer las 

actuaciones procesales y autorizan la comunicación entre el juez y las partes interesadas en 

el proceso e inclusive los extraños a él, de ahí deviene su importancia. (Meluk, Alfonso, 1969, 

p. 94).  

La acepción del vocablo comunicación desde un punto de vista jurídico se puede ver de dos 

formas, de una manera genérica entendida esta como todos los actos de comunicación que 

se dan dentro del proceso y de una manera específica entendida como el mecanismo de 

comunicación por medio del cual el Juez da a conocer a las personas involucradas en un 

proceso sus actuaciones procesales o decisiones judiciales, en este último se encuentran 

categorizados los medios de comunicación denominados órdenes y la notificación tema 

central de esta investigación.  (Vallejo Cabrera, Fabián, 2023, p. 201).   

La distinción conceptual dentro de una actuación procesal de lo que se entiende como simples 

comunicaciones y las notificaciones propiamente dichas, han sido abordadas por diferentes 

doctrinantes pero el Profesor José Obando Garrido ejemplifica de una manera didáctica su 

distinción, indicando que las “comunicaciones se dan en los trámites administrativos judicial o 

procesal, como por ejemplo el oficio, la boleta de comparendo, el requerimiento (C. de Pl.., art 

132) y la citación al demandado (Art. 70, idid). En cambio, las notificaciones dan, entre otras 

 
9 Ibid., p.29. 
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alternativas, lugar a la relación jurídico procesal entre las partes y el juez del trabajo. “(Obando 

Garrido, José, op. cit, p. 179).  

Teniendo en cuenta el anterior contexto podemos concluir que el fundamento de las 

notificaciones radica en ser garantías de comunicación entre las partes y del conocimiento de 

los actos procesales, judiciales y de las decisiones, en un procedimiento heterónomo como lo 

es el Judicial.   

Entendido lo anterior profundicemos un poco en el medio de comunicación procesal 

denominado notificación, este viene del latín notificare (notus: conocido, familiar y facere; 

hacer, dar, proporcionar) significa informar, avisar, hacer debidamente del contenido de un 

suceso judicial. 10 Garantizando así el debido acceso a la justicia, un debido proceso y otros 

derecho o principios establecidos en normas adjetivas o sustanciales.  

 

Aspectos Históricos de los actos de comunicación. 

Partiendo de lo anterior, esta investigación versa sobre la importancia de la notificación por 

aviso en el proceso laboral colombiano, su viabilidad y pertinencia como un acto de 

comunicación de características procesales que es garantista de la parte de parte más débil 

del proceso judicial como es el trabajor, por ello es importante una exploración histórica de 

esta actuación procesal.  

Como punto de partida es necesario aclarar que durante la época de la colonia no teníamos 

instituciones procesales propias referentes a medios comunicación procesales como la 

notificación, sino que los procedimientos judiciales que regían por lo preceptuado en la 

legislación española.  

Durante la época de la colonia, en el virreinato de la Nueva Granada rigió el derecho español 

en las Leyes de India, dentro de las cuales se debe rememorar la nueva Recopilación de 1567 

atribuida a Felipe II, que posteriormente fue remplazado por la Nobilísima Recopilación de 

1805 promulgada por Carlos IV, la cual, en los libros II, IV, V, XI desarrolla trámites judiciales. 

(Mahecha, A y Mazuera, p. 2017).   

Después de la independencia, el antecedente de comunicación procesal más remoto se da 

en la legislación procesal civil colombiana del momento y se realiza a través del uso de la 

papeleta por parte del secretario, escribano y notario para notificar una decisión judicial o 

 
10 Ibid., p.179.  



19 
 

administrativa, esta forma de comunicación procesal se encontraba consagrada en la 

Codificación denominada Recopilación Granadina del año 1845, obra del Doctor Lino de 

Pombo. (Moreno, Luis. 2012).   

En procedimiento que se utilizaba en el momento para la entrega de la respectiva 

comunicación del juez, era a través de la entrega directa de la papeleta o la puesta en la 

puerta del demandado, dejando así la constancia y debida advertencia que se encontraba 

notificado para todos los efectos posteriores del respectivo juicio.   

La recopilación granadina en su artículo 168 señalaba:  

Art 168. Cuando las partes o sus apoderados no concurran a la respectiva secretaría 

o escribanía a oír las notificaciones, el secretario, escribano o notario pasará a las 

habitaciones de estos a notificarles; si no hallare a la persona que debe ser notificada, 

dejará una papeleta a la persona o personas que encuentre en ellas, i no encontrando 

a nadie, la fijará a la puerta de la habitación. Así en este caso, como en el de que la 

parte no quiera o no sepa firmar, se acompañará con un testigo, qué firmara la 

diligencia, anotándose así en el expediente con expresión de las fechas; lo que se 

tendrá por notificación para los efectos ulteriores del juicio.  

La Recopilación de Lino de Pombo fue reemplazada por el Código Judicial de los Estado 

Unidos de Colombia de 1872, tomado de los Doce Códigos Soberanos de Cundinamarca, el 

cual adopto en todo el estado federal como Código Judicial de Unión por medio de la Ley 57 

de 1887, este último el Código Civil Colombiano expedido por el congreso de 1873, adoptado 

por la ley en mención.  

En el Código Judicial de los Estado Unidos de Colombia de 1872, se estableció que la 

notificación del auto admisorio de la demanda debería efectuarse mediante citación que debía 

ser entregada personalmente por el secretario al demandado en la secretaria del despacho o 

en la dirección de notificación reportada en la demanda, asimismo, se prescribió que cuando 

el notificado no supiere firmar o se negare a hacerlo, el acta podría ser firmada por un testigo, 

con lo cual se entendenderia realizada la notificación. Sobre este particular, el Código Judicial 

de la Unión, señalada o siguiente:  

 Art. 353. Las notificaciones personales se practican haciendo saber el auto, orden o 

providencia del Juez a aquellos a quienes, debe ser notificado, poniéndola por 

diligencia, en la que se expresará en letras el año, mes, día, i hasta la hora si fuere 

necesario, todo lo que firmarán, con media firma, el notificado o un testigo por el si no 

supiere, no pudiere o no quisiere firmar, i el secretario que hiciere la notificación, 
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expresando éste, debajo de su nombre, el del destino. (Código Judicial de la Unión, 

1872, art. 353). 

Art. 359. Si el demandado se hallare ausente, se le notificara el traslado de la demanda 

por requisitoria o despacho de emplazamiento, a que deberán acompañarse la 

demanda, los documentos que con ella se hubieren presentado, i el auto en que se 

confiere el traslado, todo lo cual debe ir original. Pero si hubiere riesgo de que se 

pierdan o extravíen los documentos adjuntos a la demanda, se podrá mandarlos en 

copia a petición del demandante. (Código Judicial de la Unión, 1872, art. 359) 

El Código Judicial de los Estados Unidos de Colombia de 1872 o Código de la Unión, fue 

remplazado posteriormente por la ley 105 de 1931, conocida esta como Código Judicial el 

cual fue elaborado por una comisión de expertos juristas de la época. En este código judicial 

se establecía que la notificación del auto admisorio de la demanda debía ser personal, 

diligencia en la que el secretario o un subalterno autorizado por él debía dejar constancia en 

un acta firmada por el notificado o por un testigo en evento de que no supiera o no quisiera 

firmar. Al respecto en este código se señalaba:  

Art. 308. — La notificación personal se hace en cualquier día, útil o no, por el secretario 

o por un subalterno autorizado por aquél. De ella se deja testimonio en una diligencia 

en que se expresa, en letras, la fecha en que se practica, el nombre y apellido del 

notificado y lo que se notifica, diligencia que ha de firmarse por éste, el secretario y el 

subalterno, si es el caso. Si el notificado no sabe, no puede, o no quiere firmar, se 

expresa esta circunstancia, y firma por él un testigo que haya presenciado la 

notificación. (Ley 105, 1931, art. 308). 

Por su parte, la notificación por aviso o notificación edictal, consistía en la colocación de un 

aviso en la puerta de residencia del notificado, sin embargo, conforme a lo establecido el art. 

1103 ibidem, solamente procedía de manera subsidiaria a la notificación personal, en los 

juicios de lanzamiento, con el fin de notificar el auto admisorio de la de demanda cuando el 

demandado no se encontraba presente o se ocultaba.   

Transcurrido un día después de la fijación del aviso en la puerta de residencia del notificado, 

se consideraba surtida en debida forma la notificación. Así mismo “antes del lanzamiento, 

cuando es menester hacer al inquilino requerimientos previos para constituirlo en mora, esto 

es, desahuciarlo, ellos se pueden realizar en la misma forma del aviso.”  (Morales, Hernández 

M, 1944, p. 384.)   
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De igual manera, existía también una forma muy particular de aviso contemplada en el art. 

621 del Código Judicial, que se realizaba para citar a una parte para que absolviera el 

interrogatorio, cuando el convocado no era hallado para realizar la notificación personal. Tal 

como el Profesor Morales Hernández (1944)11, describe “cuando habiendo juicio se pretende 

que una de las partes absuelva posiciones y no se halla para hacerle la notificación personal 

con el fin de que, en la casa de habitación, aquella es conocida, y en las dos o más de sus 

parientes, amigos o relacionados, boletas en que se hace saber la citación”  

No sobra indicar que, en el Código Judicial de 1931, tal como lo presenta el Profesor Pardo 

Antonio (1950) “existen tres clases o formas de notificación según los art 1105 y 1224 la 

personal, por edicto y el sistema de estados, a la cual se le puede agregar la notificación por 

aviso” 12 

El decreto 2158 conocido como el Código Procesal del Trabajo, respecto a los actos de 

comunicación en su art 41, se limitó únicamente a definir los tipos de notificaciones que se 

deben aplicar en el procedimiento laboral, sin embargo, nada dijo en cuanto a la forma como 

se debía realizar la notificación del auto admisorio de la demanda. De manera que, por tratarse 

de un asunto no regulado en esta norma, conforme a los dispuesto en el art 145 ibidem, debía 

aplicarse de manera analógica las disposiciones del código judicial. 

Sin embargo, en cuanto a la notificación por aviso, este acto de comunicación no fue previsto 

en el Código Procesal del Trabajo como quiera que, al momento de promulgarse dicha norma, 

el aviso dentro del estatuto procesal civil solo aplicaba en los juicios de lanzamiento, que, por 

naturaleza, se trataba de un proceso que no era competencia del juez laboral.  

El profesor Salazar Miguel Gerardo (1964) indicaba en su momento que de acuerdo con lo 

dispuesto en el art 41 del C.P.T las providencias judiciales en materia laboral se notificaban 

de manera personal, en estrados y por estados, fuera de estas tres formas de comunicación 

el código no establecía otras formas.13 

El código judicial, contenido en la Ley 105 de 1931, fue derogado por los decretos 1400 y 

2019 de 1970, a través de los cuales se expidió el Código de Procedimiento Civil, el cual 

empezó a regir a partir de 1º de Julio de 1971.  En este código se procede al mismo 

 
11 Ibid., p.385.  

12 Antonio J Pardo. (1950). Tratado de Derecho Procesal Civil. Universidad de Antioquia. p.402. 

13 Miguel Gerardo Salazar. (1963). Curso de Derecho Procesal del Trabajo. Editorial Temis. p.306 



22 
 

procedimiento que se aplicaba en materia de notificación por aviso en el código judicial de 

1931.  

El decreto 2019 de 1970 trae como novedoso la necesidad de nombrar curador ad litem de 

persona que se oculta, sin embargo, no modifico la notificación por aviso, simplemente 

dispuso que, en el evento de no conocerse la habitación y el lugar de trabajo del demandado 

al no lograrse efectuar la notificación personal de la demanda al cabo de 5 días contados a 

partir del suministro de los gastos de notificación, se debía surtir el emplazamiento.   

Con la expedición del Decreto 2282 de 1989, se introdujo reformas importantes al Código de 

Procedimiento Civil, abarcando entre otros temas, las notificaciones, Esta norma consagro de 

manera expresa la notificación por aviso para algunas providencias, incluyendo entre otras, el 

auto admisorio de la demanda y el mandamiento de pago, el cual se aplicaba cuando el 

demandado era renuente en ir hasta el juzgado.  

El Decreto 2282 de 1989 estableció que el notificador, que podía ser el secretario o quien la 

ley disponga, debía entregar el aviso al demandado o a cualquier persona que se encontrará 

en su residencia y fijarlo en la puerta de acceso, considerándose efectuada la notificación al 

finalizar el día siguiente a la fijación.   

Del mismo modo, se estableció que el aviso debía notificar al demandado de la obligación de 

comparecer al despacho dentro de los diez días siguientes a la publicación del aviso, con el 

propósito de recibir la notificación de manera personal. Además, se advertía al demandado 

que, en caso de no cumplir con este requerimiento, se designaría un curador ad litem. En 

consideración a esta disposición, el aviso contemplado en este decreto constituía 

simplemente una solicitud al demandado para que se presentara a recibir la notificación 

personal, y no constituía un acto de notificación en el sentido estricto. 

En relación con la Ley 712 del 2001, esta norma laboral incorporó la legislación procesal civil 

vigente en la fecha de su promulgación, que en ese momento era el Código de Procedimiento 

Civil modificado por el Decreto 2282 de 1989. Conforme a esta legislación, el aviso no confería 

a la notificación los efectos propios de una notificación, sino que tenía la finalidad de requerir 

al demandado para que, en un plazo de diez días a partir de la recepción del aviso, se 

presentara personalmente en la secretaría del despacho para recibir la notificación personal 

del auto admisorio de la demanda. 

La ley 1149 del 2007 es igualmente una norma laboral no introdujo modificaciones en cuanto 

al aviso contenidas en la ley 712 del 2001, es decir, mantuvo el aviso sin efectos de 

notificación, tal como lo preveía el decreto 2282 de 1989. 
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1.1.3 Noción general del procedimiento actual de notificación en la jurisdicción laboral.   

Habíamos indicado que los actos de notificación son instrumentos o conductos que dentro del 

procedimiento laboral permiten a las partes en discordia darse a conocer de las actuaciones 

y providencias que se suscitan dentro de este.  

También es el medio autorizado por la ley para que se surta la necesidad de comunicación de 

los jueces con las partes y terceros interesados en la controversia que se está resolviendo 

ante este.  

Teniendo en cuenta la norma procesal colombiana ninguna providencia judicial produce una 

obligación o produce efecto sin antes las partes no tengan pleno conocimiento de estas (art 

289 C.G.P), las excepciones a esta regla se encuentran en las medidas cautelares, el 

embargo y secuestro, la radicación de una demanda, las ordenes de urgencia en algunos 

procesos civiles. (Jaramillo V, Humberto J, 2019, p. 192-193)  

En el derecho procesal consagra la notificación (art 41, 108, C.P.T / 137, 286 C.G.P) la citación 

(art 70, 79 C.P.T) y el emplazamiento (art 29 C.P.T) y requerimiento (132 C.P.T / 453 del 

C.S.T) como los actos de comunicación permitidos dentro del proceso laboral colombiano.  

 Hablando del sistema probatorio colombiano, en materia de notificaciones dice el profesor 

Urazàn Bautista que “lo que no se prueba es como si no existiera“ evocando el principio de la 

necesidad de la prueba, entendiendo que la diligencia de notificación personal es una 

actuación procesal respectiva permite que el demandado obre en la respectiva actuación y 

con esto garantizar sus derechos constitucionales dentro de proceso laboral para el caso de 

estudio, pero para garantizar esto, no basta, con solo hacer una simple actuación de 

notificación, sino que su efectividad procesal y de garantía constitucional al demandado esta 

comprobar que está se ha efectuado. (Urazàn Bautista, 1995, p. 30)  

Ahora bien, las normas adjetivas disponen que al notificado no se admitirán otras 

manifestaciones que afirmar que en verdad acepta los hechos, los desconoce o rechaza, y 

proceder a garantizar sus derechos en la manera y forma que establece el estatuto probatorio 

laboral.  

En ese orden que ideas y enfocándonos en el tema central de esta investigación El artículo 

29 del Código de Procedimiento Laboral muestra ciertas deficiencias en su redacción, lo que 

ha dado lugar a una diversidad de interpretaciones. Esta variedad de interpretaciones ha 
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generado la proliferación de diferentes prácticas judiciales, algunas de las cuales carecen de 

una base jurídica sólida y adecuada fundamentación. 

En efecto, ciertos académicos y expertos en la materia sostienen la opinión de que, en el 

contexto del procedimiento laboral, no es pertinente aplicar la modalidad de notificación por 

aviso establecida en el artículo 292 del Código General del Proceso, a pesar de que el artículo 

29 del Código de Procedimiento Laboral, modificado por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, 

hace una referencia expresa al artículo 320 del Código Procesal Civil, que ahora se encuentra 

como artículo 292 en el Código General del Proceso (CGP). 

Los defensores de esta perspectiva argumentan que, en el contexto del procedimiento laboral, 

la notificación establecida en el artículo 29 del Código de Procedimiento Labora, modificado 

por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, posee principalmente la naturaleza de una 

comunicación, e incluso algunos sostienen que se trata de un simple requerimiento o apremio.  

Su función práctica radica en informar al demandado sobre la necesidad de presentarse en el 

despacho judicial para recibir la notificación personal dentro de un plazo de diez (10) días, con 

la advertencia de que, en caso de no hacerlo, se designará un curador ad litem con quien 

continuará el proceso. 

Esgrimiendo los argumentos de los autores anteriormente citados, respaldan la idea de la 

teoría de que existe una enumeración taxativa de los medios de notificación, considerando 

como tales únicamente los especificados en el artículo 41 del Código de Procedimiento 

Tributario (CPT) y de la Seguridad Social, sin mencionar en ningún momento la notificación 

por aviso. 

No obstante, algunos autores expresan incertidumbre al respecto, ya que a partir de la 

redacción literal del artículo 29 del CPT y de la SS, modificado por el artículo 16 de la Ley 712 

de 2001, se puede inferir que la advertencia sobre el nombramiento del curador ad litem solo 

es aplicable cuando el demandado no puede ser localizado o impide su notificación, tal como 

ocurre en el procedimiento civil. 

Sin embargo, debido a la ambigüedad de la norma, actualmente se ha adoptado la práctica 

de aplicar la advertencia sobre el nombramiento del curador ad litem, a diferencia de lo que 

sucede en el procedimiento civil. Incluso cuando el demandado prefiere mantener una postura 

pasiva, tornando obligatoria la notificación de la demanda al curador ad litem, incluso en 

situaciones de contumacia.  
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Además, el artículo 29 del Código de Procedimiento Laboral contiene otra disposición en su 

párrafo 2, que puede resultar en la anulación del emplazamiento del demandado. Dicho 

párrafo establece lo siguiente: "El emplazamiento se efectuará en la forma prevista en el inciso 

segundo del artículo 318 del Código del Procedimiento Civil y no se dictará sentencia mientras 

no se haya cumplido" (Ley 712, 2001, art. 29). 

Como resultado de esta disposición, en la actualidad existen juzgados que consideran válido 

el emplazamiento incluso si se lleva a cabo unos días antes de la audiencia de juzgamiento, 

tratándolo como una formalidad de poca relevancia que podría cumplirse en cualquier 

momento anterior a la sentencia. 

Cuando el demandado prefiere mantener una postura pasiva, se ha vuelto obligatoria la 

notificación de la demanda, incluso en situaciones de contumacia; además, el artículo 29 del 

Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social contiene otra disposición en su 

párrafo 2, que puede resultar en la anulación del emplazamiento del demandado.  

Dicho párrafo establece lo siguiente: "El emplazamiento se efectuará en la forma prevista en 

el inciso segundo del artículo 318 del Código del Procedimiento Civil y no se dictará sentencia 

mientras no se haya cumplido" (Ley 712, 2001, art. 29). 

Como resultado de esta disposición, en la actualidad existen juzgados que consideran válido 

el emplazamiento incluso si se lleva a cabo unos días antes de la audiencia de juzgamiento, 

tratándolo como una formalidad de poca relevancia que podría cumplirse en cualquier 

momento anterior a la sentencia. 

Conforme a lo expuesto, se identifican diversos inconvenientes en la aplicación práctica de la 

norma mencionada, los cuales han dado lugar a la aparición de diversos problemas jurídicos 

que pretendo darle solución en esta investigación.  

 

 

 

 

2. CAPITULO DOS:  LA REPRESENTACIÒN JUDICIAL EN EL DERECHO LABORAL 

COLOMBIANO.  

2.2.1.  Curador Ad Litem en el ordenamiento jurídico laboral colombiano. 
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El art 29 del C.P.T y de la S.S modificado por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, nos indica 

el procedimiento para que surta el nombramiento del Curador Ad Litem y el respectivo 

emplazamiento del demandado, cuando el demandado no es hallado o se impide la 

notificación, previa manifestación bajo juramento que se considera prestado con la 

presentación de la demanda, que ignora el domicilio de este, para que de esta manera el Juez 

del caso proceda a nombrarle Curador para la litis con quien se continuara el proceso y 

ordenará su emplazamiento por edicto.   

De lo anterior se desprende, que si bien, este articulo hace referencia a lo estipulado en lo 

establecido en el artículo 292 del C.G.P vigente, no quiere decir que en la práctica en materia 

de conteo de términos se entiende surtida con la recepción del aviso, porque en la 

normatividad laboral expresa claramente que la función de ese aviso es llamar nuevamente 

al demandado para que se notifique personalmente del auto admisorio de la demanda.  

(Forero Vargas, 2014, p. 584)  

Partiendo de las consideraciones anteriores, es posible inferir que en el ámbito laboral no 

existe un procedimiento formal de notificación mediante aviso.  

En consecuencia, no podemos afirmar que tal modalidad se encuentre regulada en el artículo 

41 del Código Procesal del Trabajo (C.P.T) y de la Seguridad Social. La referencia efectuada 

por dicha normativa se limita únicamente a estipular los requisitos formales que debe cumplir 

dicho aviso, sin profundizar en los aspectos sustanciales relacionados con la realización de 

una notificación por aviso en el contexto laboral. 

Es evidente que, en la práctica, se ha desarrollado una errónea interpretación acerca del 

tratamiento jurídico de esta modalidad de notificación por parte de los operadores judiciales 

en el ámbito laboral, especialmente en la segunda instancia. Esto ha dado lugar a la aparición 

de nulidades derivadas de notificaciones incorrectamente realizadas. (Auto de Sala de 

Casación de la Corte Suprema de Justicia, Rad 43579 del 13 de Marzo del 2012)   

Con el propósito de profundizar en la comprensión de esta problemática, es pertinente realizar 

un recorrido histórico para contextualizar adecuadamente la evolución de las prácticas de 

notificación por aviso en el ámbito laboral. 

Iniciando nuestro recorrido con la Ley 105 de 1931 que estuvo vigente hasta el 1970 indicaba 

lo siguiente:  

LEY 105 DE 1931 



27 
 

ARTÍCULO 317.- Si la residencia del demandado no es conocida o si se trata de persona 

incierta, el Juez de la causa lo cita por medio de un edicto emplazatorio que dura fijado un 

mes en la Secretaría, que se publica por tres veces en un periódico de la localidad o en 

el oficial del Departamento, Intendencia o Comisaría, y en último caso en el Diario 

Oficial, y si transcurridos diez días más no se presenta, le nombra un curador ad litem. 

Si el demandado se oculta, el Juez, previa comprobación sumaria del hecho, le nombra un 

curador para la litis.    

El demandante está obligado a suministrar al curador ad litem lo necesario para los gastos 

que tenga que hacer, mediante regulación del Juez, y mientras no se haga la provisión, el 

juicio se suspende. (Resaltado y subrayado de mi autoría) 

El presente análisis se centra en el uso específico de un llamamiento general y abstracto, 

realizado a través de un emplazamiento, que se empleaba exclusivamente en el primer caso, 

es decir, cuando se carecía de información acerca de la dirección de notificación del 

demandado, o en situaciones procesales en las cuales resultaba indispensable la notificación 

de partes indeterminadas con el propósito de conferir a la sentencia un alcance general en 

relación con las personas que no se habían presentado en el proceso, o para otorgarle efectos 

erga omnes a la sentencia en aquellos procedimientos que versaban sobre derechos reales. 

Conforme a la redacción original del código judicial, el nombramiento del curador se efectuaba 

en dos circunstancias específicas: en primer lugar, cuando el demandado no era identificable 

o se trataba de una persona de identidad incierta o indeterminada; en segundo lugar, cuando 

el demandado se ocultaba, previa verificación sumaria de dicho hecho por parte del juez, a 

través de un informe secreto emitido por el secretario del tribunal. 

Los curadores "ad litem" son designados por el juez para actuar como mandatarios en un 

proceso judicial en nombre de ciertas personas que, por diversas razones, no pueden o no 

desean comparecer ante el tribunal en las circunstancias establecidas por la ley. Aunque estos 

curadores no representan la voluntad directa del representado, ejercen un mandato judicial y, 

como tal, están sujetos a las disposiciones estipuladas en el artículo 264 del Código Judicial. 

(Molares Molina, 1994, p. 202)   

Cuando la residencia del demandado no es conocida o se trata de una persona de identidad 

incierta, el juez, al admitir la demanda, tiene la responsabilidad de ordenar la citación de dicho 

demandado mediante la utilización de un edicto emplazatorio.  
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Este edicto se coloca en la secretaría del tribunal y permanece expuesto durante un período 

de un mes. Además, se requiere que se publique el edicto en tres ocasiones, ya sea en un 

periódico local o en el boletín oficial del respectivo departamento, intendencia o comisaría. En 

última instancia, si tras transcurrir diez días adicionales desde el vencimiento del mes 

estipulado, el demandado no se presenta, se procede a la designación de un curador "ad 

litem". 

Para que el emplazamiento del demandado ausente o de identidad incierta se realice de 

manera adecuada, citaba la norma que se deberían cumplir tres condiciones esenciales: 

1. Se debe citar al demandado mediante un edicto emplazatorio, el cual debe ser suscrito 

por el juez y el secretario del tribunal, y se exhibe en la secretaría por un período de 

un mes. 

2. El edicto emplazatorio debe ser publicado en tres ocasiones, ya sea en un periódico 

local correspondiente al lugar donde se lleva a cabo el juicio o en el boletín oficial del 

departamento, intendencia o comisaría respectiva. En caso de que no exista dicha 

publicación local, se puede recurrir a la publicación en el Diario Oficial. 

3. Es fundamental que transcurran diez días adicionales a partir del vencimiento del mes 

mencionado sin que el demandado se presente ante el tribunal. 

Además, es importante destacar que el curador "ad litem" también puede ser designado para 

representar al demandado que se encuentra oculto, previa verificación sumaria de este hecho. 

Esta disposición se encuentra amparada por el artículo 562 del Código Civil, el cual considera 

como ausente al deudor que se encuentra en situación de ocultamiento. (J. Pardo y Luis 

Arocha, 1950, p. 409 y 410).   

En cualquier procedimiento judicial en el que no se disponga de la residencia del demandado, 

o cuando se trate de una persona cuya identidad sea incierta o indeterminada, el juez 

encargado del caso procede a citar al demandado a través de un edicto emplazatorio.  

Este edicto permanece exhibido en la secretaría del tribunal durante un período de un mes y 

se publica en tres ocasiones, ya sea en un periódico local correspondiente al lugar donde se 

lleva a cabo el proceso o en el boletín oficial del departamento, intendencia o comisaría 

pertinente.  

En última instancia, si transcurren diez días adicionales sin que el demandado se presente 

ante el tribunal, se designa un curador para la litis, como se ha estudiado previamente. Este 

curador asume la responsabilidad de representar al demandado en el proceso y facilita el 
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proceso de notificación personal de las actuaciones judiciales pertinentes. (Molares Molina, 

1994, p. 384).  

En ese contexto histórico, la designación de un curador ad litem se producía principalmente 

cuando el demandante carecía de información acerca de la dirección de notificación del 

demandado. Esto se debía a que el código procesal otorgaba al secretario del tribunal o a un 

subalterno debidamente autorizado una serie de facultades destinadas a prevenir posibles 

maniobras por parte del demandado con el propósito de eludir la notificación. Algunos de los 

procedimientos que se contemplaban incluían: 

a. La notificación podía llevarse a cabo en cualquier día, ya fuera hábil o no hábil, y en 

cualquier lugar donde se encontrará al demandado. 

b. La responsabilidad de llevar a cabo la notificación recaía directamente en el secretario del 

tribunal o en un subalterno autorizado por este último. 

c. En caso de que el demandado no supiera, no pudiera o no quisiera firmar la constancia de 

la notificación, esta podía ser suscrita por un testigo. 

Estas medidas tenían como objetivo garantizar que el proceso de notificación se llevara a 

cabo de manera efectiva y que el demandado no pudiera evadir su comparecencia en el 

proceso judicial mediante artimañas o dilaciones. 

En este contexto, el distinguido Profesor Miguel Salazar 14 expuso lo procedimientos relativos 

a la notificación personal en términos siguientes: 

La notificación personal puede llevarse a cabo en cualquier día, independientemente de si es 

hábil o no, y puede ser realizada tanto por el secretario del tribunal como por un subalterno 

debidamente autorizado por el primero. Es imperativo que, al efectuar la notificación personal, 

se documente adecuadamente en una diligencia en la cual se consignen, en caracteres 

escritos, la fecha de ejecución, el nombre completo del destinatario y el contenido de la 

notificación en cuestión. Esta diligencia debe ser firmada por el destinatario, el secretario del 

tribunal y, en caso de ser pertinente, el subalterno autorizado. (arts. 308 del C. J y 145 del C. 

P. del T.).  

En el caso en que el destinatario, por alguna razón, no sea capaz, no esté dispuesto o no 

pueda firmar la notificación, dicha circunstancia debe ser detalladamente registrada en la 

diligencia respectiva. Además, se requerirá la firma de un testigo que haya presenciado el 

 
14 Ibid., p. 
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acto de notificación. De esta manera, se logra que los efectos de la notificación personal de 

la providencia en cuestión queden debidamente consumados. (Salazar G, 1964, p. 313).  

Este acto podría llevarse a cabo tanto en vías públicas como en la residencia del destinatario, 

o en cualquier otro lugar pertinente.  

En este proceso, era fundamental que el notificador verifique cuidadosamente la identidad de 

la persona a notificar, asegurándose de que coincide con la persona con la que debe llevarse 

a cabo la notificación de conformidad con la normativa aplicable. 

No únicamente en situaciones en las cuales se desconoce la residencia o la ubicación del 

demandado se justifica la designación de un curador ad litem, sino también cuando el 

demandado deliberadamente se esconde con la intención de evadir la notificación relacionada 

con la admisión de la demanda y su posterior notificación. 

Tanto la legislación procesal laboral como la civil, en ningún caso respaldan la malicia o el 

dolo, y por esta razón, es legítimo nombrar un curador ad litem para el demandado que oculta 

su paradero de manera maliciosa, con el claro objetivo de evadir el escrutinio de la justicia. 

En cierto sentido, esto puede considerarse como una forma de sanción contra el demandado 

que adopta esta actitud evasiva. 

De conformidad con el Código de Procedimiento del Trabajo, se estipula lo siguiente al 

respecto: "Si el demandado se oculta, el juez, previa comprobación sumaria del hecho, le 

nombrará curador ad litem y procederá al emplazamiento como queda previsto en el inciso 

anterior" (art. 29, inc., 39).  (Molares Molina, 1994, p. 313).  

Posterior a la norma anteriormente analizada se expidió en el país el Decreto 1400 de 1970 

que estuvo vigente hasta el 25 de noviembre de 1970 en cuyo artículo 318 se contemplaba el 

emplazamiento de persona cuando el paradero de la persona a quien se debe notificar 

personalmente sea desconocido, el juez, previa solicitud de la parte interesada y considerando 

dicha solicitud como juramento, emitirá una orden de emplazamiento mediante un edicto. Este 

edicto deberá incluir la naturaleza del proceso, los nombres de las partes involucradas y una 

advertencia sobre la designación de un curador ad litem en caso de que la persona citada no 

se presente oportunamente. 

Dicho edicto se exhibirá en un lugar visible de la secretaría judicial durante un período de un 

mes.  

Además, se publicará en un periódico de amplia circulación local en tres ocasiones durante el 

mismo mes y, si está disponible, se transmitirá por una emisora de radio local, con intervalos 



31 
 

de al menos cinco días entre las transmisiones.  Si el nombre de la persona citada figura en 

el directorio telefónico, el juez enviará una copia del edicto por correo certificado a la dirección 

que conste en dicho directorio.  

En caso de que nadie esté presente en la dirección, el edicto se fijará en la puerta de acceso, 

según las circunstancias particulares.  Todo este proceso quedará documentado en el 

expediente, que incluirá el edicto, dos ejemplares del periódico y una certificación auténtica 

del administrador de la emisora. Una vez transcurridos cinco días desde la finalización del 

período de emplazamiento, el juez nombrará un curador ad litem para la persona citada, a 

través de quien se llevará a cabo la notificación correspondiente. 

Con la expedición del decreto 2019 de 1970, se reglamentó que en su artículo 70 Numeral 3, 

que cuando el demandante o su apoderado desconociera el domicilio o ignoraran el 

representante del demandado el Juez procediera previa admisión de la demanda a entregar 

una copia del edicto a la persona presente en el lugar que el demandante haya proporcionado 

en su denuncia. Además, se requería la firma de la persona que reciba esta copia, y en caso 

de que esta se niegue a firmar, un testigo deberá hacerlo en su lugar, y esta copia firmada 

será incorporada al expediente. 

Tanto las afirmaciones del demandante como las de su representante se efectuarán bajo 

juramento. Este juramento se considerará prestado en el momento de presentar la demanda, 

la cual debe ser suscrita por ambas partes involucradas 

La citada norma indicaba lo siguiente:  

21. El numeral 3 del artículo 78, quedará así:   

   3. Si se ignora por el demandante y su apoderado quién es el representante del demandante 

o el domicilio de éste, el juez, al admitir la demanda, ordenará el emplazamiento del 

demandado y su representante en la forma y para los fines indicados en el artículo 318. Una 

copia del edicto será entregada a la persona que se encuentre en el lugar denunciado por el 

demandante y otra, firmada por quien la recibió o por un testigo si ella se negare a firmar, será 

agregada al expediente.   

57. El inciso primero del artículo 318 quedará así:   

Artículo 318. Emplazamiento de quien debe ser notificado personalmente. Cuando se ignore 

la habitación y el lugar de trabajo de quien debe ser notificado personalmente, o este se 

encuentre ausente y no conozca su paradero, el juez, previo juramento de parte interesada 

que se considerará prestado por la presentación de la solicitud, ordenará el emplazamiento 
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de aquel que por medio de edicto en que se expresará la naturaleza del proceso, el nombre 

de las partes y la prevención de que se le designará curador ad litem si no comparece en 

oportunidad.   

El edicto se fijará por el término de un mes en un lugar visible de la secretaría y se publicará 

en un diario de amplia circulación en la localidad, por tres veces, durante el mismo término y 

por medio de radiodifusora del lugar, si la hubiere, con intervalos no menores de cinco días. 

Cuando el citado figure en el directorio telefónico, el juez enviará a la dirección que allí 

aparezca, copia del edicto por correo certificado o con empleado que la entregue a cualquiera 

persona que allí se encuentre o la fije en la puerta de acceso, según las circunstancias, todo 

lo cual hará constar en el expediente, al que se agregarán el edicto, sendos ejemplares del 

diario y certificación auténtica del administrador de la emisora.  

Transcurridos cinco días a partir de la expiración del término de emplazamiento, el juez 

designará al citado un curador ad litem, con quien se surtirá la notificación.   

58. El artículo 320 quedará así:   

Artículo 320 Emplazamiento de persona que se oculta. Transcurridos cinco días desde cuando 

se suministró lo necesario para la notificación personal, y realizadas las diligencias del caso 

sin que ella se haya podido practicar por ocultación del demandado, el juez, a solicitud de 

parte interesada y previo testimonio juramentado del secretario, dispondrá que se emplace la 

persona a quien se ordenó citar, por edicto que tendrá las especificaciones y prevenciones 

exigidas en el artículo 318, el cual se fijará en la secretaría por diez días y se incorporará en 

el expediente.   

Copia del edicto se enviará, por correo certificado, a la dirección indicada en la demanda o en 

la solicitud de emplazamiento y a la que figure en el directorio telefónico, del lugar, o se 

entregará por un empleado a quien se encuentre en dichos lugares, o se fijará en su puerta 

de acceso, según fuere el caso, de los cual dejará testimonio en el expediente.   

Transcurrido el término de emplazamiento sin que el citado comparezca, el juez designará 

curador adlitem, con quien se surtirá la notificación.   

Cuando la notificación personal deba practicarse por comisionado, este hará los 

emplazamientos; pero el comité designará el curador ad litem una vez le fueren devueltos el 

despacho debidamente diligenciado. 

El demandado que se encuentra en situación de ocultamiento, luego de transcurridos cinco 

días desde la entrega de los elementos necesarios para la notificación personal y previo 
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juramento del secretario respecto a las diligencias realizadas para llevar a cabo dicha 

notificación, sin que esta última haya podido ser efectuada debido a la mencionada ocultación, 

el juez procederá a ordenar su emplazamiento mediante la utilización de un edicto con una 

duración de diez días.  

Este edicto mantendrá las especificaciones del anterior, a excepción de la cuestión 

relacionada con la publicidad, ya que, en aras de la concisión, no se requerirá su publicación 

en un periódico impreso. 

Una vez transcurrido el período de emplazamiento sin que el demandado se presente para 

recibir la notificación, se procederá a designar un curador ad litem con el propósito de recibir 

la notificación en su nombre y representarle en el proceso. 

Esta disposición se aplica únicamente en situaciones en las que se conoce la identidad del 

demandado, así como su domicilio, residencia o lugar de trabajo, pero este último se 

encuentra oculto con el propósito de evitar la notificación personal.  

Para llevar a cabo el emplazamiento de esta manera, es necesario cumplir con los siguientes 

requisitos: 

1. Transcurrir el plazo previamente mencionado, a fin de permitir la realización de las 

diligencias necesarias para la notificación. 

2. Obtener un informe detallado y juramentado del secretario acerca de las diligencias 

llevadas a cabo con dicho propósito. 

La designación del curador ad litem se efectúa inmediatamente al finalizar el período de 

emplazamiento, sin necesidad de aguardar otro plazo, en contraposición a los casos 

anteriores en los cuales la ubicación del demandado es desconocida.  

En el evento de que el secretario suministre información incorrecta en su informe, el 

demandado emplazado tiene la posibilidad de presentarse y solicitar la nulidad de acuerdo 

con los procedimientos previamente explicados. No obstante, las sanciones aplicables 

recaerán sobre el mencionado empleado conforme a las disposiciones correspondientes. 

(Decreto 250 de 1970, Art 95, Núm. 29). 

En esta hipótesis, la ocultación por parte del demandado puede tener lugar en presencia del 

comisionado encargado de llevar a cabo la notificación personal. En tal caso, será 

responsabilidad del comisionado efectuar el emplazamiento, pero la designación del curador 

ad litem recaerá en manos del comitente, a quien se le realizará la notificación 

correspondiente. (Molares Molina, 1944, p. 274 - 275).  
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Con relación al Curador Ad Litem del ausente y de quien se oculta citaba la norma que había 

que distinguir dos casos El artículo 318 establece una disposición específica que regula la 

situación en la cual no se cuenta con información sobre la habitación y el lugar de trabajo de 

la persona que debe recibir una notificación personal, o cuando esta persona se encuentra 

ausente y su paradero es desconocido. En tales circunstancias, el juez procederá de la 

siguiente manera: 

El juez, previa presentación de la solicitud por parte de un interesado y bajo juramento, 

considerando que dicho juramento se entenderá prestado al presentar la solicitud, ordenará 

el emplazamiento de la persona en cuestión mediante la emisión de un edicto.  

Este edicto deberá contener la información relativa a la naturaleza del proceso en curso, los 

nombres de las partes involucradas y una advertencia que indique que, en caso de no 

comparecer en el tiempo estipulado, se le designará un curador ad litem. 

En resumen, el artículo 318 establecía un procedimiento específico para notificar a una 

persona cuya ubicación y paradero son desconocidos o inaccesibles, asegurando que se 

cumplan los debidos procesos legales incluso en tales circunstancias. 

El Profesor Hernández Morales 15 indicaba en su momento que la citada norma se centra en 

dos situaciones particulares:  

- La primera se refiere a la parte conocida que tiene su residencia o lugar de trabajo en 

el mismo lugar donde se desarrolla el proceso, pero cuyo paradero exacto es 

desconocido.  

- La segunda situación involucra a la parte conocida que se encuentra ausente del lugar 

donde se lleva a cabo el proceso, y cuyo paradero es completamente desconocido, lo 

que impide la notificación personal a través de un comisionado. 

En este contexto indicaba el referido profesor, la normativa era pertinente por cuanto 

establecía las siguientes disposiciones: 

En primer lugar, se requiere que se exhiba un edicto en un lugar visible de la secretaría del 

juzgado durante un período de un mes. Además, se exige la publicación de una copia del 

edicto en un periódico de amplia circulación en la localidad durante tres ocasiones a lo largo 

del mismo mes. En tercer lugar, en caso de disponer de una radiodifusora en el lugar, el edicto 

debe ser transmitido por dicho medio, con intervalos de no menos de cinco días. 

 
15 Ibid., p. 
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Adicionalmente, cuando el destinatario mencionado en el edicto se encuentre registrado en el 

directorio telefónico, el juez está obligado a enviar una copia del edicto por correo certificado 

a la dirección proporcionada en dicho directorio. Alternativamente, se podrá entregar el edicto 

a cualquier persona presente en la dirección registrada o fijarlo en la puerta de acceso, según 

las circunstancias particulares de la situación. Todos estos procedimientos deben quedar 

debidamente documentados en el expediente judicial, que incluirá el edicto, ejemplares del 

periódico utilizado y una certificación auténtica emitida por el administrador de la emisora de 

radio en caso de haberse utilizado este medio de notificación. 

Una vez transcurridos cinco días a partir de la finalización del mes estipulado, el juez 

designará un curador ad litem para el destinatario mencionado en el edicto, a través del cual 

se llevará a cabo la notificación. 

b) Por otro lado, el artículo 320 regula el procedimiento de emplazamiento para personas que 

se encuentran en situación de ocultamiento. La norma establece que, tras cinco días de 

haberse proporcionado los medios necesarios para la notificación personal, y habiéndose 

realizado las diligencias correspondientes sin éxito debido a la ocultación del demandado, el 

juez, previa solicitud de la parte interesada y con testimonio juramentado del secretario, 

ordenará el emplazamiento de la persona a la que se le había solicitado citar. Este 

emplazamiento se realizará a través de un edicto que cumplirá con las especificaciones y 

requisitos contemplados en el artículo 318. 

 El edicto se exhibirá en la secretaría por un período de diez días y se incluirá en el expediente. 

Además, se enviaba una copia del edicto por correo certificado a la dirección indicada en la 

demanda o solicitud de emplazamiento, así como a la que figure en el directorio telefónico 

local.  En caso de que alguien se encuentre en estos lugares, el edicto podrá entregarse 

personalmente por un empleado o fijarse en la puerta de acceso, según corresponda. Todos 

estos actos se documentarán debidamente en el expediente. 

Una vez que expire el plazo de emplazamiento sin que la persona citada comparezca, el juez 

designará un curador ad litem con el cual se llevará a cabo la notificación. Cuando la 

notificación personal deba ser realizada por un comisionado, este último se encargará de 

llevar a cabo el emplazamiento, y el comitente designará al curador ad litem una vez que el 

comisionado haya devuelto el informe debidamente diligenciado. 

Cabe destacar que estas normas se aplican específicamente a las partes conocidas que, a 

pesar de tener un paradero, una residencia o un lugar de trabajo conocidos, se encuentran en 

situación de ocultamiento con el objetivo de evitar la notificación personal."  (Monroy Cabra, 

1979, p. 249-250). 
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Varios autores han expresado su desacuerdo con la declaración de constitucionalidad del 

artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social a través de la sentencia C-

429 del 17 de octubre de 1993. Su desacuerdo se fundamenta en la percepción de que la 

decisión de la Corte Constitucional vulnera el derecho a la defensa.  

Esta objeción se basa en el supuesto erróneo de que el emplazamiento y el nombramiento 

del curador ad litem son actos procesales que deben llevarse a cabo de manera sucesiva e 

inmediata. Sin embargo, esto pasa por alto el hecho de que ninguna norma prescribe tal 

procedimiento. Por el contrario, la normativa es clara al establecer que la publicación del edicto 

emplazatorio debe realizarse antes de que se profiera la sentencia. 

En el procedimiento civil, el emplazamiento precede al nombramiento del curador y suspende 

el proceso. En el procedimiento laboral, esta secuencia es diferente. Una vez que se ha 

tomado el juramento al demandante y se ha admitido la demanda, el juez procede a nombrar 

un curador para la litis, quien debe ser un abogado.  

Luego, se notifica al curador sobre el auto admisorio de la demanda. Sin embargo, el 

emplazamiento del demandado se lleva a cabo en cualquier momento, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 317 del Código Judicial (hoy artículo 1, numeral 147, Decreto 2282 

de 1989). La única restricción es que no se puede dictar sentencia hasta que se haya cumplido 

con el emplazamiento. 

Desde nuestra perspectiva, este enfoque vulnera el derecho de defensa del demandado. A 

diferencia del procedimiento civil, la normativa procesal laboral primero requiere el 

nombramiento del curador, luego la notificación al curador sobre el auto admisorio de la 

demanda y, finalmente, el emplazamiento del demandado en cualquier momento. Esto plantea 

la pregunta de cómo puede un curador ad litem presentar una adecuada contestación de 

demanda y, sobre todo, solicitar las pruebas necesarias para demostrar hechos cuya 

existencia desconoce. 

La normativa civil, que primero realiza el emplazamiento para dar al demandado la 

oportunidad de comparecer al proceso, antes de nombrar al curador, parece más razonable. 

Este enfoque lógico garantiza que no se viole el derecho de defensa de ninguna de las partes 

bajo el pretexto de aplicar el principio de celeridad procesal. 

Sin embargo, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad de esta norma en la sentencia 

C-429 del 17 de octubre de 1993, con la ponencia del magistrado Fabio Morón Díaz. 
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En lo que respecta al procedimiento de emplazamiento, se establece que se llevará a cabo 

mediante la publicación de un edicto que exprese la naturaleza del proceso y el nombre de 

las partes. Este edicto se fijará en un lugar visible de la secretaría del juzgado y se publicará 

una vez en un diario de amplia circulación en la localidad, a juicio del juez. Además, se 

realizará la publicación a través de una radiodifusora local, si está disponible, en el horario 

comprendido entre las siete de la mañana y las diez de la noche.  

La página del diario en la que aparezca la publicación y una constancia auténtica del 

administrador de la emisora sobre su transmisión se agregarán al expediente. Cabe destacar 

que este aviso será firmado exclusivamente por el secretario.  En caso de que transcurran 

cinco días después de la expiración del término de emplazamiento sin que el emplazado haya 

comparecido para notificarse, se considerará el emplazamiento como cumplido. (Diaz Daza, 

1979, p. 249-250).  

A continuación, realizo un comparativo entre el código procesal civil y el código de 

procedimiento laboral:  

 

  

PROCESAL CIVIL   

LEY 794 DE 2003  

 PRECEDIMIENTO CIVIL 

CODIGO DE PROCEDIMIENTO 

CIVIL 

Artículo 30. El artículo 318 del Código de 

Procedimiento Civil, quedará así:   

 Artículo 318.Emplazamiento de quien 

debe ser notificado personalmente. El 

emplazamiento de quien deba ser 

notificado personalmente procederá en los 

siguientes casos:    

PROCESAL LABORAL   

LEY 712 de 2001  

PROCEDIMIENTO LABORAL 

CODIGO PROCESAL DEL TRABAJO 

Artículo 29. Nombramiento del curador ad 

litem y emplazamiento del demandado. 

Cuando el demandante manifieste bajo 

juramento, que se considera prestado con 

la presentación de la demanda, que ignora 

el domicilio del demandado, el juez 

procederá a nombrarle un curador para la 

litis con quien se continuará el proceso y 

ordenará su emplazamiento por edicto, 

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1794573#ver_1794605
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1666813#ver_1666835
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   1. Cuando la parte interesada en una 

notificación personal manifieste que ignora 

la habitación y el lugar de trabajo de quien 

debe ser notificado.    

   2. Cuando la parte interesada en una 

notificación personal manifieste que quien 

debe ser notificado se encuentra ausente y 

no se conoce su paradero.    

   3. En los casos del numeral 4 del artículo 

315.    

   El emplazamiento se surtirá mediante la 

inclusión del nombre del sujeto emplazado, 

las partes del proceso, su naturaleza o el 

juzgado que lo requiere, en un listado que 

se publicará por una sola vez, en un medio 

escrito de amplia circulación nacional o en 

cualquier otro medio masivo de 

comunicación, a criterio del juez. El juez 

deberá indicar en el auto respectivo, el 

nombre de al menos dos medios de 

comunicación de amplia circulación 

nacional que deban utilizarse.    

   Ordenado el emplazamiento, la parte 

interesada dispondrá su publicación a 

través de uno de los medios expresamente 

señalados por el juez.    

   Si el juez ordena la publicación en un 

medio escrito ésta se hará el día domingo; 

en los demás casos, podrá hacerse 

cualquier día entre las seis de la mañana y 

las once de la noche.    

   El interesado allegará al proceso copia 

informal de la página respectiva donde se 

con la advertencia de habérsele designado 

el curador.    

   El emplazamiento se efectuará en la 

forma prevista en el inciso segundo del 

artículo 318 del Código de Procedimiento 

Civil y no se dictará sentencia mientras no 

se haya cumplido.    

   Cuando el demandado no es hallado o 

se impide la notificación, también se 

aplicará lo dispuesto en los incisos 

anteriores, previo cumplimiento de lo 

establecido en los numerales 1 y 2 del 

artículo 320 del Código de Procedimiento 

Civil. En el aviso se informará al 

demandado que debe concurrir al juzgado 

dentro de los diez (10) días siguientes al 

de su fijación para notificarle el auto 

admisorio de la demanda y que si no 

comparece se le designará un curador 

para la litis.    
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hubiere publicado el listado y si la 

publicación se hubiere realizado en un 

medio diferente del escrito, allegará 

constancia sobre su emisión o transmisión, 

suscrita por el administrador o funcionario 

de la emisora.    

   El emplazamiento se entenderá surtido 

transcurridos quince (15) días después de 

la publicación del listado. Si el emplazado 

no comparece se le designará curador ad 

litem, con quien se surtirá la notificación.    

   Parágrafo. Si el emplazado concurre 

personalmente al proceso por gestión del 

curador ad litem, y, por tal causa, este 

último cesare en sus funciones, sus 

honorarios se incrementarán en un 

cincuenta por ciento.   

 LEY 794 DE 2003  

 Artículo 32. El artículo 320 del Código de 

Procedimiento Civil, quedará así:   

   "Artículo 320. Notificación por aviso. 

Cuando no se pueda hacer la notificación 

personal al demandado del auto admisorio 

de la demanda o del mandamiento de 

pago, o la del auto que ordena citar a un 

tercero, o la de cualquiera otra providencia 

que se deba realizar personalmente, se 

hará por medio de aviso que deberá 

expresar su fecha y la de la providencia que 

se notifica, el juzgado que conoce del 

proceso, su naturaleza, el nombre de las 

partes y la advertencia de que la 

notificación se considerará surtida al 

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=1794573#ver_1794605
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finalizar el día siguiente al de la entrega del 

aviso en el lugar de destino. Cuando deba 

surtirse un traslado con entrega de copias, 

el notificado podrá retirarlas de la 

secretaría dentro de los tres días 

siguientes, vencidos los cuales comenzará 

a correr el término respectivo.   

   El aviso se entregará a la parte 

interesada en que se practique la 

notificación, quien lo remitirá a través de 

servicio postal a la misma dirección a la que 

fue enviada la comunicación a que se 

refiere el numeral 1 del artículo 315.   

   Cuando se trate de auto admisorio de la 

demanda o mandamiento de pago, el aviso 

deberá ir acompañado de copia informal de 

la providencia que se notifica y de la 

demanda, sin incluir sus anexos.   

   El secretario agregará al expediente 

copia del aviso, acompañada de constancia 

expedida por la empresa de servicio postal 

de haber sido entregado en la respectiva 

dirección.   

   En el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado con domicilio en Colombia, 

el aviso podrá remitirse a la dirección 

electrónica registrada según el parágrafo 

único del artículo 315, siempre que la parte 

interesada suministre la demanda en medio 

magnético. En este último evento en el 

aviso se deberá fijar la firma digital del 

secretario y se remitirá acompañado de los 

documentos a que se refiere el inciso 

tercero de este artículo, caso en el cual se 
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presumirá que el destinatario ha recibido el 

aviso y sus anexos cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo. El secretario 

hará constar este hecho en el expediente y 

adjuntará una impresión del mensaje de 

datos. Así mismo, conservará un archivo 

impreso de los avisos enviados por esta 

vía, hasta la terminación del proceso.   

   Parágrafo primero. El Consejo Superior 

de la Judicatura implementará la creación 

de las firmas digitales certificadas, dentro 

del año siguiente a la promulgación de esta 

ley.      

Parágrafo segundo. El remitente 

conservará una copia de los documentos 

enviados, la cual deberá ser cotejada y 

sellada por la empresa de servicio postal. 

El incumplimiento de esta obligación o de 

cualquiera otra establecida en este Código, 

por parte de las empresas de servicio 

postal, dará lugar a las sanciones a que 

ellas se encuentren sometidas."   

 LEY 1564 DE 2012  

 Artículo 108. Emplazamiento. Cuando se 

ordene el emplazamiento a personas 

determinadas o indeterminadas, se 

procederá mediante la inclusión del nombre 

del sujeto emplazado, las partes, la clase 

del proceso y el juzgado que lo requiere, en 

un listado que se publicará por una sola vez 

en un medio escrito de amplia circulación 

nacional o local, o en cualquier otro medio 

masivo de comunicación, a criterio del juez, 
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para lo cual indicará al menos dos (2) 

medios de comunicación.   

   Ordenado el emplazamiento, la parte 

interesada dispondrá su publicación a 

través de uno de los medios expresamente 

señalados por el juez.   

   Si el juez ordena la publicación en un 

medio escrito esta se hará el domingo; en 

los demás casos, podrá hacerse cualquier 

día entre las seis (6) de la mañana y las 

once (11) de la noche.   

   El interesado allegará al proceso copia 

informal de la página respectiva donde se 

hubiere publicado el listado y si la 

publicación se hubiere realizado en un 

medio diferente del escrito, allegará 

constancia sobre su emisión o transmisión, 

suscrita por el administrador o funcionario.   

   Efectuada la publicación de que tratan los 

incisos anteriores, la parte interesada 

remitirá una comunicación al Registro 

Nacional de Personas Emplazadas 

incluyendo el nombre del sujeto 

emplazado, su número de identificación, si 

se conoce, las partes del proceso, su 

naturaleza y el juzgado que lo requiere.   

   El Registro Nacional de Personas 

Emplazadas publicará la información 

remitida y el emplazamiento se entenderá 

surtido quince (15) días después de 

publicada la información de dicho registro.   
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   Surtido el emplazamiento se procederá a 

la designación de curador ad litem, si a ello 

hubiere lugar.   

   Parágrafo primero. El Consejo Superior 

de la Judicatura llevará el Registro 

Nacional de Personas Emplazadas y 

determinará la forma de darle publicidad. El 

Consejo Superior de la Judicatura 

garantizará el acceso al Registro Nacional 

de Personas Emplazadas a través de 

Internet y establecerá una base de datos 

que deberá permitir la consulta de la 

información del registro, por lo menos, 

durante un (1) año contado a partir de la 

publicación del emplazamiento.   

   El Consejo Superior de la Judicatura 

podrá disponer que este registro se 

publique de manera unificada con el 

Registro Nacional de Apertura de Procesos 

de Pertenencia, el Registro Nacional de 

Apertura de Procesos de Sucesión y las 

demás bases de datos que por ley o 

reglamento le corresponda administrar.   

   Parágrafo segundo. La publicación 

debe comprender la permanencia del 

contenido del emplazamiento en la página 

web del respectivo medio de comunicación, 

durante el término del emplazamiento.   

  

LEY 1564 DE 2012  
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 Artículo 291. Práctica de la notificación 

personal. Para la práctica de la notificación 

personal se procederá así:   

   1. Las entidades públicas se notificarán 

personalmente en la forma prevista en el 

artículo 612 de este código.    

Las entidades públicas se notificarán de las 

sentencias que se profieran por fuera de 

audiencia de acuerdo con lo dispuesto en 

el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011. De 

las que se profieran en audiencia se 

notificarán en estrados.   

2. Las personas jurídicas de derecho 

privado y los comerciantes inscritos en el 

registro mercantil deberán registrar en la 

Cámara de Comercio o en la oficina de 

registro correspondiente del lugar donde 

funcione su sede principal, sucursal o 

agencia, la dirección donde recibirán 

notificaciones judiciales. Con el mismo 

propósito deberán registrar, además, una 

dirección electrónica.   

Esta disposición también se aplicará a las 

personas naturales que hayan 

suministrado al juez su dirección de correo 

electrónico.   

Si se registran varias direcciones, la 

notificación podrá surtirse en cualquiera de 

ellas.   

3. La parte interesada remitirá una 

comunicación a quien deba ser notificado, 

a su representante o apoderado, por medio 

de servicio postal autorizado por el 
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Ministerio de Tecnologías de la Información 

y las Comunicaciones, en la que le 

informará sobre la existencia del proceso, 

su naturaleza y la fecha de la providencia 

que debe ser notificada, previniéndolo para 

que comparezca al juzgado a recibir 

notificación dentro de los cinco (5) días 

siguientes a la fecha de su entrega en el 

lugar de destino. Cuando la comunicación 

deba ser entregada en municipio distinto al 

de la sede del juzgado, el término para 

comparecer será de diez (10) días; y si 

fuere en el exterior el término será de 

treinta (30) días.   

La comunicación deberá ser enviada a 

cualquiera de las direcciones que le 

hubieren sido informadas al juez de 

conocimiento como correspondientes a 

quien deba ser notificado. Cuando se trate 

de persona jurídica de derecho privado la 

comunicación deberá remitirse a la 

dirección que aparezca registrada en la 

Cámara de Comercio o en la oficina de 

registro correspondiente.   

Cuando la dirección del destinatario se 

encuentre en una unidad inmobiliaria 

cerrada, la entrega podrá realizarse a quien 

atienda la recepción.   

La empresa de servicio postal deberá 

cotejar y sellar una copia de la 

comunicación, y expedir constancia sobre 

la entrega de esta en la dirección 

correspondiente. Ambos documentos 

deberán ser incorporados al expediente.   
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Cuando se conozca la dirección electrónica 

de quien deba ser notificado, la 

comunicación podrá remitirse por el 

Secretario o el interesado por medio de 

correo electrónico. Se presumirá que el 

destinatario ha recibido la comunicación 

cuando el iniciador recepcione acuse de 

recibo. En este caso, se dejará constancia 

de ello en el expediente y adjuntará una 

impresión del mensaje de datos.   

4. Si la comunicación es devuelta con la 

anotación de que la dirección no existe o 

que la persona no reside o no trabaja en el 

lugar, a petición del interesado se 

procederá a su emplazamiento en la forma 

prevista en este código.   

Cuando en el lugar de destino rehusaren 

recibir la comunicación, la empresa de 

servicio postal la dejará en el lugar y emitirá 

constancia de ello. Para todos los efectos 

legales, la comunicación se entenderá 

entregada.   

5. Si la persona por notificar comparece al 

juzgado, se le pondrá en conocimiento la 

providencia previa su identificación 

mediante cualquier documento idóneo, de 

lo cual se extenderá acta en la que se 

expresará la fecha en que se practique, el 

nombre del notificado y la providencia que 

se notifica, acta que deberá firmarse por 

aquel y el empleado que haga la 

notificación. Al notificado no se le admitirán 

otras manifestaciones que la de 

asentimiento a lo resuelto, la convalidación 
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de lo actuado, el nombramiento prevenido 

en la providencia y la interposición de los 

recursos de apelación y casación. Si el 

notificado no sabe, no quiere o no puede 

firmar, el notificador expresará esa 

circunstancia en el acta.   

6. Cuando el citado no comparezca dentro 

de la oportunidad señalada, el interesado 

procederá a practicar la notificación por 

aviso.   

Parágrafo 1°. La notificación personal 

podrá hacerse por un empleado del 

juzgado cuando en el lugar no haya 

empresa de servicio postal autorizado o el 

juez lo estime aconsejable para agilizar o 

viabilizar el trámite de notificación. Si la 

persona no fuere encontrada, el empleado 

dejará la comunicación de que trata este 

artículo y, en su caso, el aviso previsto en 

el artículo 292.   

Parágrafo 2°. El interesado podrá solicitar 

al juez que se oficie a determinadas 

entidades públicas o privadas que cuenten 

con bases de datos para que suministren la 

información que sirva para localizar al 

demandado.   

   Artículo 292. Notificación por 

aviso. Cuando no se pueda hacer la 

notificación personal del auto admisorio de 

la demanda o del mandamiento ejecutivo al 

demandado, o la del auto que ordena citar 

a un tercero, o la de cualquiera otra 

providencia que se debe realizar 

personalmente, se hará por medio de aviso 
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que deberá expresar su fecha y la de la 

providencia que se notifica, el juzgado que 

conoce del proceso, su naturaleza, el 

nombre de las partes y la advertencia de 

que la notificación se considerará surtida al 

finalizar el día siguiente al de la entrega del 

aviso en el lugar de destino.   

 Cuando se trate de auto admisorio de la 

demanda o mandamiento ejecutivo, el 

aviso deberá ir acompañado de copia 

informal de la providencia que se notifica.   

   El aviso será elaborado por el interesado, 

quien lo remitirá a través de servicio postal 

autorizado a la misma dirección a la que 

haya sido enviada la comunicación a que 

se refiere el numeral 3 del artículo anterior.   

 La empresa de servicio postal autorizado 

expedirá constancia de haber sido 

entregado el aviso en la respectiva 

dirección, la cual se incorporará al 

expediente, junto con la copia del aviso 

debidamente cotejada y sellada. En lo 

pertinente se aplicará lo previsto en el 

artículo anterior.   

   Cuando se conozca la dirección 

electrónica de quien deba ser notificado, el 

aviso y la providencia que se notifica 

podrán remitirse por el secretario o el 

interesado por medio de correo electrónico. 

Se presumirá que el destinatario ha 

recibido el aviso cuando el iniciador 

recepcione acuse de recibo. En este caso, 

se dejará constancia de ello en el 
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expediente y adjuntará una impresión del 

mensaje de datos.   

   Artículo 293. Emplazamiento para 

notificación personal. Cuando el 

demandante o el interesado en una 

notificación personal manifieste que ignora 

el lugar donde puede ser citado el 

demandado o quien deba ser notificado 

personalmente, se procederá al 

emplazamiento en la forma prevista en este 

código.    

      

2.2.2. La institución de la contumacia en el ordenamiento laboral colombiano.       

La contumacia se define como la inactividad de las partes frente a la iniciativa que deben 

tomar para ejercer su derecho de contradicción y defensa. Considerando las características 

que definen al derecho procesal, especialmente en el ámbito del proceso laboral, el legislador 

reprime la rebeldía de la parte que voluntariamente incurre en contumacia o que abandona el 

cumplimiento de las obligaciones procesales. 

Antes de la reforma introducida por la Ley 712 de 2001 al Código Procesal del Trabajo, 

algunos autores sostenían que la contumacia solo podía declararse a instancia del 

demandado. De esta forma, los maestros Francisco Niño Torres y Roberto Mejía Estupiñán 

expresaron su opinión en su libro "Procedimiento Laboral Teórico y Práctico" de la siguiente 

manera:   

Se llama contumacia la irregular actitud que puede asumir un demandado, y que en la práctica 

asume muchas veces, consistente en no contestar la demanda después que se le notifica; o 

en no asistir a la audiencia de conciliación o a las sub- siguientes audiencias. 

Para sancionar la contumacia, el art. 29 del C. P. del T. y otros artículos del mismo Código, 

establecen el procedimiento que se debe seguir. 

Si el demandado no contesta la demanda, después de serle notificada, el perjuicio es para él, 

porque se queda sin pruebas a su favor. 
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Si no asiste a la audiencia de conciliación, el juez debe considerar esto como falta de ánimo 

conciliatorio, declarar clausurada la etapa respectiva y, acto seguido, abrir la primera 

audiencia de trámite, en la que se deben decretar las pruebas enunciadas por las partes en 

la demanda o en la contestación. Pierde así el demandado, al no asistir a la primera audiencia, 

la facultad de proponer excepciones tanto previas como perentorias. 

Si cualquiera de las partes, o ambas, no asisten a las subsiguientes audiencias, el juez tiene 

obligación de continuar la tramitación del proceso, hasta su culminación con la sentencia, de 

acuerdo con el principio de celeridad del proceso. (Francisco Niño Torres y Roberto Mejía 

Estupiñán, 1981, p. 57).  

En lo que respecta a los alcances de la contumacia, los mismos autores son enfáticos al 

señalar que esta no se equipara a una confesión, ya que no exime a las partes de su deber 

de demostrar los hechos en los que basan sus demandas o excepciones. Esto lo expresan de 

la siguiente manera: 

Quiere esto decir, comentamos nosotros, que la contumacia no puede reputarse como 

asentimiento del demandado a las peticiones de la demanda, lo que descargaría al 

demandante de la obligación de probar los hechos de su demanda No. La contumacia 

no lleva implícita una confesión y no es más que una manifestación de rebeldía del 

demandado a comparecer ante la justicia, vinculándose al juicio o proceso. (Francisco 

Niño Torres y Roberto Mejía Estupiñán, 1981, p. 58)  

En su obra "Curso de Derecho Procesal del Trabajo," el maestro Miguel Gerardo Salazar 

menciona una sanción adicional que se aplica cuando se demuestra que el demandado oculta 

intencionalmente para evitar la notificación personal del auto admisorio de la demanda. Sobre 

este tema, el mencionado autor afirma lo siguiente:  

La legislación procesal laboral, como la civil, en manera alguna prohíja la malicia o el dolo y 

por esa razón es fundado el nombramiento de curador ad litem para el demandado que se 

oculta maliciosamente con el claro propósito de eludir la acción de la justicia, lo que en cierta 

forma viene a constituir una especie de sanción contra el demandado que así procede. 

El C. P. del T. dice al respecto: "Si el demandado se oculta, el juez, previa comprobación 

sumaria del hecho, le nombrará curador ad litem y procederá al emplazamiento como queda 

pre- visto en el inciso anterior" (art. 29, inc. 39). ( Gerardo Salazar, M, p.32) 
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El Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con las modificaciones introducidas 

por la Ley 712 de 2001 y la Ley 1149 de 2007, regula la contumacia para casos específicos 

contenidos en el artículo 30 y 31. 

Primero: Cuando el demandado no contesta la demanda. En este caso, el parágrafo segundo 

del artículo 31 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, indica: PARAGRAFO 

2. La falta de contestación de la demanda dentro del término legal se tendrá como indicio 

grave en contra del demandado. 

Segundo: Cuando a pesar de haberse notifica personalmente el auto admisorio de la 

demanda al demandado, este no contesta la demanda o no asiste a las audiencias judiciales. 

En este evento, el primer inciso del artículo 31 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, dispone:  Se continuará el proceso sin necesidad de nueva citación.  

Tercero: Cuando tanto el demandante, como el demandado no asiste a las audiencias 

judiciales. En este caso, el segundo inciso del artículo 31 del código procesal del trabajo y de 

la seguridad social, señala:  Si no compareciere ninguna de las partes, se seguirá la actuación 

sin asistencia de ellas. 

Cuarto: Cuando el demandante tarda más de 6 meses para efectuar la notificación del auto 

admisorio de la demanda al demandado. En este evento, el parágrafo del artículo 30 del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, prescribe: 

PARÁGRAFO.  

Si transcurridos seis (6) meses a partir del auto admisorio de la demanda o de la demanda de 

reconvención, no se hubiere efectuado gestión alguna para s u notificación el juez ordenará 

el archivo de las diligencias o dispondrá que se continúe el trámite con la demanda principal 

únicamente. 

De acuerdo con el maestro José María Obando Garrido en su obra "Derecho Procesal 

Laboral," se mencionan tres condiciones para que la contumacia entre en vigor, a saber: 

1) Que las partes se hayan hecho presentes en el proceso con la demanda del actor y la 

notificación personal o el emplazamiento del demandado o de su representante. 

2) Que las partes se nieguen a asistir a los actos procesales y a contribuir con su presencia 

en la actividad procesal. 
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3) Que el juez ordene de oficio la prosecución del proceso, sin necesidad de solicitud de parte. 

(José María Obando Garrido, 2019, p. 142).  

En el Código General del Proceso, se encuentran otras formas de sancionar la conducta 

renuente de las partes en relación con el cumplimiento de las obligaciones procesales. Una 

de estas medidas es la notificación por aviso. 

La notificación por aviso se justifica cuando el demandado no se presenta para ser notificado 

personalmente dentro del plazo establecido en la citación, según lo dispone el artículo 291 del 

Código General del Proceso. Se lleva a cabo cuando el demandado recibe una segunda 

comunicación denominada "aviso," en la cual se le informa que, a partir del día siguiente a la 

recepción de dicho escrito, comienzan a correr los plazos procesales para ejercer su derecho 

de contradicción y defensa. 

Es importante señalar que la notificación por aviso contemplada en el Código General del 

Proceso no es la misma que la regulada en el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y la 

Seguridad Social. En esta última norma, se establece la notificación por aviso cuando el 

demandado no puede ser hallado o se impide su notificación, dos situaciones que el 

procedimiento civil no admite para la notificación por aviso. Para que esta última tenga lugar, 

es esencial que el demandado sea encontrado y reciba la comunicación. 

En efecto, el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social dispone lo 

siguiente: 

Cuando el demandado no es hallado o se impide la notificación, también se aplicará lo 

dispuesto en los incisos anteriores, previo cumplimiento de lo establecido en los numerales 1 

y 2 del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil. En el aviso se informará al demandado 

que debe concurrir al juzgado dentro de los diez (10) días siguientes al de su fijación para 

notificarle el auto admisorio de la demanda y que si no comparece se le designará un curador 

para la litis. 

Ahora bien, dado que la notificación por aviso no está prevista en el procedimiento laboral y 

el demandado es encontrado y recibe la comunicación, se debe aplicar estrictamente lo 

establecido en el artículo 292 del Código General del Proceso. Esto se debe no solo a la 

aplicación analógica de la norma procesal privada a los procedimientos laborales, como lo 

dispone el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, sino también 

por la aplicación directa del artículo primero del Código General del Proceso, el cual establece: 
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Este código regula la actividad procesal en los asuntos civiles, comerciales, de familia y 

agrarios. Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a 

las actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones 

jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes. 

 

2.2.3   Procedimiento de notificación por aviso en el derecho procesal laboral 

colombiano. 

En el procedimiento laboral colombiano, cuando se asigna por competencia una demanda, lo 

primero que debe hacer el juez es calificarla con el fin de validar si existe alguna causal de 

rechazo por falta de jurisdicción o competencia. Posteriormente, el juez debe verificar que el 

escrito demanda cumpla con todos los requisitos formales establecidos en el artículo 25 del 

Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Encontrando que no se configura 

ninguna causal de rechazo o inadmisión, se debe admitir la demanda.  

Una vez, admitida la demanda, estará a cargo del demandante realizar todas las gestiones y 

actividades que sean necesarias para materializar la notificación del auto admisorio al 

demandado. 

A continuación, se procederá a explicar de manera sucinta cada una de las actuaciones y 

tramites que debe hacer el demandante a efectos de notificar la demanda. 

Elaboración y envío de la citación para notificación personal. 

Tiene previsto la legislación procesal civil en el artículo 291 del Código General del Proceso, 

a la que hace remisión expresa el artículo 291 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, que la citación para que el demandado concurra a notificarse 

personalmente debe ser elaborada por el interesado, para el efecto, el abogado de la parte 

demandante deberá proyectar esta comunicación siguiendo los lineamientos establecidos en 

la norma citada. 

En dicha citación se le debe exhortar al demandado para que concurra al despacho judicial a 

efectos de notificarse del auto admisorio de la demanda dentro de los 5 días siguientes al 

recibo de la comunicación cuando el demandado se encuentra en la misma ciudad donde 

tiene sede el juzgado. Ahora bien, si el demando reside en una ciudad diferente tendrá 10 

días para notificarse y 30 días si vive en el exterior. 
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Para enviar la citación, el abogado de la parte demandante debe buscar los servicios de una 

empresa de servicio postal autorizada por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones, obviamente, que tenga cubrimiento en el lugar donde debe efectuarse la 

entrega de la citación. Una vez escogida la empresa de correo, el interesado debe presentarse 

con la citación para notificación personal que elaboro y una copia de esta.  

El funcionario de la empresa de correspondencia encargado de recibir documentación debe 

validar que la citación y la copia sean iguales, para estampar en la copia el sello de cotejo, a 

través del cual, certifica que la citación que se envie por el correo certificado es idéntica a la 

copia cotejada que se le devuelve al interesado. Esta copia cotejada es necesaria, para 

demostrar al juez que la citación se elaboró cumple con los requisitos establecidos en el 

artículo 291 del Código General del Proceso y para que el despacho pueda contar los días 

que tiene el demandado para concurrir al despacho a notificarse.  

Una vez realizada la entrega de la citación al demandado, la empresa de correspondencia 

debe generar una certificación que será enviada al correo electrónico o al lugar dispuesto por 

el interesado, al momento de solicitar los servicios. 

Cuando al momento de realizar la entrega, el demandado no es hallado, la empresa de correo 

deberá realiza varios intentos para encontrarlo, sin embargo, de no ser posible ubicarlo 

procederá a hacer nota devolución. En este caso el demandado debe verificar si la dirección 

a la que se envió la citación es correcta o indagar si existe otra dirección donde se puede 

enviar la citación, de la cual deberá informar al juzgado para obtener autorización. 

Finalmente, cuando después de realizada toda la gestión tendiente a contactar al demandado, 

no es hallado el demandado, se deberá informar esta situación al juzgado, aportando la nota 

de evolución y manifestando no conocer otra dirección, evento en el cual se deberá solicitar 

al juez que proceda a ordenar el correspondiente emplazamiento y el consecuente 

nombramiento de un curador ad litem. 

Radicación de los soportes de la citación en el juzgado. 

Después de haberse surtido todo el trámite de la citación y habiendo sido recibida esta por el 

demandado, se debe radicar un memorial al despacho con la finalidad de aportar la copia 

cotejada de la citación y la certificación de entrega, que son necesarios para que el juez pueda 

constatar el cumplimiento de todos los requisitos formales de la citación, conforme a lo 

estipulado en el artículo 292 del Código General del Proceso, y a la vez, para contabilizar el 

tiempo que tiene el demandado para notificarse de la demanda. 
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Envío del aviso. 

Cuando la parte demandada no concurre a la sede del despacho a efectos de notificarse del 

auto admisorio de la demanda dentro de los 5 o 10 o 30 días que tenía para notificarse 

personalmente, el abogado de la parte demandante deberá proceder con la elaboración del 

aviso, para lo cual, deberá seguir los lineamientos contenidos en el artículo 292 del Código 

General del Proceso, en concordancia con lo establecido en el artículo 29 del Código Procesal 

del Trabajo y de la Seguridad Social. 

En este caso el abogado de la parte demandante deberá proceder de igual manera como lo 

hizo con la citación, es decir, deberá presentarse en la empresa de correspondencia con el 

aviso elaborado y la providencia que se quiere notificar, con sus respectivas copias para 

realizar el cotejo.  

Una vez el aviso ha sido recibido por el demandado, la empresa de correspondencia debe 

emitir certificación de entrega, la cual deberá ser aportado al juzgado mediante un memorial 

con la copia cotejada del aviso y de la providencia a efectos de que el juez pueda realizar un 

control de legalidad sobre esos documentos. 

 

EL AVISO EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL 

En este punto es donde existe controversia, dado que los despachos judiciales, las altas cortes 

y algunos autores, consideran que cuando el demandado recibe el aviso en materia laboral 

no se configura una notificación, pues argumentan que el aviso en los procedimientos del 

trabajo simplemente son un segundo requerimiento que se le hace al demandado para que 

concurran a notificarse personalmente dentro de los 10 días siguientes al recibo de esta 

comunicación, con la advertencia de que si no lo hace, se le nombrara a un curador ad litem 

que lo represente dentro del proceso, con quién se surtirá la notificación personal. 

 

POSICIÓN DE LOS DESPACHOS JUDICIALES Y ALTAS CORTES 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ – SALA LABORAL. Auto de 

fecha treinta y un (31) días del mes de julio del año dos mil veinte (2020). Radicado 

19201600124 01 2. Magistrado EDUARDO CARVAJALINO CONTRERAS 

Al efecto, el inciso 3º del artículo 29 del C.P.L. y de la S.S., dispone que:  
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Cuando el demandado no es hallado o se impide la notificación, también se aplicará lo 

dispuesto en los incisos anteriores, previo cumplimiento de lo establecido en los 

numerales 1 y 2 del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil. En el aviso se 

informará al demandado que debe concurrir al juzgado dentro de los diez (10) días 

siguientes al de su fijación para notificarle el auto admisorio de la demanda y que si no 

comparece se le designará un curador para la litis»  

Por manera que, el aviso en la especialidad laboral no comporta la misma entidad que la 

notificación de que trata el trámite civil, referente al aviso, en tanto éste en la jurisdicción 

ordinaria del trabajo debe solamente informar al demandado que «debe comparecer al 

despacho dentro de los diez (10) días siguientes al de la fijación del aviso para notificarle el 

auto admisorio de la demanda y que si no comparece se le designará un curador para la litis». 

La misma consideración la sostiene la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de 

Justicia, como se vislumbra en proveído radicado 43579 de 13 de marzo de 2012, al indicar:  

«Dado que, mientras conserve vigencia el artículo 29 del CPTSS, no es procedente la 

notificación por aviso en el ámbito laboral –salvo el caso previsto por el parágrafo del 

artículo 41 ibidem, (…) en guarda del debido proceso, deberá remitir el aviso previsto 

por la parte final del inciso tercero del artículo 29 del CPTSS a los demandados que 

recibieron la comunicación para que comparecieran a notificarse del auto admisorio de 

la demanda». 

 Reiterado en sentencia del 17 de abril de 2012, rad. 41827, al señalar:  

«(…) siendo el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

una norma especial frente a las que prevén similares actos procesales en el Código 

de Procedimiento Civil, prevalece sobre aquellas, además de no resultar aplicables 

éstas al asunto, por no darse el supuesto de que trata el artículo 145 de la dicha 

codificación, que es el único en el que procede la aplicación analógica de los dichos 

preceptos del estatuto procedimental civil»  

Esa posición ha sido acogida por la H. Corte Constitucional en sentencia C-1038 de 

2003, al resolver la acción pública de inconstitucionalidad en contra del artículo 29 del 

C.P.L. y de la S.S., donde avaló la vigencia y aplicación de la norma ajusten para los 

procesos laborales. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ– SALA LABORAL. Auto de 

fecha nueve (9) días del mes de octubre de dos mil veinte (2020). Radicado 

1100131050133201800250-01. JOSÉ WILLIAM GONZALEZ ZULUAGA 

A su vez, el artículo 41 del CPTSS, modificado por el artículo 20 de la Ley 712 de 2001, 

respecto a la notificación del auto admisorio de la demanda, enseña que deberá hacerse de 

manera personal, es así como reza:  

“FORMA DE LAS NOTIFICACIONES. Las notificaciones se harán en la siguiente 

forma: A. Personalmente. 1. Al demandado, la del auto admisorio de la demanda y, en 

general, la que tenga por objeto hacerle saber la primera providencia que se dicte. 2. 

La primera que se haga a los empleados públicos en su carácter de tales, y 3. La 

primera que se haga a terceros. (…)” 

Y con el fin de que se produzca de manera adecuada la referida notificación personal, el 

artículo 29 del CPTYSS, modificado por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, garantiza la 

misma aún a través de curador ad litem cuando el demandante manifieste bajo juramento, 

que se considera prestado con la presentación de la demanda, que ignora el domicilio del 

demandado, o cuando éste no es hallado o se impide la notificación, es así como 

expresamente prevé:  

“ARTÍCULO 29. NOMBRAMIENTO DEL CURADOR AD LITEM Y EMPLAZAMIENTO 

DEL DEMANDADO. Cuando el demandante manifieste bajo juramento, que se 

considera prestado con la presentación de la demanda, que ignora el domicilio del 

demandado, el juez procederá a nombrarle un curador para la litis con quien se 

continuará el proceso y ordenará su emplazamiento por edicto, con la advertencia de 

habérsele designado el curador. El emplazamiento se efectuará en la forma prevista 

en el inciso segundo del artículo 3181 del Código del Procedimiento Civil y no se 

dictará sentencia mientras no se haya cumplido. Cuando el demandado no es hallado 

o se impide la notificación, también se aplicará lo dispuesto en los incisos anteriores, 

previo cumplimiento de lo establecido en los numerales 1 y 2 del artículo 3202 del 

Código de Procedimiento Civil. En el aviso se informará al demandado que debe 

concurrir al juzgado dentro de los diez (10) días siguientes al de su fijación para 

notificarle el auto admisorio de la demanda y que si no comparece se le designará un 

curador para la litis.”  

Ordenamiento en cita del que fácil es colegir que la primera providencia que se dicte en los 

juicios del trabajo mediante la cual se da a conocer a los demandados de su existencia, salvo 

la que se efectúa a entidades públicas, debe ser notificada personalmente, sin que la remisión 
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que se efectúa en esta última norma a los artículos 318 y 320 del CPC hoy 293 y 292 del 

CGP, respectivamente, tenga la virtualidad de sustituir la notificación personal por la 

notificación por aviso, como acontece en materia civil, ya que al encontrarse expresamente 

regulado en el CPT ySS un trámite determinado y preferente, a él debe someterse el juicio 

laboral, por lo que si en el aviso que en materia laboral se libra, además de informar al 

demandado que debe concurrir al juzgado dentro de los diez (10) días siguientes al de su 

fijación para notificarle el auto admisorio de la demanda, se le tenía que advertir que de no 

comparecer se le designaría un curador para la litis, a no dudarlo, mal podría considerársele 

notificado en legal forma si luego de enviado el aviso y recibido éste, no se presentó a la 

secretaria del Despacho para notificarse y tampoco se le designó curador ad litem para 

realizar el acto procesal de la notificación personal.  

Al tema, oportuno resulta rememorar lo dicho por la H. Corte Suprema de Justicia – Sala 

Laboral en decisión del 13 de marzo de 2012, Radicación No. 43579, M.P Francisco Javier 

Ricaurte Gómez, en la que de cara a la norma expresa que existe en materia laboral para la 

notificación de las providencias, y en especial de la primera con la que se da a conocer de la 

existencia del proceso, puntualizó que no procede la notificación por aviso, excepto en el caso 

previsto por el parágrafo del artículo 41 del CPT y SS. Y en el mismo sentido, en sentencia 

del 17 de abril de 2012, Radicación No 41.927, M.P Luis Gabriel Miranda Buelvas, esa 

Corporación precisó:  

“Así las cosas, la notificación del auto admisorio de la demanda de revisión deberá 

surtirse al demandado personalmente, como lo dispone el numeral 1°, del literal A, del 

artículo 41 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en la forma como 

fue modificado por el artículo 20 de la mentada Ley 712 de 2001, o bien de manera 

directa, como tratan los numerales 1 y 2 del artículo 315 del Código de Procedimiento 

Civil, aplicable al caso por las razones atrás anunciadas, o bien de manera indirecta 

cuando se ignora su domicilio --artículo 29 del C.P.T. y de la S.S.--, no comparece a 

notificarse al despacho judicial respectivo --articulo 315-3 C.P.C.--, o no es hallado o 

se impide su notificación, a través de curador ad litem, en observancia de lo ordenado 

para el proceso del trabajo por el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, en la forma como fue modificado por el artículo 16 de la referida Ley 

712 de 2001.  

Y lo dicho, en criterio de la Corte, por cuanto el mencionando artículo 29 mantiene 

plena vigencia, dado que en manera alguna ha sido derogado o subrogado por norma 

posterior, y respecto de él, en juicio de constitucionalidad, la Corte Constitucional lo 

declaró exequible por sentencia C-1038 de 5 de noviembre de 2003, fecha muy 
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posterior, por supuesto, a la de la entrada en vigencia de la Ley 794 de 2003 --abril 9 

de 2003--, que por medio del artículo 149 modificó el artículo 320 del Código de 

Procedimiento Civil, contemplando la notificación al demandado, cuando no se puede 

realizar personalmente, mediante forma de aviso que contenga su fecha y la de la 

providencia que se notifica, el juzgado que conoce del proceso, su naturaleza, el 

nombre de las partes y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al 

día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino, como es que parece ha 

asumido en el presente caso la notificación al demandado la Secretaría de la Sala, 

habida cuenta de los informes obrantes a folios 28 y 99 del cuaderno 2.  

No sobra advertirse por la Corte que en los procesos del trabajo la única notificación 

de naturaleza personal que no pudiere hacerse de manera directa al demandado, o de 

manera indirecta a través de curador ad litem, es la prevista para las entidades públicas 

por el Parágrafo del artículo 41 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, en la forma como fue modificado por el artículo 20 de la Ley 712 de 2001, 

situación que obviamente no es la atinente al presente asunto, por tratarse aquí a quien 

la ley tiene como demandado del trabajador que obtuvo a su favor la sentencia dictada 

por la Corte cuya anulación pretende la recurrente en revisión. También, que siendo el 

artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social una norma 

especial frente a las que prevén similares actos procesales en el Código de 

Procedimiento Civil, prevalece sobre aquéllas, además de no resultar aplicables éstas 

al asunto, por no darse el supuesto de que trata el artículo 145 de la dicha codificación, 

que es el único en el que procede la aplicación analógica de los dichos preceptos del 

estatuto procedimental civil.”  

Entonces, toda vez que en el sub examine se ordenó la notificación personal del auto 

admisorio a la demandada PORVENIR S.A, según se lee a folio 86, se observa que pese a 

que se libró y tramitó en debida forma el citatorio (fls 91-93), no sucedió lo mismo con el aviso, 

pues aunque el mismo fue recibido en las instalaciones de esa sociedad a decir del certificado 

expedido por la empresa de mensajería debidamente cotejado (fls 154 a158), y en él se dejó 

constancia que “en caso de no ser usted hallado, o si se impidiera la presente notificación, se 

procederá conforme el inciso 3º del artículo 29 del C.P.T.S.S., designándosele CURADOR AD 

LITEM.”, tal designación no se hizo, pese a que ésta no compareció a notificarse 

personalmente a la sede judicial, siendo que muy por el contrario, el apoderado judicial de la 

parte actora en memorial del 11 de abril de 2019 (fl 159) solicitó la continuación del proceso 

bajo la premisa de que todos los demandados se encontraban notificados, pedimento que fue 

acogido por el Juzgado quien en auto de fecha 25 de abril de 2019, tuvo a dicha sociedad 
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como notificada por aviso dando por no contestada la demanda (fl 160), adelantando en 

consecuencia, las audiencias correspondientes sin su intervención hasta llegar a dictar la 

sentencia materia de apelación dentro de la cual se plantea este incidente, sin que 

compareciera esta sociedad directamente o a través de curador ad litem. 

El Honorable Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá dentro de sus argumentos para 

descartar la notificación por aviso en materia laboral, trae a colación el inciso tercero del 

artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en el cual claramente se 

puede advertir que dicha norma señala solo dos eventos en los cuales se debe enviar el aviso, 

los cuales son: 1) cuando el demandado no es hallado y 2) cuando se impide la notificación, 

evento en el cual, se le debe exhortar al demandado para que concurra al despacho dentro 

de los 10 días siguientes al de su fijación para notificarse del auto admisorio de la demanda, 

con la advertencia, que si no comparece, se le designará un curador para la litis. 

Como se puede apreciar, en ninguna parte del articulo señala que este aviso de que trata el 

inciso tercero del artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, se 

aplique cuando el demandado es hallado y no se impida la notificación, situación que se 

presenta cuando se le hace entrega efectiva del aviso por parte de quién debe efectuar la 

notificación. 

Ahora bien, ¿qué debería pasar en materia laboral, cuando el demandado es hallado y no se 

impide la notificación? Como en este caso no estaríamos en ninguno de los dos supuestos 

contemplados en el inciso tercero del artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social, sería del caso aplicar de manera directa la norma procesal civil en el 

entendido que el Código General del Proceso, en su artículo primero, es claro al señalar, que 

dicho estatuto se aplica a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las 

actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejercen funciones 

jurisdiccionales, en cuánto no estén regulados expresamente en otras leyes. 

Forzar la norma, como para pretender que diga algo que no está dentro de su tenor literal ni 

explícita ni implícitamente, sería caer en un exceso y vulnerar el principio cardinal de la 

hermenéutica jurídica contenido en el artículo 27 del código civil, en cuál señal: “Cuando el 

sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de consultar su 

espíritu”. 

Es importante señalar que la notificación por aviso contenido del Código General del Proceso 

no aplica para ninguno de los dos casos señalados en normativa procesal laboral, pues para 

que opere esta forma de notificación es necesario que el demandando sea hallado y no se 
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impida la notificación, lo cual se presenta cuando este recibe de manera efectiva el aviso que 

le fue enviada a su lugar de residencia. 

El otro argumento que presenta la sala laboral del Tribunal Superior de Bogotá para establecer 

que no se puede aplicar la notificación por aviso en el procedimiento del trabajo es que el 

artículo 41 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, modificado por el artículo 

20 de la ley 712 de 2001, es enfático que el auto admisorio de la demanda se debe notificar 

personalmente, a lo cual se debe indicar, que en el Código General del Proceso existe una 

norma idéntica, donde también se indica que al demandado a su representante o apoderado 

judicial se le debe notificar personalmente el auto admisorio de la demanda, lo cual, de manera 

alguna excluye la posibilidad que exista una forma subsidiaria de notificación, que para el 

procedimiento civil, no es otra que la notificación por aviso. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

3. CAPITULO TRES: EL ACTO DE COMUNICACIÒN JUDICIAL UNA MIRADA DESDE 

EL ORDENAMIENTO JURIDICO LABORAL ARGENTINO.  

 

3.3.1 Aspectos generales de la jurisdicción laboral argentina. 

En el ámbito de la justicia laboral en Argentina y su estructura constitucional a nivel nacional 

o provincial, se desarrollan diversos tipos de procedimientos.  

En virtud de la forma federal de gobierno adoptada, las provincias, siendo entidades 

preexistentes, delegan a la Nación la facultad de dictar, entre otras normativas, los Códigos 

Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y Seguridad Social.  
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Estos códigos pueden presentarse de manera unificada o separada, sin que su promulgación 

altere las jurisdicciones locales. La aplicación de dichos códigos se determina en función de 

si las cuestiones o las personas caen bajo la jurisdicción de los tribunales federales o 

provinciales, respetando así la autonomía de cada jurisdicción. 

La Constitución Nacional, establece las competencias específicas que le corresponden al 

Congreso de la Nación, incluyendo la legislación sobre naturalización y nacionalidad, bajo el 

principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina. Asimismo, se le 

atribuye la facultad de sancionar leyes generales para todo el territorio nacional en materias 

como bancarrotas, falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, así 

como aquellas necesarias para la implementación del juicio por jurados. 

Esta distribución de competencias constitucionales no solo configura la estructura normativa 

del país, sino que también determina la competencia de los tribunales federales y provinciales 

en asuntos laborales, asegurando una delimitación clara y respetando la diversidad jurídica 

existente en el territorio argentino.  

Este marco legal establece las bases para la administración de justicia laboral, garantizando 

un sistema equitativo y acorde con los principios constitucionales de nuestra nación.  (art. 75, 

incl. 12 de la Constitución Nacional). 

El principio consagrado en el artículo 121 de la Constitución Nacional establece que las 

provincias conservan todo el poder no delegado por dicha Constitución al Gobierno federal, 

así como aquel que hayan reservado expresamente mediante pactos especiales al momento 

de su incorporación.  

En consecuencia, la competencia para legislar sobre códigos o legislación sustancial, también 

conocida como legislación de fondo, recae en el Gobierno nacional, específicamente en el 

Congreso de la Nación. Por otro lado, las provincias tienen la facultad de dictar normas de 

forma o procedimentales, siendo esta competencia ejercida por las Legislaturas locales. 

Esta distribución de competencias resulta en una dualidad normativa procesal o procedimental 

a nivel nacional y provincial. Dentro de cada provincia, se observa la existencia de códigos 

procesales propios, los cuales varían según la materia o fuero. Entre ellos, se destacan los 

Códigos Procesales Civiles y Comerciales (CPCC) y los Códigos Procesales Laborales (CPL), 

también denominados Leyes de Procedimiento Laboral. 

En el ámbito de aplicación, el Código Procesal Laboral Nacional tiene vigencia en los territorios 

sujetos a la jurisdicción nacional. Su aplicación se extiende a personas o empresas de carácter 
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nacional, como universidades nacionales, bancos nacionales y empleados de 

establecimientos nacionales, por ejemplo, el PAMI (Obra Social de los Jubilados). Por otro 

lado, cualquier conflicto que surja en el territorio provincial y afecte a residentes de la provincia 

queda sujeto a la aplicación del respectivo Código Procesal Provincial.  

Este marco legal garantiza la coherencia y adecuación de las normas procesales a las 

particularidades de cada jurisdicción, contribuyendo así a un sistema judicial eficiente y 

equitativo. 

Cada Código, de manera particular, establece las reglas de competencia y define el alcance 

de estas. En este contexto, el Código Procesal Civil actúa como el código primario o general, 

lo que implica que los demás códigos procesales, como el Código Procesal Laboral, el Código 

Procesal de Familia, entre otros, se rigen supletoriamente por las disposiciones del Código 

Procesal Civil. 

En otras palabras, la dualidad normativa mencionada conlleva a que muchos institutos no 

estén regulados de manera específica en el Código Procesal Laboral o simplemente se 

mencionen en él, dejando la aplicación supletoria de las disposiciones del Código Procesal 

Civil. 

A partir de 1945, en Argentina, se inició la creación de los tribunales del Trabajo, primero en 

la Capital Federal y posteriormente en diversas provincias. Estos tribunales se establecieron 

sobre la base de organismos judiciales, con competencia principalmente para resolver los 

conflictos individuales derivados del contrato de trabajo. Se excluye expresamente su 

intervención en el conocimiento de conflictos colectivos de trabajo, excepto en lo referente a 

recursos contra laudos arbitrales, siempre y cuando estén fundamentados en su nulidad. 

Además, se les atribuye competencia para conocer en recursos contra resoluciones 

administrativas en el ámbito laboral. 

Este desarrollo normativo refleja la evolución del sistema judicial laboral en Argentina, 

priorizando la resolución eficiente y especializada de los conflictos laborales, tanto individuales 

como en relación con decisiones administrativas en materia laboral.16 

Dentro de los poderes no delegados a la Nación, según el sistema federal establecido por la 

Constitución Nacional Argentina, las provincias han mantenido la facultad de establecer su 

 
16 (Cf. PODETTI, HUMBERTO, “Peculiaridades del procedimiento laboral”, Derecho Laboral, XXXII, Nº 156, p. 601; 

MARTÍNEZ VIVOT, JULIO, “La organización de los tribunales del trabajo”, DT, 1981, 749; y “La Justicia Laboral 

(Estructura y organización en la Argentina)”, TSS 1989-197.) 
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propia organización judicial y promulgar los correspondientes códigos o leyes procesales. Esta 

autonomía ha dado lugar a la adopción de diversas pautas en lo que respecta a la 

organización de los tribunales laborales. No obstante, es posible sistematizar los diferentes 

"modelos" de tribunales del trabajo en tres categorías principales. 

En el ámbito de las disposiciones jurídicas provinciales, se observa una variabilidad sustancial 

en la estructura y funcionamiento de los tribunales laborales. Esta diversidad se refleja en la 

creación de juzgados especializados, la adopción de procedimientos específicos y la 

configuración de instancias de revisión. 

El primer grupo de modelos se caracteriza por la presencia de tribunales laborales 

especializados que concentran exclusivamente casos relacionados con el ámbito laboral. 

Estos tribunales suelen contar con jueces con experiencia específica en derecho laboral y 

procedimientos adecuados para abordar de manera eficiente las cuestiones laborales 

planteadas. 

El segundo grupo comprende modelos de tribunales laborales integrados en la estructura 

general de los órganos judiciales, pero con competencia exclusiva en asuntos laborales. Esta 

modalidad busca garantizar la especialización de los jueces en materia laboral, aunque se 

encuentren dentro de un sistema judicial más amplio. 

En el tercer grupo, encontramos un enfoque mixto que combina la especialización de 

tribunales exclusivos de trabajo con la inclusión de juzgados generales con competencia en 

múltiples áreas del derecho. Esta combinación busca equilibrar la especialización con la 

versatilidad, permitiendo abordar tanto casos laborales como aquellos que involucran otras 

ramas del derecho. 

En conclusión, la autonomía otorgada a las provincias para organizar sus sistemas judiciales 

ha generado una diversidad de modelos en la estructura de los tribunales laborales. La 

sistematización de estos modelos en tres categorías proporciona un marco comprensible para 

el análisis de las distintas aproximaciones adoptadas, contribuyendo así al estudio integral del 

sistema judicial laboral en el contexto federal argentino.17 

En cuanto al principio de doble instancia, que comprende la presencia de Juzgados y Cámaras 

de Apelaciones, se aplica en jurisdicciones como la Justicia Nacional del Trabajo y las 

 
17 Cf. PODETTI, HUMBERTO, “Peculiaridades”, ob. cit., p. 602, y LIVELLARA CARLOS A., “La Crisis de la justicia del 

Trabajo y las alternativas para superarla”, TySS, 1994-130. Para un análisis actualizado de estos modelos ver: 

BERMÚDEZ, JORGE, “Particularidades del proceso laboral”, en ACKERMAN, MARIO (Dir.) y TOSCA, DIEGO (Coord.), 

“Tratado de Derecho del Trabajo”, T. IX, p. 115. 
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provincias de Santa Fe, San Juan, Catamarca, Corrientes, Chaco, Córdoba, Entre Ríos, San 

Luis, La Pampa, Santa Cruz, Misiones, Neuquén, Salta, Tierra del Fuego, Antártica e Islas del 

Atlántico Sur. En estos ámbitos, el procedimiento predominante es de naturaleza escrita. 

Por otro lado, existe un modelo de única instancia en provincias como Buenos Aires, Mendoza, 

Jujuy, Santiago del Estero, La Rioja, Chubut, Formosa, Río Negro y Tucumán. En estas 

jurisdicciones, se establece un tribunal colegiado, y se privilegia el procedimiento oral, 

especialmente en lo que respecta a la prueba confesional y testimonial. 

Es importante destacar que en todos los tribunales laborales de Argentina, ya sean 

individuales o colegiados, la composición está exclusivamente conformada por jueces 

letrados, quienes poseen el título de abogado. Este requisito se presenta como indispensable 

para acceder a dichas designaciones, garantizando así la idoneidad y especialización de los 

jueces en el ámbito del derecho laboral. 

Conforme a lo expuesto, resulta imperativo para el progreso de la presente investigación llevar 

a cabo la siguiente exploración normativa: 

1- CODIGO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACION (texto actualizado de 

la LEY N° 17.454 1981) 

A- RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA NOTIFICACIÓN ESTABLECE: 

PRINCIPIO GENERAL 

Art. 133. - Salvo los casos en que procede la notificación por cédula y sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, las resoluciones judiciales 

quedarán notificadas en todas las instancias los días martes y viernes. Si uno de 

ellos fuere feriado, la notificación tendrá lugar el siguiente día de nota. 

No se considerará cumplida tal notificación: 

1) Si el expediente no se encontrare en el tribunal. 

2) Si hallándose en él, no se exhibiere a quien lo solicita y se hiciera constar tal 

circunstancia en el libro de asistencia por las personas indicadas en el artículo 

siguiente, que deberá llevarse a ese efecto. 

Incurrirá en falta grave el prosecretario administrativo que no mantenga a 

disposición de los litigantes o profesionales el libro mencionado. (Artículo sustituido 

por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 
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NOTIFICACION TACITA 

Art. 134. - El retiro del expediente, conforme al artículo 127, importará la 

notificación de todas las resoluciones. 

El retiro de las copias de escritos por la parte, o su apoderado, o su letrado o 

persona autorizada en el expediente, implica notificación personal del traslado que 

respecto del contenido de aquellos se hubiere conferido. (Artículo sustituido por 

art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

NOTIFICACION PERSONAL O POR CEDULA 

Art. 135. - Sólo serán notificadas personalmente o por cédula las siguientes 

resoluciones: 

1) La que dispone el traslado de la demanda, de la reconvención y de los 

documentos que se acompañen con sus contestaciones. 

2) La que dispone correr traslado de las excepciones y la que las resuelva. 

3) La que ordena la apertura a prueba y designa audiencia preliminar conforme 

al artículo 360. 

4) La que declare la cuestión de puro derecho, salvo que ello ocurra en la 

audiencia preliminar. 

5) Las que se dicten entre el llamamiento para la sentencia y ésta. 

6) Las que ordenan intimaciones, o apercibimientos no establecidos 

directamente por la ley, hacen saber medidas cautelares o su modificación o 

levantamiento, o disponen la reanudación de plazos suspendidos por tiempo 

indeterminado, o aplican correcciones disciplinarias. 

7) La providencia que hace saber la devolución del expediente, cuando no haya 

habido notificación de la resolución de alzada o cuando tenga por objeto reanudar 

plazos suspendidos por tiempo indeterminado. 

8) La primera providencia que se dicte después que un expediente haya vuelto 

del archivo de los tribunales, o haya estado paralizado o fuera de secretaría más 

de tres meses. 

9) Las que disponen vista de liquidaciones 
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10) La que ordena el traslado del pedido de levantamiento de embargo sin 

tercería. 

11) La que dispone la citación de personas extrañas al proceso. 

 

12) Las que se dicten como consecuencia de un acto procesal realizado antes 

de la oportunidad que la ley señala para su cumplimiento. 

13) Las sentencias definitivas y las interlocutorias con fuerza de tales y sus 

aclaratorias con excepción de las que resuelvan caducidad de la prueba por 

negligencia. 

14) La providencia que deniega los recursos extraordinarios. 

15) La providencia que hace saber el juez o tribunal que va a conocer en caso 

de recusación, excusación o admisión de la excepción de incompetencia. 

16) La que dispone el traslado del pedido de caducidad de la instancia. 

17) La que dispone el traslado de la prescripción en los supuestos del artículo 

346, párrafos segundo y tercero. 

18) Las demás resoluciones de que se haga mención expresa en la ley o 

determine el Tribunal excepcionalmente, por resolución fundada. 

No se notificarán mediante cédula las decisiones dictadas en la audiencia 

preliminar a quienes se hallaren presentes o debieron encontrarse en ella. 

Los funcionarios judiciales quedarán notificados el día de la recepción del 

expediente en su despacho. Deberán devolverlo dentro del tercer día, bajo 

apercibimiento de las medidas disciplinarias a que hubiere lugar. 

No son aplicables las disposiciones contenidas en el párrafo precedente al 

Procurador General de la Nación, al Defensor General de la Nación, a los 

Procuradores Fiscales de la Corte Suprema, a los Procuradores Fiscales de 

Cámara, y a los Defensores Generales de Cámara, quienes serán notificados 

personalmente en su despacho. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 

B.O. 22/11/2001) 
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MEDIOS DE NOTIFICACION 

Art. 136. - En los casos en que este Código u otras leyes establezcan la 

notificación por cédula, ella también podrá realizarse por los siguientes medios: 

1) Acta notarial. 

2) Telegrama con copia certificada y aviso de entrega. 

3) Carta documento con aviso de entrega. 

La notificación de los traslados de demanda, reconvención, citación de 

personas extrañas al juicio, la sentencia definitiva y todas aquellas que deban 

efectuarse con entrega de copias, se efectuarán únicamente por cédula o acta 

notarial, sin perjuicio de la facultad reglamentaria concedida a la Corte Suprema 

de Justicia. 

Se tendrá por cumplimentada la entrega de copias si se transcribe su contenido 

en la carta documento o telegrama. 

La elección del medio de notificación se realizará por los letrados, sin necesidad 

de manifestación alguna en las actuaciones. 

Los gastos que arrojen las notificaciones integrarán la condena en costas. 

Ante el fracaso de una diligencia de notificación no será necesaria la reiteración 

de la solicitud del libramiento de una nueva, la que incluso podrá ser intentada por 

otra vía. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

CONTENIDO Y FIRMA DE LA CEDULA 

Art. 137. - La cédula y los demás medios previstos en el artículo precedente 

contendrán: 

1) Nombre y apellido de la persona a notificar o designación que corresponda 

y su domicilio, con indicación del carácter de éste. 

2) Juicio en que se practica. 

3) Juzgado y secretaría en que tramita el juicio. 

4) Transcripción de la parte pertinente de la resolución. 
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5) Objeto, claramente expresado, si no resultare de la resolución transcripta. 

En caso de acompañarse copias de escritos o documentos, la pieza deberá 

contener detalle preciso de aquéllas. 

El documento mediante el cual se notifique será suscripto por el letrado 

patrocinante de la parte que tenga interés en la notificación o por el síndico, tutor o 

curador ad litem notario, secretario o prosecretario en su caso, quienes deberán 

aclarar su firma con el sello correspondiente. 

La presentación del documento a que se refiere esta norma en la Secretaría del 

Tribunal, oficina de Correos o el requerimiento al notario, importará la notificación 

de la parte patrocinada o representada. 

Deberán estar firmados por el secretario o prosecretario los instrumentos que 

notifiquen medidas cautelares o entrega de bienes y aquellos en que no intervenga 

letrado, síndico, tutor o curador ad litem, salvo notificación notarial. 

El juez puede ordenar que el secretario suscriba los instrumentos de 

notificación cuando fuere conveniente por razones de urgencia o por el objeto de 

la providencia. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

DILIGENCIAMIENTO 

Art. 138. - Las cédulas se enviarán directamente a la oficina de notificaciones, 

dentro de las veinticuatro horas, debiendo ser diligenciadas y devueltas en la forma 

y en los plazos que disponga la reglamentación de superintendencia. 

La demora en la agregación de las cédulas se considerará falta grave del 

prosecretario administrativo. 

Cuando la diligencia deba cumplirse fuera de la ciudad asiento del tribunal, una 

vez selladas, se devolverán en el acto y previa constancia en el expediente, al 

letrado o apoderado. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 

22/11/2001) 

         COPIAS DE CONTENIDO RESERVADO 

Art. 139. - En los juicios relativos al estado y capacidad de las personas, cuando 

deba practicarse la notificación por cédula, las copias de los escritos de demanda, 

reconvención y contestación de ambas, así como las de otros escritos cuyo 
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contenido pudiere afectar el decoro de quien ha de recibirlas, serán entregadas 

bajo sobre cerrado. Igual requisito se observará respecto de las copias de los 

documentos agregados a dichos escritos. 

El sobre será cerrado por personal de la oficina, con constancia de su 

contenido, el que deberá ajustarse, en cuanto al detalle preciso de copias, de 

escritos o documentos acompañados, a lo dispuesto en el artículo 137. (Artículo 

sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

ENTREGA DE LA CEDULA O ACTA NOTARIAL AL INTERESADO 

Art. 140. - Si la notificación se hiciere por cédula o acta notarial, el funcionario 

o empleado encargado de practicarla dejará al interesado copia del instrumento 

haciendo constar, con su firma, el día y la hora de la entrega. El original se agregará 

al expediente con nota de lo actuado, lugar, día y hora de la diligencia, suscripta 

por el notificador y el interesado, salvo que éste se negare o no pudiere firmar, de 

lo cual se dejará constancia. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 

22/11/2001) 

ENTREGA DEL INSTRUMENTO A PERSONAS DISTINTAS 

Art. 141. - Cuando el notificador no encontrare a la persona a quien va a 

notificar, entregará el instrumento a otra persona de la casa, departamento u 

oficina, o al encargado del edificio, y procederá en la forma dispuesta en el artículo 

anterior. Si no pudiere entregarlo, lo fijará en la puerta de acceso correspondiente 

a esos lugares. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

 

FORMA DE LA NOTIFICACION PERSONAL 

Art. 142. - La notificación personal se practicará firmando el interesado en el 

expediente, al pie de la diligencia extendida por el prosecretario administrativo o 

jefe de despacho. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 

22/11/2001) 

           NOTIFICACION POR EXAMEN DEL EXPEDIENTE 

Art. 143. - En oportunidad de examinar el expediente, el litigante que actuare 

sin representación o el profesional que interviniera en el proceso como apoderado, 
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estarán obligados a notificarse expresamente de las resoluciones mencionadas en 

el artículo 135. 

Si no lo hicieran, previo requerimiento que les formulará el prosecretario 

administrativo o jefe de despacho, o si el interesado no supiere o no pudiere firmar, 

valdrá como notificación la atestación acerca de tales circunstancias y la firma de 

dicho empleado y la del secretario. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 

25.488 B.O. 22/11/2001) 

REGIMEN DE LA NOTIFICACION POR TELEGRAMA O CARTA 

DOCUMENTADA 

Art. 144. - Cuando se notifique mediante telegrama o carta documento 

certificada con aviso de recepción, la fecha de notificación será la de la constancia 

de la entrega al destinatario. 

Quien suscriba la notificación deberá agregar a las actuaciones copia de la 

pieza impuesta y la constancia de entrega. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley 

N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

NOTIFICACION POR EDICTOS 

Art. 145. - Además de los casos determinados por este Código, procederá la 

notificación por edictos cuando se tratare de personas inciertas o cuyo domicilio se 

ignore. En este último caso, la parte deberá manifestar bajo juramento que ha 

realizado sin éxito las gestiones tendientes a conocer el domicilio de la persona a 

quien se deba notificar. 

Si resultare falsa la afirmación de la parte que dijo ignorar el domicilio, o que 

pudo conocerlo empleando la debida diligencia, se anulará a su costa todo lo 

actuado con posterioridad, y será condenada a pagar una multa de PESOS 

CINCUENTA ($ 50) a PESOS QUINCE MIL ($ 15.000). (Artículo sustituido por art. 

2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

PUBLICACION DE LOS EDICTOS 

Art. 146. - En los supuestos previstos por el artículo anterior la publicación de 

los edictos se hará en el Boletín Oficial y en un diario de los de mayor circulación 

del lugar del último domicilio del citado, si fuera conocido o, en su defecto, del lugar 

del juicio, y se acreditará mediante la agregación al expediente de un ejemplar de 
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aquéllos. A falta de diario en los lugares precedentemente mencionados, la 

publicación se hará en la localidad más próxima que los tuviera, y el edicto se fijará, 

además, en la tablilla del juzgado y en los sitios que aseguraren su mayor difusión. 

Salvo en el proceso sucesorio, cuando los gastos que demandare la publicación 

fueren desproporcionados con la cuantía del juicio, se prescindirá de los edictos; 

la notificación se practicará en la tablilla del juzgado. (Artículo sustituido por art. 2° 

de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

NORMAS DE LOS EDICTOS 

Art. 147. - Los edictos contendrán, en forma sintética, las mismas 

enunciaciones de las cédulas, con transcripción sumaria de la resolución. 

El número de publicaciones será el que en cada caso determine este Código. 

La resolución se tendrá por notificada al día siguiente de la última publicación. 

 

La Corte Suprema podrá disponer la adopción de textos uniformes para la 

redacción de los edictos. 

El Poder Ejecutivo podrá establecer que, en el Boletín Oficial, los edictos a los 

que corresponda un mismo texto se publiquen en extracto, agrupados por juzgados 

y secretarías, encabezados por una fórmula común. 

NOTIFICACION POR RADIODIFUSION O TELEVISION 

Art. 148. - En todos los casos en que este Código autoriza la publicación de 

edictos, a pedido del interesado, el juez podrá ordenar que aquéllos se anuncien 

por radiodifusión o televisión. 

Las transmisiones se harán en el modo y por el medio que determine la 

reglamentación de la superintendencia. La diligencia se acreditará agregando al 

expediente certificación emanada de la empresa radiodifusora o de televisión, en 

la que constará el texto del anuncio, que deberá ser el mismo que el de los edictos, 

y los días y horas en que se difundió. La resolución se tendrá por notificada al día 

siguiente de la última transmisión radiofónica o televisiva. 

Respecto de los gastos que irrogare esta forma de notificación, regirá lo 
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dispuesto en el anteúltimo párrafo del artículo 136. (Artículo sustituido por art. 2° 

de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

NULIDAD DE LA NOTIFICACION 

Art. 149. - Será nula la notificación que se hiciere en contravención a lo 

dispuesto en los artículos anteriores siempre que la irregularidad fuere grave e 

impidiere al interesado cumplir oportunamente los actos procesales vinculados a 

la resolución que se notifica. Cuando del expediente resultare que la parte ha tenido 

conocimiento de la resolución, la notificación surtirá sus efectos desde entonces. 

El pedido de nulidad tramitará por incidente, aplicándose la norma de los 

artículos 172 y 173. El funcionario o empleado que hubiese practicado la 

notificación declarada nula incurrirá en falta grave cuando la irregularidad le sea 

imputable. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.488 B.O. 22/11/2001) 

B- RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA REBELDÍA ESTABLECE: 

REBELDIA. INCOMPARENCIA DEL DEMANDADO NO DECLARADO 

REBELDE 

Art. 59. - La parte con domicilio conocido, debidamente citada, que no 

compareciere durante el plazo de la citación o abandonare el juicio después de 

haber comparecido, será declarada en rebeldía a pedido de la otra. 

Esta resolución se notificará por cédula o, en su caso, por edictos durante DOS 

(2) días. Las sucesivas resoluciones se tendrán por notificadas por ministerio de la 

Ley. 

Si no se hubiere requerido que el incompareciente sea declarado rebelde, se 

aplicarán las reglas sobre notificaciones establecidas en el primer párrafo del 

artículo 41. 

EFECTOS 

Art. 60. - La rebeldía no alterará la secuela regular del proceso. 

El rebelde podrá oponer la prescripción en los términos del artículo 346. 

La sentencia será pronunciada según el mérito de la causa y lo establecido en 

el artículo 356, inciso 1. En caso de duda, la rebeldía declarada y firme constituirá 
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presunción de verdad de los hechos lícitos afirmados por quien obtuvo la 

declaración. 

Serán a cargo del rebelde las costas causadas por su rebeldía 

PRUEBA 

Art. 61. - A pedido de parte, el juez abrirá la causa a prueba, o dispondrá su 

producción según correspondiere conforme al tipo de proceso; en su caso, podrá 

mandar practicar las medidas tendientes al esclarecimiento de la verdad de los 

hechos autorizadas por este Código. 

NOTIFICACION DE LA SENTENCIA 

Art. 62. - La sentencia se hará saber al rebelde en la forma prescripta para la 

notificación de la providencia que declara la rebeldía. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS 

Art. 63. - Desde el momento en que un litigante haya sido declarado en rebeldía 

podrán decretarse, si la otra parte lo pidiere, las medidas precautorias necesarias 

para asegurar el objeto del juicio, o el pago de la suma que se estime en concepto 

de eventuales costas si el rebelde fuere el actor. 

COMPARECENCIA DEL REBELDE 

Art. 64. - Si el rebelde compareciere en cualquier estado del juicio, será admitido 

como parte y, cesando el procedimiento en rebeldía, se entenderá con él la 

sustanciación, sin que ésta pueda en ningún caso retrogadar. 

SUBSISTENCIA DE LAS MEDIDAS PRECAUTORIAS 

Art. 65. - Las medidas precautorias decretadas de conformidad con el artículo 

63, continuarán hasta la terminación del juicio, a menos que el interesado justificare 

haber incurrido en rebeldía por causas que no haya estado a su alcance vencer. 

Serán aplicables las normas sobre ampliación, sustitución o reducción de las 

medidas precautorias. 

Las peticiones sobre procedencia o alcance de las medidas precautorias 

tramitarán por incidente, sin detener el curso del proceso principal. 
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PRUEBA EN SEGUNDA INSTANCIA 

Art. 66. - Si el rebelde hubiese comparecido después de la oportunidad en que 

ha debido ofrecer la prueba y apelare de la sentencia, a su pedido se recibirá la 

causa a prueba en segunda instancia, en los términos del artículo 260, inciso 5, 

apartado a). 

Si como consecuencia de la prueba producida en segunda instancia la otra 

parte resultare vencida, para la distribución de las costas se tendrá en cuenta la 

situación creada por el rebelde. 

INIMPUGNABILIDAD DE LA SENTENCIA 

Art. 67. - Ejecutoriada la sentencia pronunciada en rebeldía, no se admitirá 

recurso alguno contra ella. 

A- RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA NOTIFICACION:  

ARTICULO 32. - Notificaciones en el domicilio real. Deberán notificarse en el domicilio real: 

a) La demanda; 

b) La citación para absolver posiciones; 

c) Las citaciones a terceros; 

ch) Las citaciones a las partes para que comparezcan personalmente; 

d) La primera providencia que se dicte después de sacado el expediente del archivo, cuando 

hubiere transcurrido el plazo del artículo 28; 

e) La cesación del mandato del apoderado. 

ARTICULO 48. - Notificaciones. Las notificaciones serán personalmente o por cédula en los 

siguientes casos: 

a) La citación para contestar la demanda; 

b) El traslado de la contestación de demanda y de la reconvención; 

c) Las citaciones para las audiencias; 

ch) Las intimaciones o emplazamientos; 
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d) Las sanciones disciplinarias; 

e) La sentencia definitiva, las interlocutoras que pongan fin total o parcialmente al proceso y 

las demás que se dicten respecto de peticiones que, en resguardo del derecho de defensa, 

debieron sustanciarse por controversia de parte; 

f) Las regulaciones de honorarios; 

g) Las providencias que ordenan la apertura a prueba y las que dispongan de oficio su 

producción; 

h) La devolución de los autos, cuando tenga por efecto reanudar el curso de plazo; 

i) El traslado de los incidentes mencionados en el inciso e); 

j) La vista de las peritaciones con copia; 

k) La providencia que declare la causa de puro derecho; 

l) La resolución que haga saber medidas cautelares cumplidas, su modificación o 

levantamiento; 

ll) La resolución que desestima la respuesta a la intimación al artículo 67; 

m) La primera providencia que se dicte después de extraído el expediente del archivo; 

n) La providencia que hace saber que los autos se encuentran en secretaría para alegar; 

ñ) El traslado de la expresión de agravios. 

o) La denegatoria del recurso extraordinario; 

p) Cuando el juez lo creyere conveniente para lo cual deberá indicar expresamente esta forma 

de notificación. 

Todas las demás providencias quedarán notificadas por ministerio de la ley los días martes y 

viernes, o el siguiente hábil si alguno de ellos fuese feriado. No se considerará cumplida la 

notificación si el expediente no estuviere en secretaría y se hiciere constar esa circunstancia 

en el libro de asistencia. Incurrirá en falta grave el oficial primero que no mantenga a 

disposición de los litigantes o profesionales el libro mencionado. Los funcionarios judiciales 

quedarán notificados el día de la recepción del expediente en su despacho. Deberán 

devolverlo dentro del día siguiente, bajo apercibimiento de las medidas disciplinarias a que 
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hubiere lugar. En casos excepcionales, el juez podrá, por auto fundado ordenar notificación 

telegráfica. 

La notificación personal se practicará firmando el interesado en el expediente, al pie de la 

diligencia extendida por el oficial primero. 

En oportunidad de examinar el expediente, el litigante que actuare sin representación o el 

profesional que interviniera en el proceso como apoderado, estará obligado a notificarse 

expresamente de las resoluciones mencionadas en el presente artículo. 

Si no lo hiciere, previo requerimiento que le formulará el oficial primero o si el interesado no 

supiere o no pudiere firmar, valdrá como notificación la atestación acerca de tales 

circunstancias y la firma de dicho empleado y la del secretario. 

ARTICULO 49. - Cédulas. La cédula de notificación contendrá: 

1. Nombre y apellido de la persona por notificar o designación que corresponda y su domicilio, 

con indicación del carácter de éste; 

2) Juicio en que se libra; 

3) Tribunal en que tramita el juicio; 

4) Transcripción de la parte pertinente de la resolución; 

5) Cuando se notifiquen sentencias, transcripción de la parte dispositiva. 

La cédula que será firmada por el secretario o el oficial primero, deberá ser confeccionada en 

el juzgado o tribunal respectivo, sin necesidad de requerimiento de parte. 

ARTICULO 50. - Notificación nula. La notificación que se hiciere en contravención a lo 

dispuesto en los artículos anteriores será nula. 

Sin embargo, siempre que del expediente surja que las partes han tenido conocimiento del 

acto o providencia que se deba notificar, quedará suplida la falta o nulidad de la notificación. 

ARTICULO 51. - Notificaciones fuera de la jurisdicción. Las notificaciones dirigidas a personas 

radicadas fuera de la jurisdicción del tribunal podrán ser practicadas por telegrama dentro del 

ámbito previsto en las normas que rijan el trámite de exhortos y notificaciones. 

ARTICULO 52. - Notificación por edictos. En los casos en que corresponda publicar edictos, 

ello se hará por un día en el Boletín Oficial, sin cargo para el trabajador. Cuando en los edictos 
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se cite a comparecer al juicio, si vencido el plazo de la citación el emplazado no compareciere, 

el juez le designará el defensor previsto en el artículo 15. 

 RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA REBELDÍA ESTABLECE 

ARTICULO 71. - Contestación de la demanda. La contestación de la demanda se 

formulará por escrito y se ajustará, en lo aplicable, a lo dispuesto en el artículo 65 de 

esta ley y en el artículo 356 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. La 

carga prevista en el inciso 1° del artículo 356 del Código Procesal Civil y Comercial de 

la Nación no regirá respecto de los representantes designados en juicios universales. 

 

Del responde y de su documentación, se dará traslado al actor quien dentro del tercer 

día de notificado ofrecerá la prueba de la que intente valerse y reconocerá o 

desconocerá la autenticidad de la documentación aportada por la demandada. 

 

Si el demandado debidamente citado no contestare la demanda en el plazo previsto 

en el artículo 68 será declarado rebelde, presumiéndose como ciertos los hechos 

expuestos en ella, salvo prueba en contrario. 

 

En caso de discordancia entre los datos de la persona demandada y los del que 

contesta la demanda, el juez tendrá por enderezada la acción, salvo oposición expresa 

de la parte actora. Si el trabajador actuare mediante apoderado se entenderá que el 

poder es suficiente para continuar la acción contra quien ha contestado la demanda. 

 

RESPECTO DE LA PROVINCIA DE MENDOZA EN LA QUE HACE MÁS 

REFERENCIA PORQUE HA SIDO LA QUE EN PRIMER TERMINO MODIFICÓ SU 

CODIGO PROCESAL CIVIL LUEGO DE LA MODIFICACIÓN DEL CODIGO CIVIL Y 

COMERCIAL (LEY 26994 SANCIONADA EL 1° DE OCTUBRE DE 2014) 

1- EL CODIGO PROCESAL CIVIL, COMERIAL Y TRIBUTARIO DE MENDOZA 

(CPCCyT M)  

a- RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA NOTIFICACIÓN ESTABLECE: 

CAPITULO V NOTIFICACIONES 

Artículo 66º NOTIFICACIÓN SIMPLE. 

 

I.- Con excepción de los casos expresamente señalados en este Código, las 

actuaciones judiciales se tendrán por notificadas a todos quienes intervengan 

en el proceso el día siguiente hábil posterior a aquél en el cual se produjeron, 
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sin necesidad de otra constancia que su sola aparición en lista o lista 

electrónica en la página web del Poder Judicial o la que lo remplace. 

 

Dicha lista comprenderá todos los expedientes en los cuales hubiere recaído 

alguna providencia judicial hasta el día precedente hábil, con excepción de las 

resoluciones en que se ordenen medidas precautorias. 

 

II.- Los días de publicación en lista, el expediente en soporte papel deberá 

permanecer en Mesa de Entradas a disposición de los interesados y si así no 

fuera, éstos dejarán debida constancia de que no se les exhibió el expediente. 

En tal caso la notificación simple se producirá recién en el siguiente día hábil. 

 

III.- Excepcionalmente, si ocurriere un inconveniente de fuerza mayor que 

impidiera el acceso al expediente electrónico, deberá justificarlo ante el mismo 

Tribunal y se procederá de la misma manera dispuesta en el apartado anterior. 

 

Artículo 67º NOTIFICACIÓN EN EL EXPEDIENTE Y POR RETIRO DEL 

EXPEDIENTE. 

 

I.- El Jefe de Mesa de Entradas debe exigir que el profesional, sea 

representante o patrocinante, que intervenga en el proceso y examine el 

expediente en soporte papel, se notifique expresamente de las actuaciones del 

mismo, bajo su firma y la de aquel auxiliar o las de éste y el Secretario si se 

negare a firmar. 

 

II.- Igual procedimiento se empleará cuando el interesado comparezca 

personalmente a notificarse. 

 

III.- El retiro en préstamo del expediente por el profesional, sea representante 

o patrocinante, implica la notificación personal de éste y de la parte 

representada o patrocinada, de todos los actos anteriores. 

 

IV.- Estas notificaciones suplen las que debieran practicarse por cualquier otro 

de los medios previstos en este Código. 

 

Artículo 68º NOTIFICACIÓN A DOMICILIO Y POR CÉDULA. 
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Serán notificadas siempre por cédula y en el domicilio real o legal que 

corresponda: 

 

1) Deberán notificarse a domicilio real o legal o especial o social del litigante: 

 

a) El emplazamiento para comparecer a estar a derecho y el traslado de la 

demanda; 

 

b) La citación a comparendo y a audiencias; y c) las medidas precautorias, una 

vez cumplidas. 

 

Excepcionalmente, cuando no se conozca el domicilio real del destinatario de 

la notificación, y a petición de la contraria, podrá ser notificado en el domicilio 

laboral que se denuncie, en cuyo caso la diligencia deberá ser cumplida en 

forma personal. 

 

2) Se notificará al litigante en el domicilio electrónico constituido: 

 

a) La citación a intentar conciliación, practicar reconocimientos de firmas y 

documentos. 

 

b) La citación a comparecer a la audiencia inicial y a la audiencia final. 

 

c) La sentencia. 

 

d) Toda providencia que el Tribunal de la causa disponga expresamente 

notificar a domicilio o por cédula para mayor garantía de la defensa o mayor 

celeridad. 

 

3) Serán notificadas en el domicilio procesal: 

 

a) Todas las mencionadas en el inciso 2. b) El traslado de todo documento 

presentado por los litigantes y que pueda ser impugnado por su adversario. 

 

c) Los autos de admisión de prueba y declaración de puro derecho. 
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d) Toda providencia que ponga el expediente a la oficina para conocimiento de 

las partes y para alegar. 

 

e) Toda providencia que haga saber la presentación de dictámenes periciales 

e informes contables, designación de martilleros, fecha de remate y aquellas 

que den cuenta de subastas fracasadas y realizadas. 

 

f) Los autos o providencias que por disposición expresa de la ley deban 

notificarse a domicilio. 

 

g) Toda resolución que fije audiencia y autos dictados de oficio. 

 

h) Toda providencia que ordene regir un término suspendido. 

 

i) La primera providencia que recaiga luego de que el expediente haya sido 

paralizado a los términos del Art. 59 inc. I de este Código. 

 

Artículo 69º NOTIFICACIÓN A PERSONAS INCIERTAS O DE IGNORADO 

DOMICILIO. 

 

Si se tratare de personas inciertas o de ignorado domicilio, el emplazamiento 

para estar a derecho y la sentencia, se notificarán por edictos y por cualquier 

medio útil a este fin debidamente autorizado por el Juez. Estas circunstancias 

se acreditarán sumariamente y la notificación se practicará bajo juramento del 

litigante contrario de desconocer a las personas y todo posible domicilio o el 

lugar donde se encuentra la persona a notificar y bajo su responsabilidad. 

 

Artículo 70º A) FORMA DE LA NOTIFICACIÓN POR CÉDULA. 

 

I.- La cédula, con tantas copias como personas en distinto domicilio deban 

notificarse, se confeccionará por el receptor del Tribunal y contendrá: lugar, 

fecha, número y carátula del expediente, el domicilio donde deba practicarse 

la diligencia, con expresión de su naturaleza y la resolución que se va a 

notificar. 

 

Tratándose de auto o de sentencia, bastará a este último efecto con la 

transcripción de la parte dispositiva. 
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La cédula podrá ser confeccionada por las partes, bajo la firma del letrado de 

aquella que tenga interés en la notificación. 

 

En todos los casos serán firmadas por el receptor las cédulas que notifiquen 

embargos, medidas precautorias, entrega de bienes o sentencias y las que 

correspondan a actuaciones en que no intervengan letrados. 

 

II.- La notificación se practicará en el domicilio denunciado o constituido según 

los casos. Si el interesado no estuviere presente se efectuará la diligencia con 

la persona más caracterizada de la casa, mayor de trece (13) años. 

 

Si no hubiere persona hábil con quien formalizar la notificación, se ocurrirá al 

vecino más próximo que sepa leer y escribir y que acepte el encargo de 

entregar el cedulón al interesado. 

 

III.- El notificador hará conocer el objeto de la diligencia, entregará copia que 

fechará y firmará, como así las que se adjunten a efecto de los traslados y hará 

constar la diligencia en la persona con quien se entienda la notificación; en este 

último caso, debajo de la firma anotará las constancias de un documento de 

identidad de quien firma. La cédula se agregará inmediatamente al expediente. 

 

IV.- En el supuesto de que no se encontrara ninguna persona con quien 

diligenciar la notificación o se negaran a recibirla, requerirá en lo posible, la 

presencia de dos testigos o de un agente de la fuerza pública y fijará o 

introducirá en la casa la copia de la cédula y demás acompañadas, debiendo 

los testigos o agente suscribir la diligencia. 

 

B) NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA. 

 

Las notificaciones por cédula previstas en el Art. 68 de este Código, que deban 

practicarse en domicilio electrónico de las partes o en el domicilio procesal, 

podrán ser realizadas por medios electrónicos o informáticos, a través de 

documentos firmados digitalmente, conforme la reglamentación que dicte al 

efecto la Suprema Corte de Justicia, la que deberá respetar las siguientes 

pautas: 
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I.- La comunicación deberá contener los requisitos previstos en el Art. 70 para 

las cédulas, especialmente la individualización clara y precisa de la persona a 

notificar; del número y carátula del expediente en que se dictó el acto; del 

Tribunal en el que radica, de la naturaleza del domicilio y del acto procesal a 

comunicar. 

 

II.- Aseguramiento de la inviolabilidad de la comunicación desde su emisión 

hasta su recepción. 

 

III.- Mecanismos que den certeza a la emisión de la comunicación y de su 

recepción por parte del destinatario. 

 

IV.- Precisión sobre los procedimientos tendientes a dejar constancia 

fehaciente en el expediente de la comunicación del acto procesal. 

 

V.- Realización de la notificación a través de servicios informáticos previstos a 

tal fin, que sean de propiedad del Poder Judicial. 

 

VI.- El sistema debe ser auditable. 

 

Artículo 71º FORMA DE LAS NOTIFICACIONES POSTAL, TELEGRÁFICA Y 

NOTARIAL. 

 

Toda notificación que por disposición del Código se establezca podrá ser 

reemplazada, por autorización del Tribunal a pedido del interesado, por 

telegrama colacionado, carta documento o acta notarial. La Suprema Corte de 

Justicia se encuentra facultada para celebrar convenios con empresas de 

servicios públicos o privados de correos a los fines de este Art. conforme a los 

sistemas de selección y adjudicación previstos en las leyes. 

 

Artículo 72º DE LA FORMA POR EDICTOS Y DE SU NOTIFICACIÓN. 

 

I.- Los edictos contendrán las mismas enunciaciones de las cédulas, con 

transcripción sumaria de la resolución. 

 

II.- La notificación por edictos se practicará mediante publicaciones en el 

Boletín Oficial de la Provincia y en las páginas web del Poder Judicial y del 
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Colegio de Abogados y Procuradores de la Circunscripción que corresponda, 

a fin de que cualquier interesado pueda acceder rápida y eficazmente a 

cualquier notificación que se realice por dicho medio. 

 

III.- Podrá disponerse también que se propale por radiofonía, prensa, televisión 

o cualquier otro medio idóneo cuando el Tribunal lo considere necesario o lo 

solicitare el interesado. 

 

IV.- El número de publicaciones será el que en cada caso determine este 

Código. En el caso del emplazamiento para estar a derecho del Art. 68, se 

publicará el edicto tres (3) veces, con dos (2) días de intervalo y la sentencia, 

una (1) sola vez. 

 

V.- Se agregará al expediente el texto impreso del edicto, que contenga la fecha 

de la publicación y el texto difundido. Además, podrá acompañarse el recibo 

correspondiente con indicación de la fecha de las publicaciones o de la fecha 

y hora de las transmisiones. 

 

Artículo 73º NULIDAD DE LA NOTIFICACIÓN. 

 

La notificación que se hiciere contraviniendo lo prescripto, será anulada y los 

empleados judiciales encargados de practicarla o de transmitirla, responsables 

de la omisión o el defecto, serán pasibles de una multa equivalente a un (1) 

JUS la primera vez y duplicada la segunda. La tercera será causal de cesantía 

a través del procedimiento disciplinario que corresponda. 

 

Si no se tratare de empleados judiciales, el Tribunal pondrá el hecho en 

conocimiento de la autoridad que corresponda, a efectos de que sean 

aplicadas las sanciones administrativas pertinentes. 

 

En ambos casos, las sanciones que se apliquen, no obstan al ejercicio de las 

acciones civiles o penales que puedan proceder. 

 

Sin embargo, si del expediente resultara que la persona a quien se notificó o 

debió notificarse, tuvo conocimiento de la actuación que la motivó, la 

notificación surtirá desde entonces sus efectos, sin que ello obste a las 

sanciones previstas en el apartado precedente. 
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b- RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA REBELDÍA DETERMINA: 

CAPITULO VI REBELDÍA 

Artículo 74º CUANDO PROCEDE LA REBELDÍA. 

 

Los litigantes originarios y sus sucesores procesales serán declarados 

rebeldes cuando no comparezcan ni constituyan domicilio procesal en el plazo 

señalado para hacerlo, conforme el Art. 21 de este Código. 

 

También lo serán los terceros citados a comparecer a pedido de interesados o 

por disposición judicial, en el caso del Art. 45. 

 

En caso de reconvención y con respecto a ella, será declarado rebelde el 

reconvenido que no la contestare dentro del plazo concedido para hacerlo. 

 

Artículo 75º PROCEDIMIENTO Y EFECTOS DE LA REBELDÍA. 

 

I.- Vencido el plazo señalado para comparecer o para contestar en el caso de 

reconvención, se declarará rebelde al incompareciente, notificándose el 

decreto de rebeldía y la sentencia en la misma forma y en igual domicilio en el 

que se le había notificado el emplazamiento. 

 

II.- Las demás actuaciones judiciales se tendrán por notificadas conforme a lo 

dispuesto por el Art. 66. Cuando la notificación se hubiera practicado en el 

domicilio real o procesal, la rebeldía constituye presunción de la verdad de los 

hechos afirmados por la contraria; presunción cuya eficacia será apreciada por 

el Tribunal, quien podrá decretar las medidas de prueba que creyere 

convenientes. 

 

III.- En este caso, a pedido de interesado podrá decretarse una medida 

precautoria suficiente para cubrir el resultado económico del proceso. Cuando 

la notificación se hubiera practicado a las personas y en la forma prevista en el 

Art. 69, el incompareciente será representado por el Ministerio Público de la 

Defensa y Pupilar, quien podrá responder sin admitir ni negar los hechos 

expuestos y el proceso seguirá el trámite que corresponda, en todas sus 

etapas. 
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Artículo 76º COMPARECENCIA DEL REBELDE. 

 

El litigante que fue declarado rebelde, podrá comparecer en cualquier estado 

del procedimiento sin que por ello se modifiquen los efectos de la rebeldía, ni 

retrotraerá el trámite. 

 

Artículo 77º RESCISIÓN. 

 

En los casos en los cuales procede el incidente de nulidad conforme al Art. 94 

o cuando se invoque y pruebe la imposibilidad de haber conocido el 

emplazamiento o de comparecer o hacerse representar, por fuerza mayor 

insuperable, podrá dejarse sin efecto la rebeldía, rescindirse lo actuado con 

posterioridad a ella, siempre que el interesado comparezca y lo solicite dentro 

del plazo de diez (10) días de haber tenido conocimiento del emplazamiento o 

de haber cesado la fuerza mayor. La solicitud de rescisión se sustanciará y 

resolverá de acuerdo al trámite señalado para los incidentes en el Art. 93, 

siendo apelable el auto resolutorio. 

 

En caso de que el Juez declare improcedente la rescisión y si resultare 

maliciosa la actitud del peticionante, violando el deber de probidad y lealtad 

que establece el Art. 22, el Juez podrá aplicar las sanciones que autorizan los 

incisos 2, 3 y 4 del Art. 47. 

 

2 -EL CODIGO PROCESAL LABORL DE MENDOZA (CPL modificado por Ley 9.109 

de fecha 23 de Octubre de 2018) 

A- RESPECTO DE LA NOTIFICACIÓN ESTABLECE:  

Artículo 14- Sustitúyase el artículo 34 del Código Procesal Laboral, el que quedará 

redactado de la siguiente manera: 

 

"DE LAS NOTIFICACIONES Art. 34- Notificaciones. 

 

I) Préstamo de expedientes. 
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Los expedientes únicamente podrán ser facilitados en préstamo por el Secretario, 

bajo la responsabilidad de los abogados, apoderados o peritos, en los casos 

siguientes: 

 

a) Para alegar de bien probado; 

 

b) Para practicar pericias; 

 

c) Cuando el secretario lo dispusiere. 

 

El préstamo individualizará el expediente y se hará constar la fecha y el plazo del 

préstamo. Vencido el plazo del préstamo sin que el expediente haya sido devuelto 

sin causa justificada, el prestatario, a quien no se le facilitará el expediente en lo 

sucesivo, será condenado al pago de una multa de hasta un veinteavo (1/20) de 

JUS por día, sin perjuicio de las acciones penales correspondientes y se librará 

orden al oficial de justicia, para que, con allanamiento de domicilio y uso de la 

fuerza pública, retire el expediente. 

 

La multa fijada será destinada a equipamiento de las Cámaras Laborales de la 

Provincia de Mendoza. 

 

II) Notificación Simple. 

 

Con excepción de los casos en que este Código o el Tribunal establezca, toda 

actuación judicial se tiene por notificada a todos quienes intervengan en el proceso, 

el día siguiente hábil posterior a aquél en el cual se produjeron, sin necesidad de 

otra constancia que su sola aparición en lista. 

 

Al efecto las resoluciones del Tribunal deberán ser publicadas en lista dentro de 

los tres (3) días de su dictado. 

 

III) Notificación por cédula electrónica. 

 

Se notificará por este medio: 
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a) Las resoluciones que disponen intimaciones o apercibimientos no previstos 

directamente en la Ley, y la reanudación de plazos suspendidos por tiempo 

indeterminado; 

 

b) Las resoluciones que aplican correcciones disciplinarias o hacen saber medidas 

precautorias o su modificación o levantamiento; 

 

c) La primera providencia que se dicte después que un expediente haya vuelto del 

archivo judicial o haya permanecido en el Juzgado en calidad expresa de 

paralizado o fuera de Secretaría por más de tres (3) meses; 

 

d) Las resoluciones que expresamente designe la Ley o que disponga el Tribunal; 

 

e) Las designaciones, emplazamientos, citaciones o remociones de peritos. 

 

La notificación por vía electrónica se realizará en un todo de acuerdo con la 

reglamentación efectuada por la Suprema Corte de Justicia, en especial la 

Acordada Nº 22.944. 

 

En estos casos la notificación se tendrá por cumplida en la fecha que el sistema 

coloque en la cédula, la que coincide con la del depósito de la misma en la base 

de datos existente en el servidor del Poder Judicial y con el momento en que el 

documento queda visible y consultable por el destinatario de la comunicación. 

 

La notificación electrónica se ajustará a las siguientes disposiciones: 

 

a) Se individualizará de modo indubitable el nombre de la persona que debe ser 

notificada, el domicilio, naturaleza que le corresponde, el expediente y Tribunal en 

que se libra la notificación; 

 

b) Deberán preverse los modos de asegurar que las notificaciones sean suficientes 

y contengan la totalidad del acto procesal que debe ser transmitido; 

 

c) En los casos en que las notificaciones deban completarse con copias para 

traslado o vista, se dispondrán los requerimientos que deberán cumplimentar 

quienes estén obligados a acompañarlas; 
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d) Se precisarán los mecanismos que aseguren las constancias fehacientes de los 

procedimientos seguidos para cumplimentar la confección y transmisión del 

documento informático del acto procesal notificado; 

 

e) Se preverá la realización de auditoría sobre los sistemas informáticos utilizados. 

 

IV) Notificación por retiro en préstamo del expediente. 

 

Se considerará notificada de toda resolución a la parte que retire en préstamo el 

expediente, o a los representantes aunque no sean parte del proceso, supliendo 

esta notificación la que debiera practicarse por cualquier otro medio. El retiro de 

las copias de escritos por el apoderado o letrado patrocinante, implica notificación 

personal del traslado que respecto del contenido de aquellos se hubiere conferido." 

 

[Contenido relacionado] 

 

Artículo 15- Sustitúyase el artículo 35 del Código Procesal Laboral, el que quedará 

redactado de la siguiente manera: 

 

"Art. 35- Notificación por cédula papel. Se notificarán por este medio: 

 

a) El traslado de la demanda, de la reconvención, de sus contestaciones y de las 

excepciones; 

 

b) La citación cuando se solicite que declaren las partes y para el reconocimiento 

de documentos, como así, la que se dirija a personas ajenas al proceso; 

 

c) La audiencia inicial y de vista de causa, a las partes. Los representantes serán 

notificados electrónicamente; 

 

d) Las resoluciones que expresamente designe la Ley o que excepcionalmente 

disponga el Juez o Tribunal. 

 

Las cédulas, con los requisitos previstos por el Código Procesal Civil, Comercial y 

Tributario de Mendoza, serán diligenciadas por personal del Poder Judicial cuando 

la notificación deba practicarse dentro del radio fijado por la Suprema Corte, y por 

oficio, cuando la comunicación deba tener lugar fuera de ese radio y dentro de la 
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Provincia. Cuando la diligencia deba realizarse fuera de la Provincia se realizará 

mediante cédula a través del procedimiento establecido en la Ley Nacional Nº 

22.172 a la cual adhirió la Provincia por Decreto Ley Nº 4.455. 

 

La cédula podrá ser reemplazada, a pedido del interesado, por telegrama 

colacionado o carta documento. En todos los casos, la notificación por cédula se 

practicará por impulso del Tribunal o de las partes, dentro de los tres (3) días de 

dictada la providencia." 

 

B- RESPECTO DEL INSTITUTO DE LA REBELDIA ESTABLECE: 

 

Art. 12 - "Los litigantes originarios, sus sucesores y los terceros citados a 

comparecer en forma coactiva, que no comparecieren durante el plazo señalado 

para hacerlo, serán declarados rebeldes, en la forma y con los efectos previstos en 

los artículos 75, 76 y 77 del Código Procesal Civil, Comercial y Tributario de la 

Provincia de Mendoza." 

 

ART. 13 - Solicitada la asistencia de los asesores del trabajo y si estos estimaren 

viable la acción, deberán promover la demanda dentro de un plazo no mayor de 

quince (15) días del requerimiento. 

 

En caso de que el asesor no la considere viable, así lo informara al asesor de 

gobierno, y si la opinión de este fuera coincidente con la del asesor, se negara al 

trabajador la asistencia jurídica gratuita solicitada. 

 

Si la opinión del asesor de gobierno no fuere coincidente se pasara el asunto a 

patrocinio de otro asesor del trabajo en la primera circunscripción; y en la segunda 

y tercera al defensor de pobres y ausentes, quienes estarán obligados a iniciar y 

proseguir la acción. 

 

CUANDO UN INSTITUTO NO ESTE PREVISTO O ESTE REGULADO 

SOMERAMENTE O EN FORMA MUY BASICA ….SE PREVEE LA APLICACIÓN 

SUPLETORIA DEL CPCCyT 

DE LAS NORMAS SUPLETORIAS 
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*Art. 108- "Sólo cuando resultaran insuficientes, los principios que emergen del espíritu 

normativo del presente ordenamiento, se aplicaran los preceptos del Código Procesal Civil, 

Comercial y Tributario de la Provincia. 

Los jueces al aplicar las disposiciones supletorias o aquellas a las que este Código remite en 

forma expresa, lo harán teniendo presente las características del proceso laboral y de manera 

que consulten los enunciados de la declaración de los derechos del trabajador y los fines de 

justicia social perseguidos por el derecho del trabajo. 

En caso de duda el procedimiento a adoptarse será el que importe menor dilación y que mejor 

actualice el valor solidaridad.  

 

3.3.2 La notificación por aviso y la contumacia en la jurisdicción laboral 

argentina. 

En el ámbito laboral, la omisión de contestar una demanda como se indicaba en líneas 

anteriores trae consigo ciertas implicaciones legales significativas. En primer lugar, esta 

omisión se interpreta como una aceptación tácita de los hechos alegados en la demanda, 

siempre y cuando el demandante pueda respaldar de manera efectiva la alegación principal 

relacionada con la prestación de servicios, conforme a lo estipulado en el artículo 45 del 

Código Procesal Laboral (CPL).  

A este respecto, es esencial considerar además el artículo 23 de la Ley de Contrato de Trabajo 

(LCT), que establece una presunción legal relevante. Según dicho artículo, la mera existencia 

de una relación laboral se presume cuando se demuestra que ha ocurrido una prestación de 

servicios.  

No obstante, esta presunción puede ser desvirtuada si se logra evidenciar lo contrario a través 

de circunstancias particulares, relaciones específicas o causas debidamente fundamentadas.  

  Además, en la actualidad, con la incorporación explícita del instituto de la rebeldía, debemos 

hacer referencia a las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial y Tributario de 

Mendoza (CPCCyT) cuando el demandado no presenta su contestación a la demanda en su 

contra en el plazo establecido de ocho días, considerando las eventuales ampliaciones que 

puedan derivar de las distancias involucradas, tal como se establece en el (Artículo 45 del 

Código Procesal Laboral CPL) 

La decisión de no comparecer al proceso es una elección voluntaria que el demandado puede 

tomar una vez que ha sido debidamente notificado y citado. En virtud de esta situación, el 
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demandado será declarado en estado de rebeldía de acuerdo con los términos estipulados. 

(Artículos 75, 76 y 77 del CPCCyT.) 

El término "rebelde" se utiliza para describir a la persona que, estando en la obligación de 

formar parte del proceso, opta por no hacerlo y permite que transcurra el plazo otorgado para 

responder a la demanda. 

La desobediencia al requerimiento para responder a una demanda, como se establece en el 

artículo 45 del Código Procesal Laboral (CPL), conlleva la imposición del estado de "rebeldía" 

en el ámbito legal. Además, la rebeldía es un término ampliamente reconocido en el contexto 

jurídico y se utiliza de manera intercambiable con el concepto de "contumacia". 

Cuando una persona citada a comparecer en un proceso judicial no se presenta, ya sea por 

iniciativa propia o a través de su representante legal, o abandona la litigación, se activan las 

consecuencias y efectos asociados a la rebeldía. En este contexto, la obligación de 

comparecer por parte del demandado se refiere al acto de forzar o coaccionar su presencia 

en el proceso, debido a las consecuencias inmediatas que resultan de su falta de 

comparecencia, a saber: la declaración de rebeldía del demandado. 

La rebeldía no es más que una situación factual con relevancia legal, una condición procesal 

única que se materializa automáticamente cuando el demandado no se presenta en el proceso 

judicial al ser convocado. (Garberì Llobregat, 1980, p. 1980).   

El principio en cuestión se basa en la firme aplicación del principio de bilateralidad y 

contradicción en el ámbito procesal. Este principio establece que todo proceso legal debe 

llevarse a cabo entre dos partes con intereses opuestos, brindando igualdad de oportunidades 

para presentar alegaciones y pruebas.  

Sin embargo, cuando una de las partes opta por no ejercer su derecho a contradecir, se hace 

necesario crear una figura sustitutiva que se rige por la noción de "ausencia provocada".  

En otras palabras, una persona se considera en rebeldía cuando, habiendo tenido la 

oportunidad de participar activamente en el proceso como una parte justa, opta por 

abandonarlo, lo que resulta en la falta de controversia sobre los hechos alegados y afirmados 

por la parte contraria, con las consiguientes implicaciones en los actos procesales. (Gozaìni 

Osvaldo, 2005, p. 71)  

Esta institución representa uno de los pilares fundamentales en el ámbito del Derecho 

Procesal, ya que guarda una estrecha relación con los principios de audiencia y contradicción.  
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Como señala Gómez Orbaneja su finalidad radica en garantizar que el proceso judicial no se 

vea paralizado en detrimento de la efectiva tutela judicial del demandante, simplemente 

proporcionando al demandado la oportunidad de ser escuchado. (Gómez Orbaneja, 1975, p. 

171 y 173). 

En este contexto, esta medida surgió como respuesta a la necesidad de evitar los posibles 

perjuicios que podrían derivarse de llevar el principio de contradicción, es decir, la obligación 

de escuchar a todas las partes involucradas, hasta sus últimas consecuencias, lo cual podría 

resultar en la paralización del proceso judicial.18 

El artículo 12 del Código Procesal Laboral (CPL) remite a los artículos 75, 76 y 77 del Código 

Procesal Civil y Comercial y Tributario de Mendoza (CPCCyTM) con el propósito de analizar 

su contenido. A continuación, presentaremos la normativa procesal civil relacionada con el 

"Procedimiento y Efectos de la Rebeldía" mediante una transcripción de los artículos 

pertinentes del CPCCyTM: 

Artículo 75: "I. Una vez vencido el plazo establecido para la comparecencia o para la 

presentación de la contestación en el caso de reconvención, se procederá a declarar en 

estado de rebeldía al litigante que no haya comparecido, notificándole el decreto de rebeldía 

y la sentencia en la misma forma y en la misma dirección en la que previamente se le había 

notificado el requerimiento de comparecencia." 

Esta disposición legal establece el proceso y los efectos de la rebeldía en situaciones en las 

que una de las partes no se presenta dentro del plazo establecido en el procedimiento judicial. 

La notificación de la declaración de rebeldía y la sentencia se realizará en la misma dirección 

utilizada para el emplazamiento original. 

Es importante resaltar que esta transcripción es una representación fiel de la normativa 

correspondiente del CPCCyT en relación con la rebeldía en procesos legales. 

II.- Las demás actuaciones judiciales se considerarán notificadas de acuerdo con lo 

establecido en el Artículo 66. Cuando la notificación haya sido realizada en el domicilio real o 

procesal, la falta de comparecencia se interpreta como una presunción de veracidad de los 

hechos afirmados por la parte contraria. Esta presunción será evaluada por el Tribunal, que 

tendrá la facultad de ordenar las pruebas que considere apropiadas. 

 
18 Ibid., p.174 
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III.- En esta situación, a solicitud de la parte interesada, se puede dictar una medida cautelar 

suficiente para asegurar la consecución del resultado económico del proceso. Cuando la 

notificación se haya realizado de acuerdo a las disposiciones del Artículo 69, el no 

compareciente será representado por el Ministerio Público de la Defensa y Pupilar, quien 

tendrá la facultad de responder sin admitir ni negar los hechos presentados. El proceso 

seguirá su curso normal en todas sus fases. 

      3.3.3   La notificación por aviso y la contumacia en la jurisdicción laboral argentina.  

En el sistema procesal argentino, se prefiere referirse a la invalidez de la notificación en lugar 

de la rescisión. La rescisión se utiliza específicamente en casos de declaración de rebeldía, 

aplicándose cuando el demandado declarado en rebeldía se presenta y alega que, aunque la 

notificación fue realizada válidamente, no tuvo la oportunidad de tomar conocimiento debido 

a circunstancias no imputables a él. Por ejemplo, podría argumentar una situación de fuerza 

mayor, como haber estado inconsciente en terapia intensiva después de un accidente, o estar 

fuera del país sin posibilidad de recibir la notificación, o incluso tener su domicilio en el lugar 

notificado, pero no habitarlo debido a compromisos laborales, entre otros motivos. 

En el caso que nos ocupa, el demandado no busca la rescisión de la rebeldía, sino más bien 

la nulidad de la notificación, lo que le permitiría revertir su contumacia.  

La solicitud se fundamenta en la premisa de que la notificación adolece de vicios que la hacen 

inválida, lo que afecta su eficacia jurídica. Esta estrategia legal busca restablecer la posibilidad 

de que el demandado participe plenamente en el proceso, corrigiendo las irregularidades en 

el acto de notificación que pudieran haberlo dejado en situación de rebeldía. La argumentación 

se centrará en demostrar la existencia de circunstancias que invalidan la notificación, 

respaldadas por pruebas fehacientes y pertinentes. 

Al adoptar esta postura, se busca salvaguardar el principio de audiencia y defensa, pilares 

fundamentales de nuestro sistema jurídico. La nulidad de la notificación se erige como un 

medio idóneo para garantizar que las partes involucradas gocen de plenas oportunidades para 

hacer valer sus derechos y argumentos en el marco de un proceso justo y equitativo. 

 

COMPARECENCIA DEL REBELDE y RESCISIÓN.  

Artículo 76: El litigante que haya sido declarado en rebeldía tiene la facultad de presentarse 

en cualquier fase del procedimiento sin que esta acción altere las consecuencias de la rebeldía 

ni retrase el curso del proceso. 



95 
 

Artículo 76: El litigante que haya sido declarado en rebeldía tiene la facultad de presentarse 

en cualquier fase del procedimiento sin que esta acción altere las consecuencias de la rebeldía 

ni retrase el curso del proceso. 

Artículo 77: En situaciones en las que sea procedente el incidente de nulidad, de acuerdo 

con lo estipulado en el Artículo 94, o cuando se argumente y demuestre la imposibilidad de 

haber recibido la notificación o de comparecer, ya sea debido a una fuerza mayor insuperable, 

será posible anular la declaración de rebeldía y revocar todas las actuaciones posteriores a 

esta, siempre que el interesado se presente y haga la solicitud dentro de un plazo de diez (10) 

días desde que tuvo conocimiento de la notificación o desde que cesó la fuerza mayor.  

El proceso de solicitud de nulidad se llevará a cabo siguiendo el procedimiento establecido en 

el Artículo 93 para los incidentes, y la resolución emitida podrá ser objeto de apelación. 

Efectos de la rebeldía: En el caso de que el Juez determine la improcedencia de la rescisión 

y, además, determine que la actitud del solicitante ha sido maliciosa, contraviniendo el deber 

de probidad y lealtad tal como lo establece el Artículo 22, el Juez tendrá la facultad de aplicar 

las sanciones contempladas en los incisos 2, 3 y 4 del Artículo 47. 

La Dra. Inés Rauek sostiene que para que se configure la rebeldía deben cumplirse los 

siguientes requisitos: 

- La existencia de una obligación procesal de comparecer y establecer un domicilio legal 

(conforme a la nueva redacción del CPCCyT, ahora denominado "domicilio procesal"). 

- El conocimiento de esta obligación por parte del litigante. 

- El transcurso del plazo establecido. 

- La falta de comparecencia o la comparecencia sin establecer un domicilio procesal. 

- La carencia de interés o una justificación válida para no comparecer. En otras palabras, 

si se invoca y demuestra la imposibilidad de haber recibido - la notificación o la 

existencia de una fuerza mayor insuperable, no se considerará rebeldía o, si ya se ha 

declarado, se anulará y se procederá a la rescisión de todas las actuaciones de 

acuerdo con el Artículo 77 del CPCCyTM. 

- La solicitud por parte de la contraparte. (Rauek, Inés, 2009, p. 407)   

La solicitud en cuestión no implica la reversión de los términos legales, ni debe interpretarse 

como un requerimiento para la presentación de un acuse de rebeldía. Esto se debe a que, 

tanto para la parte demandada como para el demandante, los plazos establecidos son 

perentorios y no pueden ser prorrogados. Una vez que ha vencido el plazo, no es posible 



96 
 

ejercer una facultad o liberarse de la responsabilidad correspondiente, ya que la preclusión 

ocurre de manera automática. 

No obstante, en el caso de que la parte contraria desee provocar una declaración de rebeldía 

por parte del juez, deberá solicitar expresamente dicha declaración. 

La decisión del juez respecto a la rebeldía no tiene un carácter constitutivo, sino que se limita 

a ser una declaración de esta. 

La notificación del decreto que declara a una parte como rebelde se hace al demandado que 

ha omitido cumplir con los plazos. Una vez que esta notificación ha sido entregada y se 

encuentra firme, la rebeldía produce todos los efectos que la ley establece, de acuerdo con la 

naturaleza del caso en cuestión.  

Con relación a los efectos jurídicos que emanan de la rebeldía, tal como se establece en el 

artículo 75 del Código Procesal Civil, Comercial y de Trabajo (CPCCyTM), es necesario, como 

hemos mencionado previamente, considerar la disposición contenida en el artículo 45 del 

Código Procesal Laboral (CPL) y la norma en cuestión bajo análisis.  

La rebeldía conlleva la presunción de veracidad de los hechos alegados por la parte contraria 

o, en caso de que el actor demuestre el hecho principal relacionado con la prestación de 

servicios, se considerará que ha sido contestada afirmativamente, según lo establece la 

normativa procesal laboral. En ambos casos, esta presunción es de carácter "iuris tantum", lo 

que significa que admite prueba en contrario. 

A pesar de que la rebeldía implica la presunción de veracidad de los hechos alegados por la 

parte contraria, el tribunal tiene la facultad de decretar medidas probatorias que considere 

apropiadas. (ver, 2do parr. del art. 75) 

La declaración de rebeldía concede a la parte la facultad de solicitar medidas cautelares. El 

artículo 112 del Código Procesal Civil, Comercial y de Trabajo (CPCCyTM) establece que el 

embargo preventivo es procedente cuando se cumplan los requisitos establecidos en el 

artículo 112, pero también procede sin necesidad de ningún otro requisito cuando se ha 

declarado la rebeldía. 

Lo que rige en relación con la comparecencia posterior del rebelde es el principio general de 

la continuidad del proceso, a pesar de la tardía comparecencia del incumplidor. Esto significa 

que el proceso se encuentra en curso y el rebelde se incorporará en el estado en el que se 

encuentre, participando en la etapa procesal correspondiente.  
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El rebelde tendrá la capacidad de controlar la prueba, presentar alegatos, entre otros actos 

procesales, siempre y cuando estos no impliquen retroceder el proceso a etapas que ya han 

concluido. 

En lo que respecta a las medidas cautelares o precautorias que hayan sido otorgadas 

previamente, estas mantienen su vigencia, a menos que, de acuerdo con lo dispuesto en los 

artículos 112 y 113 del Código Procesal Civil, Comercial y de Trabajo (CPCCyTM), y 

considerando su carácter provisional, puedan ser modificadas. 

Rescisión:  

El artículo 77 del Código de Procedimiento Civil, Comercial y de Trabajo (CPCCyTM) otorga 

al demandado en rebeldía la facultad de alegar la imposibilidad de haber tenido conocimiento 

de la notificación debido a una fuerza mayor insuperable. Asimismo, le permite presentar un 

incidente de nulidad respecto a las actuaciones procesales que no hayan seguido el 

procedimiento establecido por la ley procesal y, por ende, no hayan cumplido con su propósito 

previsto (conforme al artículo 94 del CPCCyTM). 

Es relevante destacar que la suspensión del procedimiento como consecuencia del pedido de 

rescisión depende de la verosimilitud de los hechos alegados por el demandado en rebeldía. 

 

 II. JURISPRUDENCIA ARGENTINA.   

1. Rebeldía del empleador - incomparecencia del demandado. 

La figura jurídica de la rebeldía ficta implica una presunción de notificación meramente 

probable en relación con la obligación de comparecer ante el tribunal y defenderse en un 

proceso legal, a diferencia de la rebeldía real. En consecuencia, la parte actora mantiene la 

responsabilidad de demostrar los hechos fundamentales que respaldan su demanda, lo que 

implica la necesidad de acreditar la existencia de la relación laboral que sustenta su 

reclamación. En este contexto, no se aplican los efectos de la presunción de veracidad 

alegados por la parte demandante.  

En cambio, el requerimiento legal a través de edictos debe ser notificado por un defensor 

oficial, quien tiene la facultad de responder en nombre del demandado en espera de su 

comparecencia. (Expte.: 41625 - SOSA, ASCENCION DEL CARMEN Y OTS. C/ GONZALEZ, 

NOEMI Y OTS. P/ DESPIDO Fecha: 05/06/2018 - 3° CÁMARA LABORAL - PRIMERA 

CIRCUNSCRIPCIÓN. 
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2.Presunción de las afirmaciones –rebeldía del empleador, prueba del contrato:  

La declaración de rebeldía por parte del empleador conlleva una presunción favorable hacia 

las alegaciones presentadas por el trabajador en su demanda escrita. No obstante, esta 

presunción no es suficiente por sí sola para establecer la existencia de la prestación de 

servicios, y mucho menos para corroborar la relación laboral mencionada. Según lo estipulado 

en nuestro Código Procesal Laboral, corresponde al trabajador proporcionar pruebas con el 

propósito de demostrar el hecho fundamental de la prestación de servicios, con el fin de 

determinar si efectivamente hubo un contrato laboral entre las partes o no. (Expte.: 153854 - 

MENDEZ NELSON ALBERTO C/ ROBLEDO PABLO Y OT. P/ DESPIDO Fecha: 16/03/2018 

- 2° CÁMARA LABORAL - PRIMERA CIRCUNSCRIPCIÓN). 

 

3. Falta de contestación de la demanda - rebeldía del empleador - carga de la prueba:                                                                                                                                           

La falta de respuesta a la demanda y la consiguiente rebeldía de la parte demandada no 

constituyen una presunción legal absoluta en lo que respecta a la veracidad de los hechos 

legítimos alegados por el demandante en su acción. Por lo tanto, esta situación debe 

evaluarse teniendo en cuenta todos los elementos de prueba disponibles en el caso, con el 

propósito de no privilegiar la ficción por encima de la realidad, ya que esto podría alejarnos de 

la verdad objetiva. En este contexto, no otorgan fundamento jurídico para eximir de antemano 

al trabajador de su carga mínima de prueba, tal como lo establece de manera clara el artículo 

45 del Código Procesal Laboral. (Expte.: 150318 - GONZALEZ NICOLAZA JESUS C/ 

MANCUSO LAERTE ROBERTO JESUS Y OTROS P/ DESPIDO Fecha: 06/02/2018 - 6° 

CÁMARA LABORAL - PRIMERA CIRCUNSCRIPCIÓN). 

 

4.Presunción de rebeldía no es autosuficiente. 

La declaración de rebeldía del empleador genera una presunción a favor de las afirmaciones 

del trabajador presentadas en su escrito de demanda. Sin embargo, esta presunción por sí 

sola no es suficiente para considerar probada la prestación de servicios, y mucho menos la 

relación laboral alegada. De acuerdo con las disposiciones de nuestro Código Procesal 

Laboral, corresponde al trabajador proporcionar pruebas que respalden la afirmación 

fundamental de la prestación de servicios, con el fin de determinar si existió o no un contrato 

de trabajo entre las partes. (Expte.: 152637 - TISERA GABRIEL ORLANDO C/ LEXUS S.A. 
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P/ DESPIDO Fecha: 29/05/2017 - Tribunal: 2° CÁMARA LABORAL - PRIMERA 

CIRCUNSCRIPCIÓN) 

 

5.Rebeldía- Prueba del contrato de trabajo - presunción de contrato de trabajo. 

A pesar de que la ausencia de respuesta por parte del empleador en un proceso judicial 

permite considerar veraces las alegaciones del trabajador despedido, es necesario respaldar 

la afirmación central de la prestación de servicios con pruebas concretas para establecer de 

manera efectiva la existencia de un contrato de trabajo. Estas pruebas pueden incluir, entre 

otras, recibos de remuneración, correspondencia intercambiada entre las partes, informes de 

la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), declaraciones de testigos, entre otros 

medios. (Expte.: 154449 - DOMINGUEZ GABRIEL ALFREDO C/ BRALEX S.A. P/ DESPIDO 

Fecha: 11/05/2017 - 7° CÁMARA LABORAL - PRIMERA CIRCUNSCRIPCIÓN.) 

 

6.Declaración de rebeldía - notificación - caducidad de instancia. 

En relación con la caducidad de la instancia, la declaración de rebeldía y su notificación se 

consideran actos significativos, ya que inauguran una nueva modalidad procesal, exenta de 

contradicción, que modifica el curso del proceso en cuestión.  Esto coloca a las partes en una 

situación diferente y más propicia para acelerar el desarrollo del procedimiento y alcanzar su 

conclusión de manera más expedita. ( Expte.: 13-02150008-3/1 - CIPPITELLI, MARIA 

GRACIELA EN J° 245.620/52.167 CIPPITELLI MARIA GRACIELA C/ RUSSO, MATIAS 

PACUAL Y OT. P/DAÑOS Y PERJUICIOS S/ INC. CAS. Fecha: 31/05/2018 - SUPREMA 

CORTE - SALA N°1) 

 

7.Caducidad de instancia - interrupción de la caducidad.  

En el contexto de la caducidad de instancia, la declaración de rebeldía y su correspondiente 

notificación son actos apropiados y efectivos, lo que los convierte en actos interruptivos de la 

instancia. Una vez que se ha declarado la rebeldía y se ha notificado, se establece una nueva 

modalidad procesal, exenta de contradicción, que resulta considerablemente más propicia 

para acelerar el desarrollo del proceso y alcanzar su conclusión.  (Expte.: 13-00658213-8/1 - 

BRUSES AMERICO HUGO EN J° 120522 / 13-00658213-8 (010304-51661) B.., A.H. C/ A.., 
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A.I. Y OTS. S/ D. Y P. (ACCIDENTE DE TRANSITO) P/ RECURSO EXT.DE CASACION 

Fecha: 19/04/2018 - Tribunal: SUPREMA CORTE - SALA N° 1.)  

 

8.Falta de contestación de la demanda – rebeldía.  

La falta de respuesta a la demanda no exime a la parte demandante de su responsabilidad de 

presentar pruebas que respalden los hechos que ha alegado. Sin embargo, existen ciertas 

cuestiones en las cuales el demandado que no comparece ha perdido la oportunidad de 

plantear objeciones oportunamente. Esto incluye, por ejemplo, las defensas procesales 

destinadas a impugnar los posibles defectos en la demanda o en la capacidad legal del actor 

para llevar a cabo la acción legal.  (Expte.: 112651 - A. DE M. EN J° 86,326/50,265 G.., I.R. 

C/ A. DE M. P/ D. Y P. (CON EXCEP. CONTR. ALQ) P/ REC.EXT.DE INCONSTIT CASACION 

Fecha: 13/04/2015 - SUPREMA CORTE - SALA N° 1) 

 

7. Artículo 45 del CPL. 

El artículo 45 del Código de Procedimiento Civil establece que la demanda debe ser 

trasladada "bajo apercibimiento de tenerla por contestada de manera afirmativa si el actor 

demuestra el hecho fundamental relacionado con la prestación de servicios". Sin embargo, 

esta disposición no exime al actor de la responsabilidad de probar las afirmaciones que 

presenta. (Expte.: 100519 - CUITIÑO ARIEL ALEJO EN J 10.393 CUITIÑO ARIEL C/ALTO 

LAS VIÑAS SRL P/SUM. S/INCCAS. Fecha: 30/09/2013 - Tribunal: SUPREMA CORTE - 

SALA N° 2). 

 

8.  Cuestiones de hecho y prueba - rebeldía - verdad real.  

Los artículos 45 del (C.P.L.) y 74/75 del (C.P.C.) establecen una presunción iuris tantum de 

veracidad en relación con los hechos contenidos en la demanda, cuando el demandado no 

responde al traslado. No obstante, esta circunstancia no obsta para que el Juez del Trabajo 

lleve a cabo un análisis de la procedibilidad y de la prueba en torno a los hechos alegados, 

especialmente dado que en el ámbito procesal laboral prevalece el principio de la búsqueda 

de la verdad real. 

Es importante destacar que las conclusiones a las que llegue la Cámara en cuanto a cuándo 

y de qué manera se extingue la relación laboral no constituyen una cuestión relacionada con 

el control de legalidad que se lleva a cabo en el proceso de casación. Más bien, se trata de 
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una cuestión de hecho que no puede ser revisada de manera extraordinaria. (Expte.: 98903 - 

ESTRELLA, JOSE ALBERTO EN J 39.922 ESTRELLA, JOSE ALBERTO C/BASSO, 

FEDERICO ANDRES P/DESPIDO. S/INCONSTITUCIONALIDAD Y CASACION. Fecha: 

30/03/2011 - Tribunal: SUPREMA CORTE - SALA N° 2.). 

 

9.  Rebeldía-efectos.  

Los efectos derivados de la declaración de rebeldía no se disipan simplemente por la 

comparecencia del demandado rebelde en la audiencia designada para rendir testimonio, ya 

que la participación del demandado en dicho acto no tenía como finalidad principal 

"comparecer" al proceso en el sentido de presentarse como parte y establecer un domicilio 

legal. En su lugar, la comparecencia se limitó exclusivamente a absolver posiciones.  

La auténtica comparecencia implica la entrada formal en las actuaciones, la adquisición de la 

condición de parte, y la designación de un domicilio legal, circunstancias que solo acontecen 

al momento de presentar un recurso de apelación. Hasta ese momento, el demandado 

continúa en estado de rebeldía, con todas las implicaciones estipuladas en los artículos 75 y 

76 (C.P.C.). 

Es esencial destacar que una vez notificada la declaración de rebeldía en el domicilio real del 

demandado, todas las demás notificaciones, a excepción de la sentencia, deben realizarse de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 66 del C.P.C., mediante notificación ficta. 

Precisamente, esto es lo que ocurrió en el presente caso, lo que significa que la solicitud del 

recurrente de que las notificaciones se realicen mediante cédula en los tableros del Tribunal 

a partir del momento de absolver posiciones carece de respaldo en las disposiciones 

normativas específicas que rigen el instituto de la rebeldía. Por lo tanto, todos los actos 

procesales llevados a cabo se consideran plenamente válidos. ( Expte.: 95541 - RIVEROS 

VIDELA DIEGO CESAR EN J 31.674/111.008 PEREYRA MAXIMO C/ RIVEROS VIDELA 

DIEGO P/ D. Y P. S/ INC. Fecha: 23/12/2010 - SUPREMA CORTE - SALA N° 1.)  

 

10.  Contrato de trabajo - embarazo – rebeldía. 

La absolución de posiciones en ausencia del demandado solo puede conducir a la 

confirmación de un hecho si se encuentran disponibles otros elementos probatorios que 

efectivamente respalden dicho hecho.  
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No se puede basar la prueba únicamente en una presunción legal, como la contenida en el 

artículo 188, inciso II, del Código Procesal Civil. En otras palabras, para que la presunción 

prevista en el artículo 182 de la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) surta efecto, es necesario 

que la empleada realice un acto afirmativo, que en este caso sería la notificación fehaciente 

del estado de embarazo por parte de la actora. La mera presunción derivada de la rebeldía 

en la absolución de posiciones no es suficiente, especialmente cuando no existen otros 

medios de prueba en el expediente que se refieran al hecho en cuestión o a la notificación 

exigida por la ley. ( Expte.: 96899 - MILLAN S.A. EN J 8106 GUIDUGLI ANDREA MARIELA 

C/MILLAN S.A. P/ORD. S/INCONSTITUCIONALIDAD Y CASACION Fecha: 29/10/2010 - 

Tribunal: SUPREMA CORTE - SALA N° 2.) 

 

11.  Rebeldía - incontestacion de la demanda.  

En la tradición jurídica alemana y austriaca, se valora la rebeldía como un mecanismo que 

exime a la parte interesada de cargar con todo el peso de la prueba, a menos que surja una 

contradicción entre los hechos presumidos como ciertos y otras evidencias presentadas por 

el demandante original o por la contrae videncia presentada posteriormente por el rebelde 

durante el proceso. También se aplica esta excepción en casos de hechos que resulten 

inverosímiles. 

Los fundamentos de esta posición son los siguientes: 

a) Solo los hechos en disputa requieren ser probados; si el demandado no los refuta, no existe 

motivo para requerir evidencia adicional. La carga de la prueba es el deber impuesto a una de 

las partes en litigio de proporcionar evidencia de un hecho controvertido a través de su propia 

acción, si desea evitar la pérdida del caso. 

b) El Estado tiene la responsabilidad de garantizar el derecho a la defensa y de procurar una 

resolución rápida y eficiente de las disputas judiciales, minimizando el gasto procesal. Por lo 

tanto, cuando una parte elige no ejercer voluntariamente su derecho de defensa, el Estado 

prefiere considerar los hechos alegados por la otra parte como admitidos sin necesidad de 

llevar a cabo una serie de procedimientos adicionales para su comprobación. 

c) Esta fórmula se enmarca en la aplicación del principio de economía procesal, buscando 

evitar la dilación innecesaria y los costos excesivos en el proceso legal. 

Es importante destacar que esta perspectiva legal se basa en la idea de equilibrio y eficiencia 

en el sistema judicial, protegiendo el derecho a la defensa mientras se minimiza la carga 
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procesal y se acelera la resolución de los casos.  (Expte.: 72891 - COOP. PROVITAX LTDA. 

EN J: LUCERO, DANIEL Y OT. COOP. PROVITAX LTDA. DAÑOS Y PERJUICIOS – 

INCONSTITUCIONALIDAD, Fecha: 26/07/2002, SUPREMA CORTE - SALA N° 1.) 

 

3.3.4 Una mirada desde la perspectiva de la Corte Interamericana de Derecho 

Humanos – CIDH. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha resaltado la imperante 

necesidad de contar con un sistema de administración de justicia en el ámbito laboral que 

incorpore meticulosamente las siguientes características fundamentales: 

Irrenunciabilidad del Derecho de Acceso a la Justicia: Se enfatiza la imposibilidad de renunciar 

por parte de los trabajadores y trabajadoras al ejercicio de su derecho de acudir ante las 

autoridades judiciales competentes para la resolución de conflictos laborales, a menos que 

existan disposiciones legales específicas que establezcan otros medios de solución de 

controversias. 

Jurisdicción Especializada y Competencia Exclusiva en Materia Laboral: Es indispensable la 

existencia de una jurisdicción especializada, con competencia exclusiva en asuntos laborales, 

ajustada al volumen de casos y demandas en esta área, asegurando así una pronta y eficaz 

respuesta a los conflictos suscitados. 

Aplicación de la Perspectiva de Género: Se destaca la necesidad de incorporar la perspectiva 

de género en la resolución de conflictos laborales, garantizando un tratamiento equitativo y 

justo, sin discriminación basada en el género. 

Procedimiento Especializado: Debe contemplarse un procedimiento especializado que tome 

en cuenta las particularidades inherentes a los asuntos laborales, asegurando la eficiencia y 

celeridad en la tramitación de los casos. 

Distribución Equitativa de Cargas Probatorias: Se establece la importancia de distribuir las 

cargas probatorias, realizar un análisis probatorio equitativo y motivar las providencias 

judiciales de acuerdo con principios que contrarresten las desigualdades presentes en el 

ámbito laboral, tales como el principio "in dubio pro operario" y el principio de favorabilidad. 

Gratuidad de la Justicia Laboral: Resulta esencial garantizar la gratuidad de la justicia laboral, 

asegurando así un acceso igualitario a la misma, sin distinciones económicas que puedan 

afectar la tutela efectiva de los derechos laborales. 
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En relación con la asistencia legal gratuita, se han identificado criterios específicos para 

determinar su procedencia en casos concretos, a saber:  

a) la disponibilidad de recursos por parte de la persona afectada;  

b) la complejidad de las cuestiones involucradas en el caso;  

c) la importancia de los derechos afectados,  

y 7) la garantía del derecho a una defensa especializada.  

Estos criterios buscan asegurar que la asistencia legal gratuita sea proporcionada de manera 

justa y eficaz a aquellos que verdaderamente la necesitan.19 

El derecho a ser escuchado en un plazo razonable alcanza su plenitud cuando se acompaña 

del pronunciamiento de una sentencia debidamente fundamentada respecto al fondo de las 

controversias planteadas. En reiteradas ocasiones, la jurisprudencia de la Corte Nacional ha 

afirmado que "la imposición de fundamentos serios a las decisiones judiciales encuentra su 

base en la Constitución". 

Este principio consagra la necesidad imperante de que las resoluciones judiciales estén 

respaldadas por argumentos jurídicos sólidos, los cuales deben reflejar un análisis detenido 

de los hechos y del marco normativo aplicable. La fundamentación adecuada no solo 

garantiza la transparencia y legitimidad del proceso judicial, sino que también permite a las 

partes comprender las razones subyacentes de la decisión, facilitando así el ejercicio pleno 

del derecho de defensa. 

En el ámbito específico del derecho laboral, la exigencia de una sentencia debidamente 

motivada reviste una importancia crucial.  

Dada la naturaleza sensible de las relaciones laborales y los derechos en juego, la claridad y 

coherencia de los fundamentos judiciales son fundamentales para salvaguardar la equidad y 

la justicia en este contexto. 

En este sentido, el reconocimiento de la raíz constitucional de la exigencia de fundamentación 

seria destaca la relevancia intrínseca de este principio en el sistema jurídico. Se erige como 

una salvaguarda esencial para garantizar que las decisiones judiciales no solo se dicten en 

 
19 Corte IDH, OC 27/21, de fecha 05-05-21 Consid 116, www.corteidh.or.cr.    

http://www.corteidh.or.cr/
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tiempo oportuno, sino también con el respaldo de un análisis jurídico riguroso que respete los 

principios fundamentales del debido proceso.20 

Asimismo, ha señalado que es condición de validez de los fallos judiciales que ellos configuren 

una “derivación razonada del derecho vigente, con particular referencia a las circunstancias 

comprobadas de la causa”21 

La Convención Americana de Derechos al respecto determina: “…. Toda persona tiene 

derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez 

o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 

la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 

de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 

carácter […].” (art. 8.1) Y si bien hace referencia a los derechos que asisten a una persona 

inculpada de un hecho penal, las garantías mínimas establecidas resultan aplicables por 

analogía a cualquier otro proceso. 

En concreto establece que durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena 

igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  derecho del inculpado de ser asistido 

gratuitamente por el traductor o intérprete si no comprende o no habla el idioma del juzgado 

o tribunal; a la comunicación previa y detallada de la acusación o pretensión  que se le oponga; 

a la concesión del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; al 

derecho de defenderse personalmente o de ser asistido  por un defensor de su elección y 

de  comunicarse libre y privadamente con su defensor; al derecho irrenunciable de ser asistido 

por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna si 

el interesado no se defendiere por si mismo ni nombrase defensor dentro del plazo establecido 

por la ley; al  derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 

obtener la comparecencia, como testigos o peritos de todas personas que puedan arrojar luz 

sobre los hechos; al  derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 

culpable; al derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior; a reconocer la confesión 

de la parte como válida solamente si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza; al derecho 

de no ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos cuando ha sido absuelto por una 

sentencia anterior; a la necesidad que todo proceso sea  público salvo en lo que sea necesario 

para preservar los intereses de la justicia. (art. 8.2. a), b), c); d); e), f);  g) y h); 3.4. y 5.)  En 

 
20 CSJN Fallos: 236:27; 240:160; 247:263, entre otros. 

21 CSJN Fallos: 238:550; 249:275; 302:1405; 304:638, entre otros muchos.  
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similares términos se expide el art. 9  y 14.2 al 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos. 

En el mismo sentido en el art. 25 determina que "... 1. Toda persona tiene derecho a 

un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 

competentes, que la ampare contra actos violen sus derechos fundamentales reconocidos por 

la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por 

personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se 

comprometen: a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del 

Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga el recurso; b) a desarrollar 

las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades 

competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso...." 

El art. 10 de La Declaración Universal de Derechos Humanos establece que "....Toda 

persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con 

justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y 

obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal....", El 

reconocimiento de este derecho fundamental por su importancia resulta aplicable 

analógicamente a otras materias. 

La Declaración Americana de Derecho y Deberes del Hombre dispone que "....  Toda 

persona “...... debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo 

ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos 

fundamentales consagrados constitucionalmente...." (art. XVIII)   

Por último el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconoce 

que ”….Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona 

tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 

competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 

cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus 

derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la 

totalidad o parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad 

nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las 

partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por 

circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la 

justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos 

en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a 

pleitos matrimoniales o a la tutela de menores...."  (art. 14.1)  y determina que "....Cada uno 
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de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: a) Toda persona 

cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá 

interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas 

que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; b) La autoridad competente, judicial, 

administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema 

legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y 

desarrollará las posibilidades de recurso judicial; c) Las autoridades competentes cumplirán 

toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso...." (art. 2. 3) 

 

CONCLUSIONES.   

Dentro de la legislación procesal civil de Colombia, desde los inicios de la República 

independiente hasta la actualidad, se ha consagrado de manera casi ininterrumpida la 

notificación por aviso. Esta notificación se empleaba incluso utilizando la fuerza, 

específicamente cuando el demandado se ocultaba para evitarla o se negaba a firmar, ya sea 

por desconocimiento o por rebeldía. 

Este enfoque era considerado válido y aceptado en el derecho procesal, ya que el principio 

de contradicción es ineludible y debe ejercerse de forma obligatoria, independientemente de 

la posición que adopte el demandado (ya sea el silencio, el allanamiento, la objeción o la 

excepción). 

Sin embargo, en etapas posteriores de la evolución del derecho procesal civil colombiano, se 

restringió la notificación por aviso, permitiéndola únicamente cuando el demandado se 

encontraba en el lugar de residencia indicado por el demandante en su escrito de demanda y 

cuando recibía efectivamente la comunicación. 

A pesar de esto, la posición mayoritaria adoptada por la doctrina laboral y aceptada por los 

operadores judiciales sostiene que no es posible aplicar la notificación por aviso en los 

procedimientos laborales, mientras esté vigente el artículo 29 del Código de Procedimiento 

del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001. 

A continuación, en la sección de conclusiones, expondré las razones personales por las 

cuales considero que la notificación por aviso debe aplicarse en los procedimientos laborales 

y de seguridad social. 
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En el procedimiento laboral no está contemplada la notificación por aviso cuando el 

demandado recibe efectivamente la comunicación, vacío que debe llenarse con el 

C.G.P.  

El artículo 29 del Código de Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social, con la 

modificación introducida por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, estableció la notificación por 

aviso en dos casos específicos que no estaban previstos en la legislación procesal civil vigente 

en el momento de su promulgación. Estos casos son:  1) cuando el demandado no puede ser 

hallado y 2) cuando el demandado obstaculiza la notificación.  

En estos escenarios, la norma establece que se debe realizar un emplazamiento al 

demandado y fijar un aviso en el lugar correspondiente. El aviso requiere que el demandado 

se presente en el despacho dentro de los diez (10) días siguientes a su fijación, con la 

advertencia de que, en caso de no comparecer, se le designará un curador ad litem. 

Es importante notar que la norma enfatiza que el aviso debe ser fijado, no enviado, lo cual es 

lógico, ya que en los casos en los que el demandado no puede ser hallado o impide su 

notificación, enviar la notificación resultaría ilógico e impracticable. 

Sin embargo, surge una pregunta relevante en este contexto: ¿Qué sucede cuando el 

demandado recibe efectivamente el aviso en su lugar de residencia y no obstaculiza su 

notificación? En mi opinión, dado que este caso no está previsto en la normativa procesal 

laboral, se debe recurrir a lo dispuesto en el artículo 145 del Código de Procedimiento del 

Trabajo y de la Seguridad Social. Dicho artículo establece que, en ausencia de disposiciones 

específicas en el procedimiento laboral, se deben aplicar las normas análogas del estatuto 

procesal laboral o, en su defecto, el Código General del Proceso.  

Actualmente, el Código General del Proceso regula la notificación por aviso cuando no es 

posible realizar la notificación personal del auto admisorio de la demanda o del mandamiento 

ejecutivo al demandado, así como en otros casos similares. 

De acuerdo con esta norma, el aviso debe indicar su fecha y la de la providencia notificada, 

el juzgado que conoce del proceso, su naturaleza, el nombre de las partes y la advertencia de 

que la notificación se considerará efectuada al finalizar el día siguiente a la entrega del aviso 

en el lugar de destino 

 

Las formas de notificación contempladas en el artículo 41 del CPT y de la SS no son 

taxativas. 
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Un amplio sector de la doctrina y algunos dispensadores de justicia en el ámbito laboral han 

sostenido durante mucho tiempo que la notificación por aviso no es aplicable a los 

procedimientos laborales. Esta perspectiva se basa en un supuesto erróneo: que el artículo 

41 del Código de Procedimiento del Trabajo y de la Seguridad Social (CPT y de la SS) 

establece un régimen taxativo o un sistema de "numerus clausus" en materia de 

notificaciones, que excluye la notificación por aviso. 

Esta interpretación es sesgada y carece de fundamento. El artículo 41 del CPT y de la SS, 

modificado por la Ley 712 de 2021, no prescribe que las notificaciones contempladas en dicha 

norma sean taxativas; simplemente enumera las formas de notificación utilizadas en el 

momento de su promulgación. 

Si el legislador laboral no tuviera la intención de incluir nuevas formas de notificación, 

diferentes de las ya enumeradas en el artículo 41 del CPT y de la SS, ¿cómo se explica que 

el artículo 29 de la misma ley remita expresamente a los artículos 318 y 320 del Código de 

Procedimiento Civil, donde se regula precisamente la notificación por aviso? 

De manera similar, el artículo 460 del Código Sustantivo del Trabajo (CST), antes de la 

entrada en vigor de la Ley 1563 de 2012 (Estatuto Arbitral), contemplaba una nueva forma de 

notificación, subsidiaria a la notificación personal, que consistía en la comunicación escrita de 

las decisiones de los tribunales de arbitraje convocados para resolver conflictos colectivos. 

Incluso, en su momento, se interpretó que esta notificación por comunicación era, 

precisamente, la notificación por aviso descrita en el artículo 320 del Código de Procedimiento 

Civil. 

Además, la Ley 1149 de 2007, en su artículo 5°, que modificó el artículo 45 del CPT y de la 

SS, introdujo una nueva forma de notificación mediante un aviso que se debe fijar en la 

cartelera del despacho para informar las fechas de las audiencias programadas por el 

juzgado.  De manera similar, los artículos 66 y 67 de la Ley 50 de 1990 establecieron la 

notificación por comunicación en casos de cierre de la empresa o suspensión del contrato de 

trabajo. 

 

Nombrar curador ad litem al contumaz lesiona los intereses del demandante 

Cuando el demandado recibe el aviso, obtiene pleno conocimiento de que se lleva a cabo un 

proceso en su contra. Por lo tanto, si decide no acudir al despacho para notificarse o para 

retirar las copias de la demanda con sus anexos, está tomando una posición de rebeldía. En 
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el procedimiento laboral, en lugar de castigar esta contumacia, se premia con indulgencia, ya 

que se nombra un curador ad litem para representar los intereses del demandado en el 

proceso. 

Es lógico nombrar un curador ad litem al demandado cuando no se le puede hallar o se 

desconoce su dirección de notificación, ya que, en estos casos, el demandado no tiene 

conocimiento de la existencia del proceso en su contra. Sin embargo, resulta paradójico que 

se le otorgue el mismo tratamiento al demandado que recibe el aviso y decide ignorarlo. 

Esta situación ha llevado a que muchos demandados en procesos laborales no acudan al 

despacho para notificarse personalmente del auto admisorio en los 10 días siguientes a la 

recepción del aviso. El alivio proviene del hecho de que pueden retrasar la notificación hasta 

que se designe un curador. Es una práctica común que, una vez nombrado el auxiliar de la 

justicia, el demandado, que estuvo en silencio durante mucho tiempo, aparezca para 

notificarse del proceso. En algunos casos, se ha llegado al extremo de archivar procesos 

aplicando la sanción por contumacia según lo establecido en el párrafo del artículo 30 del CPT 

y de la SS, cuando han transcurrido seis (6) meses desde el auto admisorio de la demanda o 

de la demanda de reconvención sin que se haya realizado ninguna gestión para la notificación. 

Además, es importante considerar que, por lo general, desde el momento en que el 

demandado recibe el aviso hasta el nombramiento del curador, puede pasar un tiempo 

considerable. Esto se debe a que el proceso debe llegar al despacho para que el juez, 

mediante un auto, realice la designación. Es frecuente que el curador designado a menudo se 

niegue a asumir su cargo debido a que tiene a su cargo más de cinco asuntos pendientes. 

También es relevante tener en cuenta que, en los procedimientos laborales, por lo general, el 

demandante es el trabajador, quien debe soportar las consecuencias de la demora resultante 

de la falta de diligencia del demandado en notificarse del auto admisorio o del mandamiento 

ejecutivo, a pesar de haber recibido el aviso y, por lo tanto, tener pleno conocimiento del 

proceso en su contra. 

Adicionalmente, la obligación de notificar personalmente la demanda al demandado, está 

generando actualmente una demora en el trámite de los procesos, en contra de los mandatos 

establecidos en el derecho internacional de los derechos humanos contenidos en la 

convención americana, como se explicó en su oportunidad. 
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Realizar el emplazamiento con posterioridad al nombramiento del curador 

desnaturaliza esta institución. 

La redacción actual del artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

modificada por el artículo 16 de la Ley 712 de 2001, permite que el emplazamiento se realice 

en cualquier momento antes de la sentencia. Esta situación ha generado una controversia 

significativa, ya que distorsiona la finalidad del emplazamiento, que consiste en informar al 

demandado sobre el proceso en su contra para que pueda comparecer, ya sea personalmente 

o a través de un representante legal, y notificarse de la demanda. No debería limitarse a la 

mera notificación de una futura sentencia. 

En efecto, cuando el emplazamiento se lleva a cabo antes de la sentencia, el demandado 

puede enterarse de la existencia del proceso demasiado tarde, lo que le impide tener tiempo 

suficiente para participar en las etapas iniciales y ejercer su derecho a la contradicción y a la 

defensa. 

 

RECOMENDACIONES. 

Incluir la notificación por aviso o cedula en el procedimiento laboral colombiano  

Sería conveniente que, dentro de la estructura de la reforma al procedimiento laboral 

colombiano, se plantee un cambio sustancial en materia de notificaciones, concretamente, al 

artículo 29 del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social, que fue modificado por el 

artículo 16 de la Ley 712 de 2001, para que se incluya la notificación por aviso o cedula, de 

manera similar a cómo está consagrada en la legislación procesal civil y en normatividad 

foránea, como por ejemplo, en la República de Argentina. 

Incluir la notificación por aviso en el procedimiento del trabajo, permitiría imprimirle más 

agilidad al trámite los procesos laborales que cursan antes esta especialidad de la jurisdicción 

ordinaria, en la medida que se impediría que el demandando, el cual, generalmente es el 

empleador, adelante maniobras postergar la notificación con miras a que opere la contumacia 

en los términos del parágrafo del artículo 30 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social y en consecuencia, se archive el expediente. 

Como se puede observar, nuestro Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social 

contempla un régimen cerrado en materia de sanciones para casos muy específicos de 

contumacia, que consideró debería ser ampliando, en especial para que incluya casos, como 

el analizado, cuando el demandado incumple con una carga procesal tan importante, como lo 
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es, notificarse de la demanda, estando enterado de la existencia del proceso y habiéndosele 

prevenido para que concurra al despacho. 

El cumplimiento de una carga procesal tan importante como lo es concurrir al despacho a 

notificarse, habiéndosele prevenido para que lo haga y estando enterado de la existencia de 

un proceso, no puede convertirse en una obligación procesal, al punto de que se supla la 

voluntad del demandado quien es el que debe tomar la decisión de defenderse. 

El deber del demandando de concurrir al despacho para notificarse y la posibilidad que tiene 

de tomar la decisión de defenderse no se le puede dar el alcance de una obligación de hacer, 

y menos, premiar la rebeldía a través del nombramiento de un curador ad litem, pues con esto, 

se estaría vulnerando el derecho que tiene el demandando a la libre autodeterminación, pues 

con esta actitud demuestra que no desea intervenir dentro del actuación judicial y que se 

atiene a las resultas del proceso. 

Respecto a la obligación de concurrir a notificarse al despacho, el célebre procesalista y 

laboralista uruguayo Eduardo Couture, en su obra Fundamento del Derecho Procesal Civil, 

cuando explica la diferencia entre obligación y carga, señalo lo siguiente: 

La relación del concepto de carga con el de impulso procesal radica en que el juicio 

avanza también mediante cargas impuestas a las partes. 

Con el solo recuerdo de las enunciadas, que son apenas las más importantes (carga 

de la contestación, carga de la prueba, carga de la conclusión, carga de concurrir al 

tribunal a notificarse) se percibe que la ley insta a la parte a realizar los actos, bajo la 

conminación de seguir adelante en caso de omisión. La carga funciona impeliendo a 

comparecer, contestar, probar, concluir, asistir, bajo la amenaza de no ser escuchado 

y de seguir adelante. 

Pero estas amenazas no configuran un derecho del adversario. No puede hablarse, 

por ejemplo, de un derecho del actor a que se falle el juicio sin la prueba del 

demandado. La omisión del adversario podrá indirectamente beneficiar la condición 

del actor, pero ningún derecho le otorga. 

La diferencia sustancial radica en que, mientras en la obligación el vínculo está 

impuesto por un interés ajeno (el del acreedor), en la carga el vínculo está impuesto 

por un interés propio. 
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La oposición entre obligación y carga no reside, pues, en la sujeción de la voluntad, 

que es un elemento común a ambos fenómenos. Reside en las consecuencias 

derivadas de la omisión. 

Esas consecuencias opuestas son: 

a) que la obligación insatisfecha crea un derecho en favor del acreedor; en la carga 

insatisfecha sólo nace un perjuicio del que debe asumir la conducta establecida en la 

ley; 

b) que a la obligación insatisfecha corresponde la responsabilidad subjetiva o 

voluntaria; en tanto que a la carga insatisfecha corresponde, normalmente, la 

responsabilidad objetiva derivada de la inactividad. El efecto previsto se produce, en 

la mayoría de los casos, ope legis, aun sin la voluntad del adversario y sin constituir 

ningún derecho para éste. 

Como se advierte, estas distinciones dentro del elemento común de vínculo de la 

voluntad, más que oposiciones son variantes de un mismo género". 

Cómo bien lo afirmaba en su magistral obra derecho procesal civil, el siempre recordado 

maestro Hernando Morales Molina: (idem nota al pie de página)   

Desde el punto riguroso procesal las partes no están obligadas a nada en el juicio. 

Para que se surtan ciertas situaciones procesales, el Estado exige que las partes 

ejecuten determinados actos para que sus órganos obren. A las partes se les deja el 

ser o no activas en su propio interés, esto es, emplear a su arbitrio los medios de 

ataque y de defensa. 

(…) 

En el proceso rige el mismo principio cuyo valor es innegable en la vida, de que la 

ocasión obliga. La más elemental conveniencia impide dejar pasar la oportunidad a 

objeto de prevenir su pérdida. A esto se debe el que la oportunidad de evitar un 

perjuicio procesal o de obtener una sentencia favorable, mediante un acto de la parte, 

imponga a ésta en su interés la carga de realizarlo, aun en el supuesto de que el acto 

no prometa seguramente una ventaja. 

(…) 
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En suma: la carga implica un imperativo del interés propio de la parte, al paso que la 

obligación es un vínculo impuesto por el interés ajeno, pues la norma jurídica o bien 

indica una conducta en interés ajeno, generalmente bajo pena de sanción, o bien una 

conducta que debe observarse por el interesado en su propio interés, si quiere 

conseguir un fin de otra manera no aprovechable. 

 

Establecer que el nombramiento del curador ad litem debe ser posterior al 

emplazamiento 

De igual manera, se recomienda que dentro de la reforma al procedimiento del laboral, se 

modifique el artículo 29 del Código Procesal del Trabajo de la Seguridad Social, en el sentido 

que se establezca que el nombramiento del curador ad litem debe realizarse con posterioridad 

al emplazamiento, con suficiente antelación como para darle oportunidad al demandado de 

enterarse a tiempo de la existencia del proceso para hacer valer con audiencia su derecho de 

contradicción y defensa desde el inicio de la actuación, y no en cualquier momento antes de 

la sentencia, como está contemplado actualmente. 

Así mismo, considero que un término prudente para darle tiempo suficiente al demandado de 

enterarse del proceso y concurrir a notificarse del auto admisorio de la demanda seria de 

treinta (30) días, los cuales empezarían contar desde el momento que se hace la anotación 

del emplazamiento en el registro público de personas emplazadas.  

Este término es apropiado debido a que dentro la citación para notificación personal del 

artículo 291 del Código General del Proceso, se establece que si el demandado se encuentra 

en el exterior tiene treinta (30) días para concurrir al despacho a efecto de notificarse del auto 

admisorio de la demanda, pues no se puede pasar por alto que cuando el demandado no es 

hallado, o no se logró efectuar la notificación, nada descarta la posibilidad de que se encuentre 

en el exterior y en ese supuesto este término resultaría adecuado para que realice lo 

pertinente a efectos de notificarse. 
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